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INTRODUCCION

el capítulo 111, el Relator Especial ha hecho un análisis general del
basándose en las informaciones recibidas y en las respuestas y

formuladas por los gobiernos durante el año anterior. Para ello
centrado en las cuatro cuestiones siguientes: a) las amenazas de

b) los defensores de los derechos humanos como víctimas de ejecuciones
o arbitrarias, c) normas internacionales para la prevención, la

tigación y el castigo efectivos de las ejecuciones sumarias o
itrarias, y d) servicios de asesoramiento y asistencia técnica.

El presente informe sigue la estructura general del anterior. En su
tulo II.B, el Relator Especial describe los llamamientos urgentes

a los gobiernos y otras comunicaciones que ha hecho para transmitir
denuncias a los gobiernos interesados, así como las respuestas y

de éstos. El Relator Especial espera haber presentado de ese
una imagen completa del fenómeno en cada país.

2. En sus siete informes anteriores (E/CN.4/1983/16 y Add.l, E/CN.4/1984/29,
E/CN.4/l985/17, E/CN.4/1986/21, E/CN.4/1987/20, E/CN.4/1988/22 y Add.1 Y 2 Y

.4/1989/25), el Relator Especial abordó y examinó los distintos aspectos
fenómeno de las ejecuciones sumarias, con inclusión de las cuestiones

legales y de otras cuestiones teóricas.

l. El presente informe se presenta en cumplimiento de la resolución 1 38
del Consejo Económico y Social y de la resolución 1989/64 de la Comisión de
Derechos Humanos, tituladas ambas "Ejecuciones sumarias o arbitrarias".
Es éste el octavo informe del Relator Especial a la Comisión de Derechos
Htwanos sobre esta cuestión.

Finalmente, en el capítulo IV, el Relator Especial presenta sus
iones y recomendaciones, basadas en su análisis de la información que

recibido y en el estudio de las medidas prácticas que deben adoptarse en un
ftl.tlllrn inmediato.



, a
ecuciones

que

b)

Estos mensajes y las respuestas recibidas
textos completos pueden consultarse en los se hr:sumen en el capítulo 11, yarc 1VOS de la Secretaría.

Solicitudes de información acerca de 1 d 'sumarias o arbitrarias as enunC1as de ejecuciones

El Relator Especial envió asimismo 5
denuncias de eJ'ecuciones sumar1'as o 6 cartas a 36 gobie~os en relación

b
' arbitrarias en 1 .

~ .• a.a Saudita, Bahrein, Bendn , Brasil Burund í , os pa1se~ sigu~entes:
sna, El Salvador Etiopía F'l' , ' und1 9 Camerun 9 Colomb1a, Ch11e 9

d' " 1 1p1nas, Guatemala Guyana H 't' H
aa , Indonesia, Irán (República Isl" d 1) 9 9 aa 1, onduras,

u~itania, Nicaragua Pakistá P ~1ca ~ ,Iraq, Israe1 9 Malawi,
d'f . 9 n, anama, Peru Rumania So l' S'
>a r1ca

9
" Turquía, Unión de Repúblicas S • i. 9., ~a 1a, r1 Lanka,men Democrático y Yugoslavia. OC1a 1stas Sov1et1cas, Venezuela,

~~ rCeclibibe:on re~puesta~ d~ los siguientes Gobiernos:
, , o ~m 1a, Ch1le, Et1op1a, Honduras, Indonesia Bahrein, Brasil,
gn de Republicas Socialistas Soviéticas y Venezuela: Iraq, Turquía,

~~emás se recibieron respuestas de 1c 1 os seis Gobiernos siguientes en
.10n con as denuncias transmitidas11, Etiopía

9
Nicaragua. Perú, Yemen por el Relator Especial en 1988:• y Yemen Democrático.

a) Llamamientos urgentes

Se recibieron respuestas de 1 "
, Colombia, China, Estadoso~n~~~~1~~teS,G~biernos: Argentina,

, Irán (República Islámica del) M Id' Amer;ca, Guatemala, Honduras,
Myanmar y Unión de Repúblicas S ~ l~ 1vas, ~~x~co, Perú, Sri Lanka, UniónOC1a 1stas Sov1et1cas.

En relación con telegramas enví dieron también respuestas de a os por el Relator Especial en 1988 se
(República Islámica del) perlu~Sycusat:o Gobiernos siguientes: Angola,

, ur1name.

12., En respuesta a los telegramas y cartas Relator
g~b1ernos le facilitaron información ' varios
C
1t ad d ' Y formularon observaciones sobre la~

as enunc1as. Para poder tener ~1 R 1 t terminado a tiempo el '
e e a or Especial se ha visto obl d ' 1nforme,
respuestas de los gobiernos que ha 'b'd

a
eJar ~ara el próximo lasreC1 1 o despues del 15 de enero de 1990.

~3., En respuesta a la información relativa a las
1nrn1nentes o de amenazas de '. , , sumar1as o

v1sta, 1nclu1das en su mandato, el Relator
67 tel:gramas urgentes a 25 gobiernos ins

. a la v1da de los interesados y sol bQUY,U~,~~ a que el
aenunC1as. Fueron destinatarios de esos informac~ón acerca de esas
n~~~'AAbina, Brasil, Bulgaria, Colombia Ch d Ch'l lo~ Gob1ernos siguientes:

tados Unidos de América Filipi 'G a, 1 e, Ch1na, El Salvador,
\n'~~'Lulica Islámica del),'Israel,n~:idi~:tema~a~Hondur~s, Indi~, Irán

Lanka, Sudáfrica, Sudán, Unión de M s, Mex1co~ ,Peru, R~an1a, Somalia,
uu'~~,a~istas Soviéticas. yanmar y Un10n de Republicas

11. En el curso de su mandato, el Relator Especial envió telegramas Y cartas
a los gobiernos en relación con las denuncias de ejecuciones sumarias o
arbitrarias inminentes o ya llevadas a cabo en sus respectivos países,

10. Además se recibió información relativa a presuntos casos de ejecuciones
sumarias o arbitrarias de una serie de organizaciones no gubernamentales
regionales, nacionales, Y locales, así como de grupos e individuos de diversas

partes del mundo,

l. ACTIVIDADES DEL RELATOR ESPECIAL

8. Se recibió también información de carácter general de los Gobiernos de
Bangladesh, el Brasil, Bulgaria, Burundi, Colombia, El Salvador, Guatemala,
Mauritania, el Perú, el Senegal y Turquía.

9. Se recibió asimismo información de carácter general y/o rela.tiva a
denuncias concretas de ejecuciones sumarias o arbitra.riasde las siguientes
organizaciones no gubernamentales reconocidas como entidades consultivas por
el Consejo Económico Y Social: Amnistía Internacional, Asociación
Internacional contra la. Tortura, Asociación Internacional de Juristas
Demócratas, Comisión de las Iglesias para los Asuntos Internacionales del
Consejo Mundial de Iglesias, <Comisión Internacional. de los Profesionales de la
Salud,< Comí. té Internacional· de la Cruz. Roja,.· Confederación Internacional de
Organizaciones Sindicales Libres,' Consejo .: Regional de los Derechos HUIJ\anoS en
Asia, Federación Democrática Internacional de Mujeres, Federación
Internacional de Derechos Humanos, Federación Internacional Terre des Hommes,
Movimiento contra el Apartheid, Pax Christi - Movimiento Internacional
Católico Pro Paz, Pax Romana - Movimiento Internacional Católico para Asuntos
Intelectuales Y Culturales, Unión de Juristas Arabes y Unión de los Abogados

Arabes.

2. Denuncias de ejecuciones sumarias o arbitrarias

A. Consultas

B. Comunicaciones

Capitulo I

7. En el curso de su mandato actual, el Relator Especial ha recibido
comunicaciones con información relativa a ejecuciones sumarias o arbitrarias
de gobiernos, organizaciones no gubernamentales y particulares. El número de
comunicaciones aumenta año tras año, y ha sido en 1989 superior a las 1.500.

l. Información recibida

6. El Relator Especial visitó el Centro de Derechos Humanos, en la Oficina
de las Naciones Unidas en Ginebra, en julio y octubre/noviembre de 1989 para
celebrar consultas con la Secretaria, Y nuevamente en enero de 1990 para

ultimar su informe.

E/CN.4/1990/22
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del Gobierno de Colombia,
del 11 al 20 de oct~b:e
su profundo agradec1m1ento
y por los esfuerzos que

i) De resultas de torturas o de tratos crueles, inhumanos o
degradantes durante la detención o prisión;

v) De resultas de agresiones cometidas por grupos opuestos al
gobierno;

ii) Con JU1C10, pero sin las salvaguardias que, para proteger los
derechos del acusado, se estipulan en los articulas 14 y 15 del
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos;

ii) De resultas del empleo abusivo de medios violentos por la
policía, las fuerzas armadas u otras fuerzas gubernamentales o
paragubernamenta1es;

iv) De resultas de agresiones cometidas por individuos o grupos que
no se hallan bajo control oficial, pero que actúan en colusión
o con la connivencia de las autoridades;

iii) De resultas de agresiones cometidas por individuos o grupos
paramilitares bajo control oficial;

b) Muertes producidas:

a) Ejecuciones realizadas o inminentes:

A. Generalidades

i) Sin juicio;

Capitulo 11

SITUACIONES

23. La información recibida por el Relator Especial en el curso de su mandato
actual incluye denuncias de ejecuciones o muertes que tal vez se hayan
producido por no haberse respetado las salvaguardias destinadas a proteger el
derecho a la vida incluidas en diversos instrumentos internacionales, como el
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Politicos (arts. 4, 6, 7, 9, 14
y 15), las Reglas minimas para el tratamiento de los reclusos, el Código de
conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, la Convención
contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, las
Salvaguardias para garantizar la protección de los derechos de los condenados
a la pena de muerte, adoptadas por el Consejo Económico y Social en su
resolución 1984/50 de 25 de mayo de 1984, y los Principios relativos a una
eficaz prevención e investigación de las ejecuciones extrajudiciales,
arbitrarias o sumarias, aprobadas por el Consejo Económico y Social en su
resolución 1989/65 de 24 de mayo de 1989.

24. Esa información se refiere por lo general a denuncias del carácter
siguiente:

Relator

t de su mandato, Y por invitación
21. En el conte~ o fectuó una visita a dicho pais
el Relator Espec1al e

E
'1 desea manifestar aqui

1989 El Relator spec1a .,
de· 1 b' por su positiva cooperac10n

1 Gobierno de Co om 1a 'fa visita resultara fruct1 era.
hizo para que su

informe (E/CN.4/1990/22/Add.l) el
22. En la adición.a: presente lt d s de su visita a Suriname•
Especial expone aS1m1smo los resu a o

con J' un t a s sobre el Africa meridional
C. Audiencias ~~

Es ecial de Expertos sobre el Afr~ca

20 El Relator Especial Y el Grupo P t de 1989 audiencias conjuntas en
• b del 14 al 18 de ago s o , " onJ'untas

Meridional cele raron, , f " obtenida en esas aud1enc1as c
Londres (Reino Unido):, La 1nlorma~~0~0 11 párrafos 359 a 378.
se refleja en la secC10n B de cap1 u ,

D. Visitas a paises

E/CN.4/l990/ 22
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a

, pero

sido

~110 de octubre de 1989 se recib"~~ntes de Chittagong Hi11'Tracts 1~ una carta con información sobre los
~tradas por elementos terrorista; :h os,que ~e,describía como atrocidades
t~aban seis de esos incidentes en ' a~t1 Bahm1. En un anexo a la carta
e
lldose

constar que en el curso d Jubo de 1989 y ocho en agosto
les. e ellos habían muerto varias per~onas

~1 30 de octubre de 1989 se diri " ,~~~~smitían.denuocias con arreglog~ol:~ ~~~:rn~ de Ben~n ~a carta en la
>a.nos, hab1a muerto en febrero de 1989 s erge Gn1mad1, estudiante
endarrnería de Porto Novo. La detenci' 'dc~ando se,enc~ntraba detenido en
1 contexto de las huelgas de profes on e Sr. Gn1mad1 se había efectuado

l~ misma fuente, en marzo de 1989o~:'destudiantes y ~uncionarios.
~r1a1es habían muerto en S ' ecena de trabajadoresre ave, cuando las tropas b 'ros en huelga. Las tropas hab' a r1eron el fuego contra

a 1 ' 1an actuado según 1 d '~as ordenes recibidas del P 'd ' ~as enunc1as con, reS1 ente Mathieu Ké'l d
prev10, contra toda concentra " d re{ou e disparar,C10n e personas en la vía púb11'ca.

Especial solicitaba informacióntigación que hubieran llevad b sobre estas denuncias y sobre
~11'~~lUS10n de los informes de autop~i: ca ~ las autoridades competentes,

la repetición de tales hechos: aS1 como sobre toda medida adoptada

El Relator Especial solicitab ' fa 1n ormación sobr t
, sobre cualquier investigación ' e es a denuncia y, en

~Ui::lU~B, competentes, con inclusión de i~e hub1e:an ef;ctuado las
hub1eran adoptado para evit 1 ~u~~ps1a, aS1 como de las medidasar a repet1c1on de tales hechos.

2., El 17 de agosto de 1989, el Relator Es' , "b1erno de Bahrein, en la que se decía pec1a1 rec:b1o una respuesta del
l.~ay que no había absolutamente nad due

la denunc1a era completamente
~ed Mansoor Hassan. Se dec1arabaata:b~?speChO~o en la muerte de
~a bajo la custodia de la policía ~en,que este no se había hallado
~~ ?e su muerte, incluida la auto ~i~ue a :nvestigación formal sobre la
sab1a que padecía de epilepsia h:b' , conf1rmaba que el fallecido, del que, 1a muerto por causas naturales.

El 11 de abril de 1989 se envió aldenuncia con arreglo a la cual Moharnmed de Bahrein una carta relativa
encontrado muerto el 8 d f b Mansoor Hassan de 32 • hab

El e e rero de 1989 en el '
J.bJ.<:I,UU. cuerpo presentaba, según se dec í N noroeste de al~Manarl1a

arreglo a la información recibida MO~c1a, senales de tortura.
el 25 de enero de 1989 e l'A arnmed Mansoor Hassan hab

regres~ de Siria, y había sidOnr:clu~~~p~:rto de ~ahrein
autor1dades de Bahrein habían ad 't'd la al~Dala~a.

6~mO'fl~' 1 m1 1 o según1an a acusación de tortura. ' se , su detenc

Individuos o grupos paramilitares bajo control oficial o que
actúan en colusión o con la connivencia de las autoridades.

Miembros de la policía, las fuerzas armadas u otras fuerzas
gubernamentales o paragubernamentales;

H)

c) Amenazas de muerte formuladas por:

29. En la respuesta se declaraba aS1m1smo que, en esa demanda a los
tribunales, el Ministerio del Interior había pedido que se efectuara
inmediatamente una investigación a fondo de los hechos Y que los culpables
fueran castigadoS con las penaS más gravespre\tistas en las leyes penales
argentinas. Había pedido también que se garantizara la seguridad de las vidas
y los bienes de las víctimaS de tales amenazas mencionadas Y que para ello se

adoptasen todas las medidas pertinentes.

del Ministerio
nacional de primera
criminal N° 20.

28. El 7 de julio de 1989, se recibió una respuesta del Gobierno de la
Argentina al telegrama del Relator Especial·de 3·de mayo de·1989, respuesta en
la que se declaraba que, en cuanto había tenido conocimiento de la existencia
de amenazas contra la integridad física de la Sra. Hebe Bonafini Y de su hija

ierno, por conducto de la subsecretaría de Derechos Humanos,
, había presentado una demanda ante el juez

instancia del Tribunal de Investigación de 10

27. El Relator Especial, manifestando<su preocupación por la vida de esas dos
personas, hizo un llamamiento al Gobierno para que adoptara las medidas
necesarias para proteger su vida y solicitó información sobre las medidas

adoptadas al respecto.

26. El 3 de mayo de 1989 se envió al Gohiernodé la Argentina un telegrama
sobre la presunta amenaza de muerte formulada el 18 de marzo de 1989 por un
grupo denominado "Héroes de La Tablada" contra Hebe Bonafini, Presidenta de
las Madres de la plaza de Mayo, Y su hija Alejandra.

Argentina

B. Situaciones por países

25. El 8 de diciembre de 1989 se recibió una respuesta del Gobierno de Angola
al telegrama del Relator Especial de 15 de noviembre de 1988, relativo a dos
supuestos casos de ejecucioues inminentes. Según nn informe de la Fiscalía
Militar, el civil Marcolino Fazenda había sido condenado a muerte en octubre
de 1989 Y se había suicidado a la noche siguiente, Y el soldado
Joaquim Antonio había recurrido al Tribunal de Segunda Instancia del Tribunal
Militar das For~as Armadas contra su condena a la pena capital.
El representante declaró que el procedimiento del tribunal militar garantizaba
el derecho a recurrir, así como los demás derechos del acusado.

Angola

E/CN.4/1990/ 22
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1

Sindicato de
el 22 de

trabajador agrícola de
mayo de 1989, o alrededor de
Ferreira da Silva;

concretamente a los c~nco '~ casos s1guientes:

do Nascimento, Presidente del Sindicato de
Cumbé, Estado de Sergipe, presuntamente
de 1989;

contra Dona Maria de Jesus, viuda
de Sou~a9 y contra el Padre Paulo 1

de Jacunda y coordinador d 1 C ~.(CPT). e a om1ssao

El caso de Joao Almeida
Trabajadores Rurales de
asesinado el 31 de mayo

El caso de Antonio Ed J hen o n de Souza, abogado. presuntamente
asesinado el 28 de d 1 .marzo e 989 en Manaos, Amazonia;

Las amenazas de muerte di ' 'dcomunidad de Sao Joao dosr~g1. a~ contra varios miembros de la
de Moura, Antonio Airton ma1.,rn

be1rods,
entre ellos Raimundo Benicio

, em ro e la CUT (Sindi t U 'f'
Trabajadores del Estado de Ceara) , ca o n1. 1.cado de
legal de la comunidad distr't d' YQ ?le1.de Fondes, representante, 1. o e u1.xada, Estado de Ceara;

E~ caso de Joseph Maria Ferreira Alves,
V1seu, presuntamente asesinado el 14 de
esa fecha, y el de su hijo Joao de Deus

El ca~o de Francisco Alves Mendes Filho, Presidente d 1
T:a~aJadores Rurales de Xapuri, presuntamente asesina~o
d1c1embre de 1988 en Xapuri, Estado de Acre.

El caso de José Francisco Aveli d"la Comisión de la Iglesia a no, :r1gente campesino y miembro de
el 29 de diciembre de 1988Peracla~ T1erras, presuntamente asesinado
Severina Rodrigues da Silva n on e, Estado de Paraíba; y el caso de
de 1989. • presunt&uente asesinada el 30 de marzo

El caso de Antonio Guilhermino d1 21 d e 01iveira, asesinado
e e octubre de 1988 en el municipio de SBahía. - ento Se, Estado de

El caso de Joao Carlos B t'a 1s,ta, miembro del Parlamento del Estado y
abogado, presuntamenteEstado de Pará. ases1nado el 6 de diciembre de 1988 en Be1ém,

amenazas de muerte
de Sebas tiao
da Silva, párroco
Pastoral da Terra

Relator Especial se

c)

b)

g)

e)

d)

El 24 de julio de 1989 se envió als t ., Gobi:rno del Brasil otra carta en la
e ransm1t1an las denuncias de más aseS1natos "
idas contra trabajadores del y amenazas de muerte
itigios sobre las tierras Ecampo y abogados , que los habían defendido en

. • sos casos se hab1an prod 'd '
C1as. en distintos Estados del pa' "f' " UC1 o, segun las

1
1S. a Lrmándose que la p 1" . l'

de los Estados interesados h b' 'd' 0_1C1a m1 1tar yd 1 a 1an S1 o d1rectamente 1
os e e los o se habían abstenido de ofr 1 " es de
ersonas que habían recibido amenazas de :cer a protecc10n a
utoridades no habían adoptado medidas f,uerte. Se ~ec1ar~ba además que
natos ni para procesar a los el 1caces para 1nvest1gar estoses de ellos.

Los casos de dos hombres, un sospechoso y un posible testigo de la
muerte de Sebastiao Pereira de Souza y de su hijo de tres años,
C1ésio, ocurrida el 24 de octubre de 1987 en Goianésia, Estado de
Pará, presuntamente asesinados el 17 de octubre de 1988.
En relación igualmente con los asesinatos de 1987, los casos de las

El caso de Moises Vitorio dos Santos, Presidente del Sindicato de
Trabajadores Rurales de Varzea Nova, presuntamente asesinado
el 21 de noviembre de 1988 en el Estado de Bahía.

El caso de José August, presuntamente asesinado el 15 de octubre
de 1988 en Varzea Nova, Estado de Bahía.

c)

b)

a)

40. El Relator Especial citaba, a título de ejemplo, siete de estos casos
que, según las denuncias, se habían producido desde octubre de 1988. Dichos

casoS eran los siguientes:

39. El 19 de mayo de 1989 se envió al Gobierno del Brasil una carta sobre las
denuncias recibidas acerca de la continuación de la serie de asesinatos de
campesinos, sindicalistas Y abogados, cometidos en el contexto de las disputas
sobre la propiedad de la tierra. Las víctimas habían sido, según se
informaba, asesinadas por personas a sueldo de los terratenientes.
Se afirmaba también que, en cierto número de casos, las víctimas habían muerto
después de haber sido amenazadas, Y que algunas ya habían sido antes objeto de
otros intentos de asesinato. Se declaraba además que las autoridades no
habían adoptado medidas eficaces para investigar estas muertes, para someter a
juicio a los responsables de las mismas o para proteger a las personas

amenazadas de muerte.

38. En vista de las varias denuncias de asesinatos de dirigentes de los
sindicatos de trabajadores rurales, presuntamente cometidos en el pasado por
pistoleros a sueldo y entre los que puede citarse el de Francisco Alves
Mendes Filho que tuvo lugar en Xapuri el 22 de diciembre de 1988, Y en
relación con los cuales se decía que las autoridades no habían adoptado
medidas eficaces para proteger la vida de las víctimas, el Relator Especial
manifestaba su seria preocupación por la vida de los mencionados dirigentes
del Sindicato de Trabajadores Rurales, hacía un llamamiento al Gobierno para
que adoptara las medidas necesarias para proteger su derecho a la vida, y
solicitaba información sobre estos casos Y sobre las medidas que adoptara el
Gobierno para proteger la vida de esas personas.

37. El 20 de marzo de 1989, el Relator Especial envió un telegrama al
Gobierno del Brasil, relativo a las presuntas amenazas de muerte formuladas
contra varios dirigentes del Sindicato de Trabajadores Rurales. Entre las
personas que, según se decía, eran constantemente víctimas de dichas amenazas
se citaba a María Aparecida Rodrigues de Miranda, Presidenta del Sindicato de
Trabajadores Rurales de Unai, Estado de Minas Gerais, Y a Osmarino Amancio
Rodrigues, Presidente del mismo sindicato en Brasileia, Estado de Acre.

Brasil

36. Hasta el momento de la preparación del presente informe no se había
recibido ninguna respuesta del Gobierno de Benin.
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1989

en el
de

Mateus Mercedes das
el Estado de Santo

de Mateus Dom A1do Gerna.

información sobre estoshubieran llevado casos y, en particular, sobre
a cabo las autoridades y las medidas

a esas personas.

Relator Especial, manif t das hacía 11 ' es an O su preocupación por la vida de esas
, un amam1ento al Gobierno para q' ,rte y amenazas de muerte y pa ue 1nvest1gara las denuncias

rias para proteger la vida de r a que adoptara todas las medidaslas personas amenazadas.

Solicitaba también
1nvestigaciones que
tadas para proteger

Se declaraba, finalmente que 1mam~ habían muerto, en do~ incidentes as denuncias, varios indios
ect:tvamente, a manos de prospectores de en junio y

rtemente armados. Ambos incidentes h b
d d R ' se aa o e ora:tma, afirmándose que las autoridades
buscadores de oro y las o, " mlneras en las tlerras
prlm~r 1nc1dente, ocurrido en la zona de Xi . - ~
s Or:tnoco y Mucajai había sido ult' dea, cerca de la cabecera de los
" f s b er10rmente -puesto en . .
1C1a ederal de Boa Vista El d . . conoc:tm1ento de la, • segun o, ocurr:tdo el 11 d
p1sta de aterrizaje de DOCEGEO hab' 'd " e agosto cerca det ' , ' 1a S1 o t amb í.en 1

acamento m11:Ltar del puesto indíg d S a_
ía recibido ningún informe acerca ::alae ur~cucus, el 1~ de agosto. No se
tar las autoridades. s med1das que hub1eran podido

En estas cartas, el Relator E ' 1 1" ,sos en ellas mencionados y sobresiec1~ so :-c1taba :tnformación sobre los
tuado y las medidas adoptadaas11nvest1gaCiOnes que se hubierans por as autoridades y/o 1 .. ,

comprobar los hechos y procesar a 1 e Jud1c1a1os responsables de los mismos.

El 19 de diciembre de 1989 se 1 G '
la denuncia de colusión de autor í ",,,,ades ob1en:.o, del Brasil un te

• , -,Uu.. y 18 I es o d 1
aC10n de la ley en las actividades de bandas- ea
uba, Estado de • Según la . ' o o armadas en

s que habían denunciado esos hechos rec:-bd:tda, C1erto de
ómb res f 1 11 ~ b 61. o .amenazadas y

, en as amadas tas d t " h
:tnadas; entre estas últimas f - - re mller e ab sido
o Fontelles y el igualmente un :x, _ del Estado
ecientemente, se habían soc1a11sta del ~stado, Batista.

undo Silva d~ So las denw1c1as, los asesinatos de
'e- , uza, dI'989, y de José Marciao _ e . ~a1tuba, el 28 de julio

én los nombres de las .' el 23 de nov1embre de 1989. Se daban
, personas s que d '

n s1do amenazadas de muerte: Ademir A ,'" seeC1a,
al, por el Estado de Pará ' ndrade, m1embro del Congreso
, Edson Botelho, alcalde ~d~U~~~m:roI~e~tP:rtidoSocia~ista Brasileño
Israel Santos, consejero munici al

epSBa 1
u a"pertenec1ente también al

o, Presidente del PSB de Itaitub~. R' de Ita1;uba; Francisco Rodrigues
e Itaituba, y Niva1do miembro d~l ;1m~~o ~ose de Oliveira, miembro del
uba. Se afirmaba asi~ismo que las a~~ 1,~ de los Trabajadores (PT) de

abstenido de investigar esos ase' ~r1 a es ?e1 Estado en Itaituba seS1na os comet1dos por bandas criminales

misión de la Iglesia para las T~er. ' _ -' ras en
fa1sk:t, otros dos miembros de la CPT en
rli Casa1i y Damiao Sanchez, y el

El caso de Guatemir Antonio da Silva, dirigente de la comunidad de
"Nasa Senhora das Gra9as", presuntamente asesinado el 30 de julio
de 1989 en la zona de Campo Grande de Río de Janeiro.

Los casos de Pau10 Roberto da Silva e Isaias Lima Carneiro,
pres.untamente asesinados el 29 de julio de 1989 en Baixada
Fluminense, Estado de Río de Janeiro;

El caso de José Rocha Maraes, dirigente rural, presuntamente
asesinado el 26 de julio de 1989 en Sao Luiz Gonzaga, Estado de

Maranhao;

El caso de Verino Sossai, dirigente del Movimiento de Trabajadores
Agrícolas Desempleados, presuntamente asesinado el 19 de julio
de 1989 en Montanha, Estado de Espíritu Santo;

El caso de Luis Carlos Brito, periodista, presuntamente asesinado
el 16 de julio de 1989 en Trancoso, Estado de Bahía;

El caso de Joao Batista Jorge, de 21 años, miembro del movimiento de
Trabajadores Agrícolas Desempleados, presuntamente asesinado
ellO de julio de 1989 en Itaborai, Estado de Río de Janeiro;

El caso de Donato Cardoso, agricultor, presuntamente asesinado
ello de julio de 1989 en el municipio de Sao Francisco, Estado de

Minas Gerais;

g)

e)

d)

c)

b)

a)

e) El caso de José Rente Nascimento, Coordinador del proyecto de
protección ambiental de las comunidades indígenas (Cordenator do
Plano de Prote9ao ao Meio Ambiente e as Comunidades Indígenas),
presuntamente asesinado el 17 de mayo de 1989, junto con dos de sus
auxiliares, en Río Branco, Estado de Acre.

44. Se informaba también sobre las amenazas de muerte que, según las
denuncias, habían recibido recientemente varios eclesiásticos y activistas de
los derechos humanos, algunos de los cuales habían sido víctimas de tentativas
de asesinato. Entre ellos figuraban el pastor luterano de Linhares,
Vi1mar schneider, y un abogado local defensor de los derechos humanos,
Osmar Barcelos do Nascimento, miembros de la Comisión de Derechos Humanos de
Linhares. Otros eclesiásticos que habían recibido amenazas de muerte eran el
pastor metodista de Colatina, Jader Batista da Silva, la secretaria de la

43. El 30 de octubre de 1989 se envió al Gobierno del Brasil otra carta en la
que se transmitían las denuncias recibidas de asesinatos, en su mayoría de
trabajadores agrícolas, políticos Y campesinos. Se decía también que los
abogados Y los eclesiásticos seguían siendo, según los informes recibidos,
víctimas de una campaña de amenazas de muerte, debido probablemente a su
defensa de los derechos de los campesinos en los conflictos sobre la tierra.
Se afirmaba asimismo que las autoridades no habían adoptado, al parecer,
medidas prontas y eficaces para procesar a los responsables de esas muertes,
para impedir que éstas continuaran o para proteger a aquellas personas cuya
vida estaba amenazada. A título de ejemplo, se citaban los siete casoS

siguientes:
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En relación con el ca dhabía sido formalmente acu:~daedeEvahnod:oodc~valcantiFilho, una personam1C1 10.

Estado de Minas Gerais

Estado de Pernambuco

En relación con el caso de Severina Rodri 'raba que, después de una investi " gues da S1lva, la respuesta
Estado de Paraíba, dos personas h::~10n :dlevada a cabo por las autoridadesan S1 o acusadas de su asesinato.

El 9 de noviembre de 1989 se recibió 'uesta a la carta del Relat E ' del Gob1erno del Brasil unaor spec1al de 24 d '1'
ue se facilitaba información sobr 1 e JU 10 de 1989, respuesta en
a carta. La respuesta reiteraba ~ a gu~o~,de los casos comunicados en
llos casos en los que de hecho hUb~e~os1c10n,d:l Gobierno de que sólo
erno eran considerados por éste c a~ par~1c1pado funcionarios delE amo eJeCUC10nes sumarias o arbitrarias.

,n cuanto á los casos de Joseph Mari '1ra, Raimundo Benício de Moura A t a,Fer:e1ra Alves, Joao de Deus
esta declaraba que se habían ,', ~ on10 A1nton y C1eide Fondes, la
DPH seguía el curso de las ,1n1c1ado las investigaciones oficiales
uz 1 . m1smas. En el caso d A t . Y que

a, a 1nvestigación oficial h b' e n on10 Eden Johnse a 1a cerrado por falta de pruebas.

, En cuanto al caso de Francisco Alves Mendes1erno del Estado de Acre le hab' d' Filho, se declaraba que el
" '1' 1a eS1gnado como g d 1C1as m1 1tares; que el 22 de d' , b uar aespa das a dos
do de Acre, había iniciado un p1

rc01emd:e,de
1988 la policía de Xapuri,

r'd d P'bl' ce 1m1ento judicial' 11 a u 1ca del Estado de Acr h b' , que e Secretario de
cías militares a Xapuri para ~ a 1a ordenado el envío de varios
6 de diciembre de 1988 una p re orzar la investigación en curso; que

f
ersona se había entr d 1

a con esado autora del asesinat • . ega o a a policía y se
a sido detenida y que el 7 d o, que en esa misma fecha otra persona

d ,,' e enero de 1989 una tega o tamb1en a la policía El 21 d ercera persona se había
hosos mencionados y otra·pe e enero de 1989, dos de los

almente acusadas de homic'd' rsonLa no capturada todavía habían sido
, 1 10. os dos prim

a, det:n1dos en Río Branco, Estado de A eros se encontraban, según se
espond1ente causa criminal. cre, y estaba en curso la

En relación con los casos de Rdos Santos y Manoel Fiuza d S'l os~lvo Gomes de Oliveira, José Pereira
1 bl' a 1 va, canco pers h b i ,cu pa es, segun el Presidente del T 'b onas a 1an s1do declaradas

Minas Gerais, el 29 de septiembre der~9~~~1 de Justicia del Estado de

El 9 de noviembre de 1989 se recibió del G b'
puesta a la carta del Relator Especial o 1erno del Brasil una
que se declaraba que las autoridade del 19 de mayo de 1989, respuesta en

AOS de Antonio Guilhermino de al' ,s compe~entes ~eguían investigando los
o Carlos Batista. 1ve1ra, Jase FranC1SCO Avelino y

En relación con el caso de Wel1ington Carlos Zalik (Zalique) Lima,
una persona había sido declarada culpable Y condenada a 15 años de cárcel
el 7 de junio de 1988. El 16 de febrero de 1989, la Primera cámara de 10
Criminal del Estado de Goiás había rechazado su recurso de apelación Y
confirmado la sentencia dictada. En 10 concerniente a los casoS de
Vilmona Campos da Silva y José de Deus Francisco do Nascimento, también
se había acusado formalmente a una persona, contra la que se había
dictado un mandato de detención preventiva, pero que todavía no había

sido capturado.

Estado de Goiás

51. El 8 de noviembre de 1989 se recibió del Gobierno del Brasil una
respuesta a la carta del Relator Especial de 9 de noviembre de 1988
(E/CN.4/1989/ 25, párrs. 46 a 48), respuesta en la que se reiteraba que el
Gobierno únicamente consideraba como ejecuciones sumarias o arbitrarias
aquellas en las que hubieran participado de hecho funcionarios del Gobierno.
En 10 concerniente a los casos expuestos en la carta del Relator Especial, la
respuesta declaraba que de ellos se habían ocupado las autoridades
competentes, que algunos habían sido investigados y habían terminado con el
juicio Y la condena de las personas responsables, Y que otros estaban siendo
aún investigados por las autoridades competentes en virtud de procesos
judiciales entablados por iniciativa del Consejo de Defensa de los Derechos
Humanos (CDDPH) del Ministerio de Justicia. La respuesta describía
seguidamente algunos de los casoS mencionados, a saber:

Estado de Pará

En relación con los casos de Antonio Bispo dos Santos,
Pau10 Fonte11es de Lima, Joao Moreira de Souza y
Raimundo Pereira do Nascimento, el CDDPH había entablado el procedimiento
y había pedido al Secretario de Seguridad pública del Estado de Pará que
efectuara una investigación. En el caso de Sebastiao Pereira de Souza,
la investigación había dado lugar al procesamiento de dos personas, a las

que todavía no se había capturado.

50. Fechada el 20 de marzo de 1989, se recibió una carta del Gobierno del
Estado de Goiás con información sobre el intento de asesinato de
Fr. Francisco Gavazzutti Y sobre el asesinato de Nativo da Natividade.
En dicha carta se decía que la policía civil del Estado había detenido a los
sospechosos, había iniciado la correspondiente investigación y había elevado
prontamente los resultados de ésta a la autoridad judicial. En el caso de
Fr. Gavazzutti, que había perdido parcialmente la vista en el intento de
asesinato de que había sido víctima en Mossamedes, el agresor había sido
acusado de tentativa de asesinato, juzgado y condenado a 12 años de reclusión,
pena que estaba cumpliendo. Nativo da Natividade, Presidente del Sindicato de
Trabajadores Rurales de la región, había sido asesinado, por su parte, en
Carmo de Río Verde. A este respecto se decía que, después de una
investigación efectuada por la policía, la causa había sido sometida al
tribunal de aquel distrito judicial Y que, como resultado del recurso
interpuesto por el fiscal ante un tribunal superior, iba a ser vista
ulteriormente por un tribunal con jurado.
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respuesta del Gobierno se hacía asimismo referencia a los
casos, de los que no había tenido conocimiento el Relator Especial:

Thomas, de Sasa, muerto durante 1 'os disturbios de agosto

Kigaga, empleado de bar de Ntega, vivo;

Stéphane, agricultor de Ntega, que segui'a viviendo en su casa;

Balthazar, catequista de Sasa,
ios de agosto de 1988; comuna de Ntega, muerto durante los

1988.

Marthe, agricultor de Sasa, cuyo paradero se ignoraba
en la comuna;

de'l~u:;i~~~~e~:d~i~~~d~o;ohd~~Pués de su repatriación, se había
Mllh~~n, en Rwanda; a la regresado al campamento de

24 de jU,lio de 1989, el Relato.. r Espec~alt 1 ~ envió al Gobierno dea re at1.va a denuncias con arreglo a 1
las fuerzas de seguridad habían mat d as , e~ marzo y abril

a la población hutu. Se ún ~ o,a C1ert~,numer~ ?e personas
has figuraban entre las que habíangabana 1.nformac1.o~ rec1.b;da, esas

d.entes de agosto de 1988 y habían sido donad? el paas a ra1.~ de los
2~d de los acuerdos concertados entre 1 pos:e:1.ormente repatr1.adas en
~aciones Unidas para los Refugiad al Of1.c1.~a del Alto Comisionado de

, E os y os Gob1.ernos de B d' Raire. n la carta se mencionaban 12 casos. urun 1., wanda y

,El Relator Especial solicitaba información sob '
1cular, sobre cualesquiera invest' , re esas denunc1.as y, en

.:I:'idades competentes, con inclusió~g:~1.~::s que ht;bieran,efectuado las
idas que se hubieran adoptado para' d' a1utops1.a~,,~s1 como sobre las

1mpe lr a repet1.c1.on de tales hechos.

Ello de agosto de 1989 se recibió del Gobi '
~arta del Relator Especial del 24 d '1' erno de Burund1. una respuesta

éi~laraba que los acuerdos cuadrip t~tJU 1.0 de 1989, respuesta en la que
~, el Zaire y la OACNUR estaba a: 1. os concertados entre Burundi,

upervisión de esta última y quenls1.end~ e~crupulosamen;e observados bajo
~adespués de los acontecimientosO~ereug~ad~S iue hab1an permanecido en
~~lmente repatriados y reasentad agos o e 988 estaban siendo
d~sde las 12 personas descritas

o:.
lEn la respuesta se declaraba además

,~iruho Michel, maestro de Bwi n a carta del Relator Especial, a
al de las publicaciones de pren~a~:i ~,Bt;k~ru,Balthazar, Director

, estaban vivas. Se declaraba as' , 1.n1.S eriO de Información de
~+lla~os o desapariciones, difundidos ~~smo que ot:os ~~formes sobre

resultado ser pura ficción. puna organ1.ZaC1.on no gubernamental,

18 de agosto de 1989 se recibió otra carta. que
sob 1 ' transmitía informacio'n

·.~~·"o.~ re a gunos de los casos comunicados por el
Relator Especial,

E/CN.4/1990/22
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58. El 23 de junio de 1989, el Relator Especial envió al Gobierno de Bulgaria
un telegrama relativo a una denuncia con arreglo a la cual, durante la segunda
quincena de mayo de 1989, varias personas de origen étnico turco habían muerto
a manos de las fuerzas búlgaras de seguridad en el nordeste y el sur del
país. A este respecto se decía que las fuerzas de seguridad habían abierto
indiscriminadamente el fuego contra personas que participaban pacíficamente en
una manifestación y que cierto número de personas de origen étnico turco
habían sido cruelmente golpeadas. En el telegrama se daban los nombres de
algunas de las víctimas de estos incidentes.

Bu1garia

57. En re1acion con el caso de Joao A1meida do Nascimento, se declaraba que
el CDDPH había pedido al Fiscal General del Estado de Sergipe información
sobre el procedimiento oficial. En cuanto al caso de José Rente do
Nascimento, la respuesta decía que el 25 de julio de 1989, una vez terminada
la investigación llevada a cabo por la policía federal, el Presidente de la
Unión de las Industrias de la Madera del Estado de Acre y otras dos personas
habían sido formalmente acusadas.

59. El Relator Especial, habiendo recibido manifestaciones de temor de que,
en este contexto de inquietud étnica, pudieran producirse nuevas muertes,
hacía un llamamiento al Gobierno para que adoptase todas las medidas
necesarias para impedirlas y para garantizar la seguridad y la integridad
física de todas las personas de origen étnico turco, y pedía información sobre
los incidentes y casos mencionados, y en particular sobre las investigaciones
llevadas a cabo sobre tales casos por las autoridades.

60. El 25 de julio de 1989 se recibió del Gobierno de Bulgariauna respuesta
en la que se declaraba que en Bulgaria había musulmanes búlgaros, pero no "una
minoría étnica turca", y que en el país no había habido ejecuciones en masa o
arbitrarias. A finales de 1989 se habían producido en varias regiones
disturbios civiles provocados por Turquía, actos de violencia contra muchas
personas inocentes y ataques contra lasautoridf.ides municipales y la población
de ., distintos lugares, actos que habían sido organizados por elementos
extremistas. y terroristas, y que las manifestaciones no podían en modo alguno
calificarse de pacificas. Las investigaciones realizadas habían confirmado
que las armas se habían utilizado en legítima defensa. La respuesta
describía 12 de esos disturbios.. Hasta el momento se tenía conocimiento de la
muertedeuntotaldes:iete personas y de 2~ heridos, pero la investigación de
estos casos no estaba todavía terminada. A la respuesta se adjuntaba una
lista de siete personas muertas. Una de ellas había fallecido en el hospital
después de hf.iber sido pisoteada por la multitud el 20 de mayo de 1989 en
Kaolinovo, distrito regional de Varua; dos habían muerto en el hospital de
resultas de heridas causadas por balas perdidas el 21 de mayo de 1989 en
Godor Ikonomovo cuando la multitud trataba de arrancar. armas de fuego de manos
de agentes de 1asfuerzas de seguridad; otrasdos.habían fallecido igualmente
en el hospital después de haber sido gravemente heridas en un violento
encuentro producido el 23 .. de. mayo de 1989 en Ezerche, .municipio de Hlebarovo,
distrito regional de Razgrad; una había resultado muerta en otro encuentro
producido el 27 de mayo de 1989 en Medovets, municipio de Da1gopo1, distrito
regional deVarna, y la séptima había fallecido más tarde en el hospital.



ta el momento de la preparación del presente informe no se había
ninguna respuesta del Gobierno del Chad.

El·24 de agosto de 1989 se envió otro cable relativo a otras 13 personas
grupo étnico zaghawa, de las que se decía que habían sido detenidas en las
as circunstancias que las descritas en el telegrama del Relator Especial

de junio de 1989, y a las que, al parecer, se había mantenido en
de incomunicación, sin haber sido formalmente acusadas. En el

se daban los nombres de 13 de esas personas.

1989, el Relator Especial envió una carta al Gobierno
transmitía una denuncia según la cual el Cuerpo de

había dado muerte a Salvador Fide1 Cautivo Ahumada, de 26 años d~

muerte se había producido, según se afirmaba, poco después de la
del 31 de diciembre de 1988, cuando unos carabineros dispararon

grupo de jóvenes que estaban pintando una pared, en el paso elevado
de Tucape1, en Arica.

Especial, al que se había manifestado temor por la suerte de
interesa.de_s, reiteraba el llamamiento y las peticiones que había hecho en

anterior.

A la luz de esos informes, el Relator Especial, manifestando su
ocupaC10n por la vida y la seguridad de las personas mencionadas, hacía un
ámiento al Gobierno para que velase por el respeto del derecho a la vida

todos los detenidos, de conformidad con lo dispuesto en el Pacto
nacional de Derechos Civiles y Políticos y, especialmente, con lo

pu1ado en el artículo 6 del mismo, que dice que nadie puede ser privado de
ida arbitrariamente, y se solicitaba información sobre los casos

§ibnados y, en particular, sobre las investigaciones que se hubieran hecho
s medidas que se hubiesen adoptado para garantizar el derecho a la vida de
citadas personas.

El 30 de junio de 1989, el Relator Especial enV10 un al
del Chad, relativo a la información recibida sobre la detención en

J~ena, en abril de 1989, a raíz de la tentativa de golpe de Estado, de
/1s100 personas, pertenecientes todas al grupo étnico zaghawa. En ese grupo
guraban, según los informes, el Dr. Zakaria Fadoul, Saleh Fadoul,
:i.<Fadoul, Mahamat Fadoul, Yacoub Fadoul y Mahamat den Fadoul, hermanos todos

Sr. Sidik Fadoul, ex jefe de la policía militar, que había sido detenido
1988. Se informaba igualmente que muchas de esas personas habían sido
itrariamente detenidas por causa de su origen étnico y de su parentesco con
rientes políticos del Gobierno. También según los informes, varios
enidos, sospechosos de actividades antigubernamentales, habían sido
cutados sin juicio en los últimos años. Otros habían muerto de resultas de
malos tratos recibidos en prisión.

por robo, se había escapado de
Rwanda;

naturales antes, lt de Ntega, fallecido por causas
Ngorwa Stany, agr1cu or
de agosto de 1988;

samardari, agricultor de Ntega, vivo;

N benda Jérémie, de Ntega, que condenado
ya , " de Kirundo Y había regresado a

la pr1s10n

, agricultor, vivo.Ndururuste Murungur1ra,

69. El Relator Espec~al pe~ía~nformació~u~~~~:ne:~:~t~:~~ni~:s~uio~~dades
particular. sobre las 1nvest1gac10nes que, .. , amo de cualesquiera medidas
Ómetentes con inclusión de las autops1as, aS1.c
~do~tadas p~rá impedir la repetición de tales hechos.

70. Hasta el momento de la prepar~cióndel presente informe no se había
recibido< ninGuna respuesta del Gob1erno.

1 r Es ecial envió al Gobierno del
67. El 14 de noviembre de 1989, el R~ ~tod P, s con arreglo a las cuales,

1 e le transm1t1a enunC1a , 'd
Camerún una carta en a qu 'ulio de 1989, Augustin Bandin hab1a 131 o
a fines de junio o primeros ~e J S erior de la ciudad de Kumbo, en la ,

d do a muerte por el Tr1bunal up t Los hechos se hab1ancon ena d d robo con agravan es. d.

provincia del Noroeste, acusa o ,e d 'se en un bar y a robar en el equ1pO
limitado, según se in~o:~ab:\ad~~~ib ~~1:e decía que se hubieran ut~lizado
de música. En la com1S10n ,e ..... •. La ena de muerte se hab1a
armas ni violencia contra n1Ugunape~:~n:i-tícul~32.0(1) (C) (nuevo) de: ,
impues to s al pare<;e:, sobre la base 'r "robo con agravantes", que se dehn1a
Código Penal, mod1hcado endl9r;ilia~00 allanamiento de un local po:- fract~ra,
como "robo con fuerza, uso e f 1 " En la denuncia se manten1a que a
escalo o utiliza.ción de llaves a sas1·"robo con agravantes" tan ampliamente
aplicación de la pena de m,;er:: poret a dis uesto en el párrafo 2 del
definido estaba en contrad1cc:onio~e Derec~os Civiles y Políticos.
artículo 6 del Pacto InternaClOna

, •.•.•.•• · t curso de .1013 últ imos años, eran
68. Por atraparte, d~c1a.q~~t()eno~6ausa(le ma1nutrición o enfermedad en
muchos> los presos que hab1.a.n mu ,P.. b 'do a habérseles privado
la prisión de Nkondengui, er;-.Ya~~de'a~:c~adao como resultado de negligencia
deliberadamente d: asistenc;adme ~ca1987 y 1988 se decía que el número de
grave. Durante eLe r.t oa pe:-1Qos e ..•. t . cinco En diciembre de 1987
reclusos fallecidos cada d1a era de4~U:er~1~OS a c~usa de malnutrición. A los

al parecer, 44 reclusos, ,. . d' asistencia médica adecuada a
enfermos se les negaba, segun se 1ce,

menos que

Camerún

finalmente, que los demás casos de muerte
66. La respuesta informaba~ , por las autoridades competentes.

, dos estaban siendo 1nvest1gadosdenunc1a
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E
1l

23 d7 ~arzo de 1988, tras recibir un aviso
os fam111ares de Tenzin Sherap un c~~' de las autoridades

det
'd 1 " ,~..10nero que hab1'a s1'do '

en1 o en re aC10n con los dist b'
encontraron su cuerpo en uno d lur 10s,d71 5 de marzo de 1988,
cadáveres de Lhasa S f' e os depos1tos municipales de

• e a 1rma que el cuerpo t b 'de tortura grave. mos ra a var1as señales

Durante los tres días de a it "
marzo de 1989, unos 200 ti~et:~~~nfque empezaron en Lhasa el 5 de
resultado de los disparos 1'nd' ,~eron presuntamente muertos como, 1scr1m1nados hechos ' ,',
advertenc1a por la Policía A d P l' S1n provocaC10n n1
curiosos desarmados Durantermal a t opu ad: contra los manifestantes y

f
' , • os res 1as de ag't " l'

o 1c1al de muertos que se p bl' , f ,1,ac10n, e numero
Sin embargo, según numeroso~ t~c~. ue de 16, 1nclu1do un policía.
arrojado, primero, botellas d : 1~OS oc~lares, la policía había
manifestantes, los cuales rese~n:ie~~nteJadO~ contra los
dispararon. Se decía tambiénP 1 ~on p1edras, pero no
más personas debido a las he ,~ue oS,d1as siguientes habían muerto
a los disparos al azar hecho~1p~: ~:c1b~~a~ durante los disturbios o
contra casas tibetanas y q l' po 1C1a durante sus ataques
de 600 por 10 menos. Final~:n~ numero t~tal de muertos había sido
de 14 de las víctimas. e, se menc10naban los nombres

En 10 que se refiere a los casos d 'implicados en la muerte de un p01,e,cu:tro t1betanos presuntamente
Lhasa del 5 de marzo de 1988 1C1a urante la manifestación de
Relator Especial en su tele ; casos a l~s que se había referido el
(E/CN.4/1989/25, párr. 68) gs:m: a~ Gob1erno de 10 de junio de 1988
Lobsang Tenzin había s1'd' d eC1a que uno de los cuatro,. ' o con enado a muerte 1 T .
P~pular de Lhasa el 19 de enero de 1989 por e . ,r1bunal
ejecución de la sentencia durante d ~ con suspens10n de la
durante la detención anterior al ,~s,anos. Se decía también que
brutalmente golpeado con objeto d;u1~~~, L~bSang T7n~in había sido
culpabilidad. También se afirmaba o 19ar e a adm1t1r su
curso de éste, el acusado no había gq~:a'daondtesldel jucio,y en ele as garant1as

26 de abril de 1989, el Relator Es ecia1 env"
en relación con denuncias segúri lP 1 10 una carta al Gobierno

muerte a varias personas en laas c~~ es l~s fuerzas de policíareg10n autonoma del Tíbet ,

lugar una fargoneta de la
de Arica, un grupo de unas 10 del tercer cuartel de

comuni.st 1 personas que hab estadoas en as paredes del nivel inferior del ~~U6au.UO
q
ue otr d paso elevado

o.grupo, esde el nivel superior
la furgone6a de la F01icía hiriendo '

cial de policía contestó a ; d' gravemente al sargento., . sos 1sparos desde la f t'
el n1vel superior del paso elevado. F' urgone a d1sparando a

, a las 22.40 horas, Salvador Fidel e t' 1nalmente, la respuesta
ta que había sido herido de bala f l~u 1VO Ahumada, activista

se le atendía. ' ue evado al cuartel, donde murió

El caso de Deckar Meghme, el 4 de septiembre de 1989, en Santiago.

El caso de Jorge Germán Maldonado Velázquez, el 21 de enero de 1989,

en Santiago;

El caso de Jaime Quilán Cabezas, el 29 de diciembre de 1988, en

Santiago;

El caso de Guillermo Eugenio Rodríguez Salís, el 20 de diciembre

de 1988, en Santiago;

g)

e)

d)

a) El caso de Antonio Oviedo Sandova Cares, el 30 de agosto de 1989, en

Santiago, distrito de La Granja;

82. Segúri la respuesta, el 31 de. diciembre de 1988, a las 22.15 horas, la
prefectura de carabineros de Arica recibió una llamada telefónica que
informaba que un grupo de personas estaba pintando las paredes del nivel
inferior del paso elevado circular de Tucapel. Cuando, a las 22.20 horas,

81. Eli14deagósto de 1989 se recibió del Gobierno de Chile una respuesta a
la.cartadel Relat9rEspecial del 24 de julio de 1989, respuesta en la que se
transmitía la información sobre el caso de que en ésta se trataba.

80. El Relator Espec Gobierno para que adoptase
todas las medidas necesarias para garantizar la seguridad del juez René García
y solicitaba información sobre los resultados de cualquier investigación del
caso y sobre las medidas adoptadas por el Gobierno.

79. El 14 d: noyf:
lllbre.de

1989 se envió al Gobierno de Chile un telegrama en
relación con las presuntas amenazas de muerte hechas contra el juez
René García. Según la informaci6n recibida, el juez García había sido objeto
de amenazas a causa de su investigación de los presuntos casoS de tortura
perpetrados P?r miembros de la Central Nacional de Información (CN!). Se
decía también que , en los últimos años, cientos de personas habían recibido
amenazas de muerte de grupos clandestinos integrados por miembros de las
fuerzas de seguridad y colaboradores civiles.

b) El caso de Edison Freddy Palma Coronado, el 30 de agosto de 1988, en

Santiago;

c) El caso de Enrique Abelardo Moraga Muñoz, ella de septiembre

de 1988, en Santiago;

78. En ambas cartas, el Relator Especial solicitaba información sobre esas
denuncias, en particular sobre cualquier investigación que hubieran realizado
las autoridades<competentes, . incluidas las autopsias,y sobre las medidas que
se hubiesen adoptado para impedir que se repitieran tales hechos.

77. El 30 de octubre de 1989 se envió otra carta al Gobierno de Chile, en la
que se le transmitían acusaciones, según las cuales, en el curso del año
transcurrido, se habían producido varios casos de homicidio atribuibl

es

presumiblemente tanto a miembros de las fuerzas de seguridad como a personas
que actuaban con su apoyo o aquiescencia. Dichos casos son los siguientes:



condenado a muerte a esas
el procedimiento penal

n~~~~~e_l inform~, el juicio en el que se había
se hab1a celebrado de conformidad

en 1983 y había tenido carácter sumario~on

Relator manifestaba su
~uu¿~Lal! producirse nuevas muertes e ante el hechoseme i , omo r'esu.L tado de ot 'emeJantes Y hac1a un 11am . ras aCC10nes

las medidas ' am1ento al Gobierno para que
para 1mpedir nu . .

el derecho a la vida de tod evas muertes de c1v11es y para
~ulo 6 del Pacto Internacional da ~ersona humana, que se proclama en el

~~yfería abl Código de conducta par: f~~~~~:r~~:iles y Politicos. También
.\ ' apro ado por la Asamblea Gene 1 •encargados de hacer cumplir
embre de 1979, y en particular a1

r a
t~n ~u resolución 34/169 de 17 de

.~.. funcionarios encargados de hacer a r 1~'; o 3 de dicho Código que declara'
'~,,?uando sea estrictamente neces . cump 1< la ley podrán usar la fuerza •
empeño de sus tareas" y a 1 ba r lO y ~m la medida que lo requiera el

1 t ' , as o servaC10nes rel t'
,men e, ped1a información sobre los incid a 1V~S a ese artículo.
1cular, sobre las medidas adopt d entes menc1onados y, end ' a as por el Gob'uJeran nuevas muertes de civiles. 1erno para impedir que se

~~ 16 de junio de 1989 se envió otroC10n con la información de que vari t~legrama al Gobierno de China en
Eiamente fusilados, entre el 4 elo~ c1e~to~ de estudiantes habían sido
gentes estudiantiles y prof y de Jun10 por tropas que buscaban

1
' esores en varias ' 'dr, a Un1versidad de Bei'in 1 ' , un1verS1 ades de Beijing, a

al de Maestros de Beijin~. g, a Un1vers1dad de Dinghoa y la Escuela

También se decia que el 15 de junio de~~.. ,sido condenadas a ~uerte, des ués de 1989 ,~n Shangha í , tres personas
~Gl.1e, por haber incendiado un tr~n el 6 ~:b~r ~1do decl~radas culpables de
fa arrollado a un grupo de 'f Jun10, despues de que éste

denuncias recibidas el J' , ~an1 estantes, matando a seis personas S '
d'.. , ' U1C10 se había celeb d d • egun
~.1m1ento adoptado en 1983 para los ra o e ?onformidad con el
go~en gravemente en peligro la segur~::~s ~~/en~ cap1ta~ de "delincuentes
rg~1zado plenamente los derechos de los pu 1ca, y en el no se habían
gulo 14 del Pacto Internacional de D a~USad?S,qUe se proclaman en elerec os C1v1les y Políticos.

,1 Relator Especial, que había recibi '
.lt¡ran más matanzas y condenas a la do exp::es10nes ~e temor de que se
~ento al Gobierno para que adoPtar~e~~d~:p~ta1,hd~c1a un nuevo

ger el derecho a la vida de t dI' as me 1das necesarias para
mación sobre los incidentes yOlOS os 1ntere~ados, y solicitabaos casos menc10nados.

~ ••~•• 20 de junio de 1989 se envió otro10neon la información recibid d telegrama al Gobierno de China en
adas a la pena capital por elaTr~b~~:lo~ho personas hab~an sido

',acusadas de herir a unos solda~pular Intermed10 de Beijing,
veh1culos militares durante 1 oS~,de ::o?ar armas y de quemar

de 1989. En el tIa Opera?10n m1l1tar de Beijing
e egrama se menc10naban los nombres de las

d) En 10 que se refiere a las presuntas muertes del 10 de diciembre
de 1988 en Lhasa, mencionadas en el telegrama enviado al Gobierno
por el Relator Especial el 12 de diciembre de 1988 (E/CN.4/l989/25,
párrs. 70 y 71), se habían recibido nuevas informaciones que
contradecían la respuesta del Gobierno de 29 de diciembre de 1988.
En la respuesta del Gobierno se declaraba que los manifestantes
tibetanos habían arrojado piedras Y botellas contra los policías,
que, tras varias exhortaciones infructuosas, éstos se habían visto
obligados a hacer uso de sus armas de fuego disparando al aire y
que, en el tumulto que se produjo, un lama resultó muerto
y 13 personas heridas, todas ellas, excepto dos, únicamente de
lesiones menores y tratadas oportunamente • Sin embargo, en la nueva
información se afirmaba que se había empezado a disparar
indiscriminadamente, sin aviso previo, inmediatamente después de que
la policía Armada :Popular apareciera en la. plaza de Jokhang Y que,
el día anterior al incidente, se había advertido a las personas en
las reuniones de comités de -vecinosque. se dispararía contra ellas
si participaban en una manifestación. También se afirmaba
que 18 personas por 10 menos habían resultado muertas y 50 habían
sufrido heridas, de resultas de las cuales varias más habían

fallecido posteríormente.

destinadas a asegurar los derechos básicos de la persona acusada con
arreglo a lo dispuesto en el artículo 14 del Pacto Internacional de
Derechos Civiles Y Políticos, incluido el derecho a que se presuma
su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, el derecho a ser
oído públicamente y con las debidas garantías por un tribunal
independiente e imparcial, el derecho a disponer del tiempo Y de
los medios adecuados para la preparación de su defensa Y el derecho
a interrogar o a hacer interrogar a los testigos de cargo.

85. El 5de junio de 1989 se enV10 un telegrama al Gobierno de China, en
relación con el incidente de Beijing del 4 de junio de 1989, en el que, según
se decía, gran número de personas habían muerto como resultado de operaciones
mil~,;~:;~. Según la información re?ibid~, las trop~~ gybe¡namenta1es habian
disp~rado.indiscriminadamente contra manifestantes Y residentes pacíficos y
desarmados, Y los tanques habían.aplastado.las tiendas levantadas por los
manHest~nte$enla plaza de Tiananmen,matand0a. a.lg\lnas de las personas que
see~~on;:ab~y;~?n;ro de ?Has~ TambIé~,s? afir~~~~ ~?~ las tropas habian
matado d~li1>el:adamente a numerosas .."ístimas, o la.s.Jj~bían aplastado con
vehículos.del ejército. Además, elmismo 5 de junio de 1989, en Chengdu,
provi115ia.~e).~ich1.lat1.' las tropas gube1."n81l1entales.habían matado de manera
semejante.allt19~i~50ma

llifestantes
pacíficos. Se decía que el número total de

víctimas se. contaba por millares.

84. El Relator $special pedía. i.nfofl1laciógsobre estas denuncias y, en
particular, s?brecu.alqu~~E.:it1vestig~ción CJ.ue. hubiesen realizado las
autoridades competentes, incluidas las a1.ltopsias, y cualquier medida que
hubiesen adoptad?paraiml?edirque se repitieran tales hechos, y, en el caso
de condena a la pena capital, sobre los procedimientos jurídicos en virtud de
los cuales se hab condenado a muerte a la persona de que se trataba.
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~tl.lo que se refiere al incidente de Beijing, en la respuesta se decía
I?:r'imeras horas del 4 de junio, cuando los estudiantes abandonaron la
dé Tiananmen, no se había producido ninguna muerte, ni los tanques
aplastado a nadie. Se decía también que, cuando las tropas estaban

iento al Gobierno para que derecho a la vida de dichas
y, en particular, para que es posibilidad de ercer

con ellas, y pedía información sobre estos casos y, especialmente
sobre el procedimiento seguido en aquellos juicios en los que los

~l~.L~.~ se habían pronunciado sobre la aplicación de la pena capital.

~l 3 de julio de 1989 se recibió una respuesta del Gobierno de China a
legramas enviados por el Relator Especial los días 5, 16 y 20 de junio

~.~.~ en relación con los incidentes, y los casos de condenas a la pena
é:l.J..Y ejecuciones llevadas a cabo, en el marco de la agitación que se
J?en varias partes de China en junio de 1989. Según la respuesta los
~y 4 de junio de 1989 había estallado en Beijing una sublevación '
rrevolucionaria. Un pequeño número de rufianes había iniciado la

c.íón tratando de derrocar al Gobierno y de derribar el sistema
;sta en China, y el pueblo, desconocedor de la verdad, había sido
do e incitado a unirse a ellos para atacar, apalear, secuestrar y

a oficiales y soldados del Ejército Popular de Liberación, la policía
Fsonal de seguridad pública que, con arreglo a las órdenes recibidas,

~ban en Beijing la ley marcial.

~edeclaraba además que habían destrozado y quemado vehículos militares,
7an apoderado de armas y municiones, habían atacado instituciones
~entales y del partido, habían saqueado tiendas, impedido el

~~amiento de los transportes públicos e incendiado edificios y que en>. ' ,
91rcunstancias, las tropas encargadas de hacer cumplir la ley marcial

tomado medidas para sofocar la sublevación. Se había tratado de una
justa encaminada a defender la ley y el orden social y a proteger la
los bienes de las personas, y que había sido refrendada y apoyada por

ración de Beijing y de todo el país.

El 2 de noviembre de 1989 se envió otro telegrama al Gobierno de China en
ión con la denuncia de que una persona llamada Tseten Norgye, que hab
() su~ulestamente recluido en el centro de detención de Chakpor í , en Lhasa ,
abr1 o mayo de 1989, iba a ser, al parecer, ejecutada. Según la

mación recibida, Tseten Norgye había sido detenido cuando la policía
registrado su domicilio y había encontrado una máquina de mimeografía
ta.mente utilizada para imprimir material sobre la independencia del

No se tiene conocimiento de que se presentaran acusaciones formales
:l:'á él.

En vista de las diversas denuncias recientes de que, después de la
aión de Lhasa de marzo de 1989, numerosos tibetanos habían sido
iamente ejecutados por sus actividades políticas en el Tíbet, el Relator
ia1 manifestaba su preocupación por la suerte y el estado de

Norgye, hacía un llamamiento al Gobierno para que adoptara todas las
qásnecesarias para proteger su derecho a la vida y pedía información
e su caso y, en particular, detalles sobre el procedimiento legal seguido
u caso.
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También se decía que las dos semanas anteriores más de 1.000 perso~~s
~2b' 'do detenidas en Beijing y otras ciudades provinciales,en relac10n,con

l
a 1~n ~d1 tes de J'unio de 1989, y habían sido acusadas de de11tos que pod1an
os 1nc1 en ' 1 'se había

ser sancionados con la pena capital, El Relator Espec1a, , a qU1en
'f tado el temor de que varias de las personas deten1das fueran,condenadas

::n:u~~iOS sumarios a la pena capital y rápidamente ejecutadas~ hac1a un nuevo
ll~amiento al Gobierno para que garantizase el derecho ,a 1a,~1da de todos los
't sados y en particular, para que se aplazara la eJecuc10n de los que
~~b~:: sido c~ndenados a la pena capital, y pedía información sobre los casos

mencionados.

93 El 23 de junio de 1989, se envió otro telegrama al Gobierno de ~hina, en
el· que se manifestaba la más profunda preocupación del Relator Espec1a1 ante
la información recibida de que las tres personas condenadas,a mu:rte e~
Shanghai y siete de las ocho condenadas en Beijing, que hab1~n s1do o~Jeto de
sus llamamientos anteriores, habían sido ya ejecutadas. Segun se ha?1a

N 1 d se afirmaba que sus juicios se habían celebrado de confor~1dad con
sena a o, ' , reve1a las
el procedimiento penal aprobado en 1983, proced1ml.ento que no P
garantías necesarias para proteger los derechos de la persona acusad~,,~e
conformidad con el artículo 14 del Pacto Internaciona1,deDerecho~C1V1 es y
Políticos. Además, el Relator Especial mencionaba u~ 1nforme segu~ el
cual 17 personas habían sido condenadas a muerte y ejecutadas e~ ~1~an
el 21 de junio de 1989, también en este caso como resultado de JU1C10S

sumarios.

94. El Relator Especial describía asimismo otros varios ~asos',r:1aciona~os
con perturbaciones del orden público. Según la informacion rec1b1da, var1as
personas habían sido detenidas y acusadas de delitos punibles con la pena de
muerte, diez en Shanghai, dos en Beijing, dos en Harbin y cuatro en Wuhan. En
el telegrama se mencionaban los nombres de 18 de ellas.

95. El Relator Especial, manifestandosu preocupación por la ~uerte de ,los
detenidos mencionados ydeotraspersonas que pudiesen haber s1do d:ten1das y
acusadas de delitos semejantes, hacía un llamamiento urgente al, Gob1erno para
que protegiera. el derecho a la .vid~ de. todas las. pe::sonas deten1das e~
relación con los últimos acontecim1entos y, en part1cu1ar, para que d1era
pruebas dec1emenciaen relación con los que pudieran ser condenados a la pena
capital. También pedía información sobre esoS casos.

El 13 de julio de 1989 se otro telegrama al Gobierno de China en
con un dos personas, Wang Guiyuang

Xiangcheng, habían sido condenadas a muerte :1 10 de juli~ de 1989, en un
acto público celebrado en Chengdu, provincia de S1chuan, despues de {~~e:~iar
Tripl1I1al popular Intermedio de Chengdu los, considerara, culpables de, ,
dos. vehículos durante los disturbios. ocurndos en la c1udad el 5 de Jun10
de 1989. >Según el informe, los casos fueron posteriormente revisados por el
Tribunal. popular Superior de Sichuan.

97. En vis tade .varios informes. de. que •. los procedimientos apl ~cados por los
tribunalesno<respoI1dían las normas que acerca de las garant1as de los
derechos de la persona acusada se estipulan en el artículo 14 d:l Pact?
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el ~elator Espe~1al man1festaba
su preocupación por la suerte de las personas menc10nadas, hac1a un
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, ' Xu Guoming, Bian Hanwu y Ya1toS menéionados hab 'd n , declarados les de
9 81 o condenados a t

Intermedio de Shanghai que 1 muer e por el Tribunal, os condenados habí 1 d
,y que, el 20 de junio, el Tribunal P ~n ape a o contra los

st1mado su recurso y confirmado 1 opu~ar Super10r de Shanghai haba sentenC1a.

cuanto a los ocho casos de condenas . '
'espu,esta se declaraba que esos casos afla,pena cap1tal en Beijing, en

agresiones, actos de violenc' se re er1an a personas que habían
lión contrarrevolucionaria y que 1a'bsaqueos e incendios durante la

íb 1 s so re la base de b " ,r1 una Popular Intermedio de Bei'i h ' prue as 1nd1scut1bles,
l:¡ocho delincuentes a la pena capi~ ~~ ab1a, condenado el 17 de junio a

el Tribunal Popular Superior de B:,~,que s1ete de los ocho habían apelado
inado detenidamente los hech 1 1J1ng y que ese tribunal había

d
os y as pruebas de la l' "

como to o el procedimiento J'udi ' 1 ' ap 1caC10n de la ley

1 f 11
" C1a , y hab i.a llegado 1 ' , s

~ a o or1g1nal era correcto. 1 a a conclus10n det' d ' a pena adecuada y 1 ' ,f. 1man o por consiguiente las apel . . e proced1m1ento legal,aC10nes y conf1rmando el fallo original.

El 14 de septiembre de 1989 se recib"
al telegrama del Relator Es~ecial de ~~ ~:a,re~puesta del Gobierno de
de condenas a la pena capital en Ch d Jul~o ?e 1989, relativo a doseng u, prov1nc1a de Sichuan.

En la respuesta se afirmaba ue ban cometido incendio premeditad am as personas era~ delincuentes que
~cos, en ~ircunstancias especia~m~n~:usado grandes perdidas de bienes
pSn~ cap1tal en un juicio de primera ~~:~es"y que ha~ían sido condenados
~d10 de la Municipalidad de Chen du ,anc1a del Tnbunal Popular
~¿p~pular Su~~rior de la provin~ia ~ee~~~~~:~o~u:espués.deque el
~llc1a. Tamb1en se declaraba que la 1 '1 " o exam1nado y aprobado

piones muy estrictas para la l' "eg1s aC10n china imponía
~~ penal no sólo estipulaba e~P~~~~~o~ de l~ pe~~ capital, que el
:t':L()sen que había de basarse su im ,~,apl1cac1On de esa pena y los
lt:l,~.amente el procedimiento que hab~os~c1On, ~ino que además estipulaba

t:l,> aprobación y la ejecución de 1 a.a de seguar se tanto en el juicio, como
imiento, todas las setencia d a con ena y que, de acuerdo con ese
i.b. 1 P s e muerte debían somet 1.........tina opular Supremo , salvo los f 11 erse a a aprobación
idad con la ley. a os pronunciados por éste de

,':['~bién se declaraba que, con arre 1 "~;t:lción de los Tribunales de la R ~b~,a las d1spos1ciones de la Ley de
había decidido en 1983 dar fac~i~ad~~a Popular,de China, el Tribunal

rTs de las provincias, las regione t~ los tr1bunales populares
amente dependientes del Gobiern staulonomas y las municipalidades
nde 1 o cen ra para que ex '..• nas a a pena capi tal en lo amanaran y aprobaran
r'd d ' , s casos que pusieran1 a pub11ca y el orden social t 1 1 ~ravemente en peligro, a es os de aseS1natos,

la respuesta se decía, finalmente "
un delito que socavaba graveme t' que1 el 1ncend~0 premeditado

"" . n e e orden soc i a l y ,
qU1enqu1era que provoque un' d' que, segun el1ncen 10 que' cause h 'd

personas, o que ocasione pérdid ' er1 as graves
condenado a una pena fiJ' d ~s 1~~ortantes de bienesd a e pr1vac10n de libe t d 'f'
ca ena perpetua, o a muerte" ( t 106) r a no 1n er10r

aprooación de la pena capital de los dar : ~ 1~ que significaba,os 1ncend1ar10s por el Tribunal

108. En 10 que se refiere a los tres casos de condenas a la pena capital y de
ejec\.l.cioll.~S en Shanghai, en la respuesta se declaraba que, al anochecer
del 6. de junio, unos bandidos, aprovechando un accidente de ferrocarril,
habían desencadenado un grave.disturbio incendiando un tren de pasajeros,
at~?~~~8y;~olp~a~~0a oficiales Y miembros de lo~ cuerpos de seguridad, del
dep~rt;~~~tQ\d~~81l>~~r8sY d

7
la policia q"e, c8",8 F7sultado de ello, babian

resultad()(heridos casLcien. oficiales y agentes •y se habían, quemado nueve
vagones>d~.. f~rr()carril, seis motocicletas de lapolicia Y una importante
cantidad de. correo. Se declaraba también que, el 15 de junio, tres

107. En la respuesta se decía también que sólo los que habían infringido el
~erecho penal~abí~n sido puestos a disposición de la justicia, que los
órganos judiciales seguían el principio de tomar los hechos como base, Y como
medida la. ley; que juzgaban las causas e imponían las penas siguiendo
estrictamente los procedimientos legales, Y que no había habido ejecuciones

sumarias.

106. Según la respuesta, en Beijing sTi.había restablecido rápidamente el
orden social y la población llevaba <una vida normal desde que se había puesto
en vigor la ley marcial, razón por la cual la suposición de que pudieran
producirse nuevas muertes como resultado de operaciones militares era

totalmente infundada.

lOS. En 10 que se refiere a la denuncia de que las tropas habían matado a
unas 350 personas en Chengdu, provincia de Sichuan, en la respuesta se negaba
este hecho declarando que, el 5 de junio, un grupo de rufianes había iniciado
sin motivo alguno, toda una serie de apaleamientos, destrozos, saqueos,
incendios Y otros actos criminales en Chengdu, que el personal de seguridad
pública y la policía habían castigado a aquel puñado de criminales, de los que
había detenido en el acto a unOS cuantos, que se había tratado de medidas
necesarias para mantener la Constitución, proteger los intereses de la
población Y estabilizar el orden social.

104, En la respuesta se decía también que, al sofocar la sublevación, el
Ejército popular de Liberación, la policía y el personal de seguridad pública
de China no habían violado en modo alguno las normas estipuladas en el Código
de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, aprobado por

la Asamblea General en la resolución 34/169.

103. Según la respuesta, los cálculos iniciales mostraban que, en los
comienzoS de la sublevación en Beijing, que había empezado el 3 de junio,
habían resultado heridos más de 6.000 oficiales Y soldados del Ejército
popular de Liberación Y más de 3.000 personas entre los agitadores Y la
población, Y que el número de muertos del ejército se contaba por docenas,
mientras que el de los rufianes, los estudiantes Y los civiles había sido de

más de 200.

entrando en la ciudad, habían sido asediadas Y atacadas por rufianes, Y no
habían tenido más remedio que recurrir a medidas de emergencia para reprimir
la sublevación, y que, aunque las tropas habían dado pruebas de la mayor
moderación para na herir a las masas cercanas, algunos civiles habían
resultado heridos por inadvertencia, ya que los canallas se confundían con la
muchedumbre. Había sido, pues, un accidente inevitable.



El asesinato de Gladys Naranjo 10, miembro de
Patriótica, del de Remedios Ant~u4u.~~

cometido en Monteblanco, Remedios, el 21 de febrero de 1989. Su
esposo, Alfredo Gómez Doria, asesor de la Unión iea, fue
también asesinade por personas no identificadas, el 19 de septiembre
de 1988.

El asesinato de Francisco Dumer Mestra, empleado de Avianca,
dirigente de la Federación Sindical de Trabajadores de Córdoba,
miembro del Comité Ejecutivo Nacional de la Central Unitaria de
Trabajadores, cometido en Montería, Córdoba, el 13 de febrero
de 1989.

Los asesinatos de 11 personas, todas ellas miembros de una com1S10n
de investigación de la policía, cometidos en la zona de La Rochea, ,
San Vicente de ChucurJ., Santander, el 18 de enero de 1989 por un
grupo de hombres armados, algunos de ellos vestidos con uniformes
militares. La Comisión había sido enviada a la región de Magdalena
Medio con el propósito de que investigara una serie de matanzas,
asesinatos políticos y desapariciones que se habían producido en
ella, y de los que parecían ser responsables varios grupos
paramilitares y miembros de las brigadas militares locales.
Los asesinados fueron dos magistrados, dos secretarios de juzgado,
un investigador de la policía, cuatro miembros de la unidad técnica
de la policía y dos chóferes.

de mayo de 1989 se envió otro telegrama al Gobierno de Colombia en
las presuntas amenazas de muerte hechas contra Alvaro Enrique

Mogollón, Presidente del Comité de Derechos Humanos "Cristián Roa"
niversidad Industrial de Santander, en Bucaramanga, Departamento de '

y Presidente del Sindicato de la Universidad. Según la información
lamizar Mogollón y su familia eran víctimas de hostigamientos

el 15 de abril de 1989, unos miembros del Departamento
de Seguridad (DAS) y unos soldados de uniforme de la Quinta

traron su vivienda, y Vil1amizar y su colega fueron llevados a la

d)

Relator Especial manifestaba su preocupaC10n por la existencia y las
~·~un.es de este fenómeno, y pedía información sobre las medidas legales y

ipo adoptadas por el Gobierno para luchar contra las actividades de
paramilitares, sobre las medidas preventivas destinadas a proteger

de las personas amenazadas de muerte y sobre las investigaciones
y las medidas adoptadas por las autoridades, incluidas las

, para enjuiciar a las personas responsables de las amenazas y los

se afirmaba que habían sido objeto de amenazas diversos
.ci~.nt·~~,~~.~ de la Asociación de Parientes de Personas Desaparecidas, de

políticos y de federaciones sindicales, que habían hablado de la
ante la Comisión de Derechos Humanos, y cuyos nombres eran:

"rr.~~~ Tobón, Alcaldesa de Segovia; Aida Abelia y Héctor José López,
del Comité Ejecutivo de la Central Unitaria de Trabajadores, y

nau~~lla de Díaz, Presidenta de la Asociación de Parientes de Personas

con

El asesinato de José Anequera, dirigente de la Unión Patriótica (UP)
cometido en el Aeropuerto de Bogotá el 3 de marzo de 1989 por
elementos paramilitares.

El asesinato de Luis Eduardo Yayas, Presidente de 1a,F~de~ació~
Sindical de Trabajadores del Metal y miembro del Com1te EJec~t1vo
Nacional de la Central Unitaria .de Trabajadores (CUT), comet1do en
Vil1avicencio, Meta, el 23 de febrero de 1989 por individuos
pertenecientes a un grupo paramilitar.

c)

b)

a)

Colombia

114. El 13 de febrero de 1989 se envió un telegrama al Gobierno de Colombia
en relación con las presuntas amenazas de muerte hechas contra Angela Tobón
Puertas, Presidenta de la Asociación de Institutores de Antioquia.

115. En vista de que en meses anterior~s se,habían :ecibido numerosoS
informes semejantes de personas que hab1an s1do ases1nadas por grupoS
paramilitares, después de haber recibido amen~zas de muerte, e~ Relator
Especial manifestaba su preocupación por la v1da de Angela,Tobon puert~s,
hacía un llamamiento al Gobierno para que adoptara las med1das necesar1as para
proteger su vida y pedía información sobre el caso.

116. El 13 de marzo de 1989 se envió una carta ~l Gob~er~o,de Colombia en
relación con las presuntas actividades en Colomb1a de 1nd1v1duos o grupo~
paramilitares no identificados, que habían tenido como resultado el ases1nato
de varias personas, que ya habían recibido antes repetid~s amenazas: ,Estas
actividades se dirigían, al parecer, sobre todo contra m1embros Y d1r1gentes
de movimientos políticos de izquierda, federaciones sind~cale~ u
organizaciones cívicas en general, e incluso contra func10nar10s del poder

judicial.

117. Según la información recibida, lascircunstancías señalaban posibles
vínculos entre esoS grupos paramilitares Y ciertos miembros de las fuerzas de
seguridad, que quizás les habían permitido actuar con impunidad: En ~a .
mayoría de los casos, se decía que no se habían llevado a cabo 1nvest1gac10nes

concluyentes.

El Relator Especial describía concretamente los seis casoS siguientes:

Los ases inatos de Teóf ilo Forero, dirigente laboral y directivo de l

Partido Comunista, Y de su esposa, Leonilde Mora; de ,
José Antonio Sotelo, miembro del Comité Central del par~1do
Comunista, Y de José Antonio Toscano, conductor del veh1cu10 en que
viajaban, cometidos en Bogotá el 27 de f~b:ero de 1989 por
individuos pertenecientes a grupos param111tares.

PIS remo de la Provincia de Sichuan había sido plenamente conforme
°lPud ar hUPchino y no violaba las disposiciones pertinentes del Pacto

e erec o Li ,
Internacional de Derechos Civiles y Po 1t1COS.
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de mayo
Peñalisa,

Palacio,

miembro del Comité de
Popayán, El Cauca,

Alonso Avendañc

Nacional
y del Comí

asesinado en un tren local
, el 4 de abril de 1989.

del Sindicato de Maestros de
Patriótica de Plata,

sindical, asesinada el 30 de abril de 1989.

dirigente del Sindicato Agrario Palestina
el 29 de abril de 1989 y que fallec en ~l
12 de mayo siguiente.

Palacio y
el 11 de abril de 1989.

Luis Alberto Cardona "~',j¿,g

y Pres
de Derechos Humanos de Gran Cald
Ch' h' as,1nc 1na Caldas y Santa Rosa,

León Darío
ases macos

Libardo Antonio Rengito,
contra el que
hospital de

Esperanza Díaz,

Alvaro González Sánchez. miembro. ,destacado del Partido L'b 1
ases1nado en el centro de B t' 1 1 era,ogo a e 4 de mayo de 1989,

Dora Bolívar, de 16 años de edad, que desapareció el 13
de 1989 y fue hallada muerta con señales de tort
Municipalidad de Salgar. ura en

Humberto Blanco, maestro, miembro
Magdalena y dirigente de la Unión
asesinado el 22 de mayo de 1989

A~01fo Arosemana y Carlos Enrique Morale~mlembro d leo,periodistas y
s e a entra1 Unitaria de Trabajadores

del Departamento de El Valle. de Colombia (CUT)'d Sus cuerpos, con de haber
s~ o torturados, fueron h 11 d -d1a s de su a a os en Cali el 21 de mayo de 1989, al

José Joaquín B h'o orquez, miembro de la Unión Sindical Ob~era

asesinado en Barrancabermeja, el 30 de abril de 1989. L

Di~cisiete niños ases durante la tima semana de mayo y la
pr1mera semana de junio de 1989. en las, calles de Bogotá.

S:rgio Restrepo Jaramill0, sacerdote jesuita, de
T1erra Alta, Córdoba, asesinado el 3 parroquia dede junio de 1989.

H~r~a~do Fierr? Manriq~e, abogado y superintendente de tráfico en la
C1U a de Tulua" ases1nado el 3 de junio de 1989.

Orlando Higuita, Consejero Munici al d
de la Unión Patriótica y del C 'Pt' C e Barrancabermeja, y miembro. oml e entral del Partid C '
aseslnado en BarrancabermeJ'a el 12 d . . o omunlsta,e Jun10 de 1989.

Alejandro Cardona Villa, VicepresidenteD de la Unión Patriótica del
epartamento de Antioquia, asesinado el 29 de junio de 1989.

César Arcadio Cerrón, dirigente sindical y
Derechos Humanos de El Cauca, asesinado en
el 6 de julio de 1989.

)

)

d)

e)

~()fgeLuis GarcésCastillo, profesor de e118eñanzasecundaria en la
ciuda,d~e.Miraflores s Municipalidad de Mistrato, Risara1da, Y
dirigente de la Unión Patriótica, asesinado .el 12 de marzo de 1989.

Sor Teresa de Jesús Ramírez Vanegas, religiosa que pertenecía a la
orden de las Hermanas de la Compañía de María - Nuestra Señora de la
Enseñanza Y al Sindicato de Institutores del Departamento de
Antioquia. (ADIDA), asesinada en el Colegio de Cristales,
Municipalidad de San Roque, Antioquia,e128 de febrero de 1989.

Emilio Monta1vo, asesinado en San Andrés de Sotavento, Comuna
Molina~el 22 de febrero de 1989

b)

a)

124. El Relator Especial hacía un llamamiento al Gobierno para que adoptara
todas las medidas necesarias para proteger a Rodríguez Henao y pedía
información sobre ellas.

Casos de asesinatos

123. El 5 de julio de 1989 se envió otro telegrama al Gobierno de Colombia en
relación con las presuntas amenazas de muerte y ataque con bomba de que había
sido objeto Ricardo Rodríguez Henao, Vicepresidente de la Unión
Patriótica (UP) para el Departamento de Meta. Se informaba además que
Rodríguez Henao había estado investigando el asesinato de Luis Eduardo Yaya,
sindicalista Y consejero de la Unión Patriótica, en febrero de 1989, y que
había participado también en la investigación de la matanza de civiles que se
había producido en la región en febrero de 1989. En ambos casos se afirmaba
que los responsables de los asesinatos eran grupos paramilitares. Según la
información recibida, Rodríguez había recibido amenazas de muerte el 25 de

23 de junio de 1989 el edificio en que estaba situado su
en había sido destruido por la explosión de una

bomba, si bien ni él ni su familia habían resultado heridos.

125. El 24 de julio de 1989 seel1vió/al Gobierno de Colombia otra carta
relaqi()nadaeon las violaciones. deL derecho a la vida, carta en la que se
describían los 18 casos de asesinatos, 3 casos de tentativas de asesinato
y 7 casos de amenazas de muerte siguientes:

122. El Relator Especial, en vista de pasados informes que señalaban que
varios estudiantes Y empleados de la Universidad Industrial de Santander
habían sido asesinados después de recibir amenazas de muerte o de ser objeto
de hostigamiento, manifestaba su profunda preocupación por la vida de
Alvaro Enrique Villamizar Mogollón, hacía un llamamiento al Gobierno para que
adoptara las medidas necesarias para proteger su vida y pedía información
sobre el caso y, en particular, sobre los resultados de la investigación
oficial y sobre las medidas adoptadas por las autoridades.

sede de la Quinta Brigada para fines de interrogatorio Y nuevos
hostigamientos. Posteriormente, Villamizar presentó una denuncia al Fiscal
Regional de Bucaramanga Y pidió protección oficial.
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ial

de Colombia en la
o grupos

o con su

al para que
tanto para pro las

sido amenazados como para
sobre las ecuciones

mportancia de que la rama
y cast

una carta al Gob
de asesinatos por s

de las fuerzas de seguridad

Be~j~ín Sotelo, José Francisco Mantilla O' i
af111a~os al Sindicato Minero del municipi~e~: y
de Tol1m.a, que el 9 de mayo de 1989 h b í í.d n6d.<.:U,

S1
ca r ' d' a 1an S1 o atacado~ 10S que 1eron muerte a los dos ' s porpr1meros e hirieron al tercero.

Teodoro Quintero, fiscal del Sindicato d A
SINTRACUEMPONAL , Bucaramanga, que hab e cuas y Empos Nacionales,
de 1989 a las 8.30 horas y hab 'd el 11 de mayo
en la vía que conduce al Inunicipi~1d~ ~~cdontrado muerto poco después

~e ecuesta, Santander.

Ismael Montes Peña y Evert Manuel Cab
alumno de 17 años de edad resp t' rera, de secundaria y. ' ec 1vamente que hab' 'd
ases ínadcs por sicarios el 26 d ' , a.an 81 o
municipio de Arbolete Urabá Aet~ayO,de 1:89 en la vereda Guadua1,

iliado a Asoe ' d i n 10qu1a. El profesor Montes estaba
e nst de 9 ADIDA.

María Elena DíazAsociac
1o'n

Nac
10nal

,Juez 3a. de Orden Público afiliada 1~ ~ de Jueces E 1 d ' a a
ASONAL JUDICIAL, y Yd mp e~ os de la Rama Jurisdiccional,
de U b' , e la 1n,ves de masacres

ra a y Cordoba, presuntmnente .
en la ciudad de Medel1in por s ases1nada el 28 de julio de 1989

Ma~uel ~osé Zapata Carmona y Ornar León
Un1vers1dad de Antioquia, afiliados a Gómez ~ar~~9 Profesores de la
Universitarios ASPU r t la Asoc1ac10n de Profesores
el 29 d '1" , P eaun amente asesinados por sicarios

e JU 10 de 1989 en el municipio de Bello, Antioquia.

Henry Cuenca Vega, miembro de 1 J ' ,
presuntamente asesinado por tr a ~nta,D1rect1va Nacional de la CUT,

la ciudad de Bogotá, 'a las 19.;~ ~~~::1~:i ~~e~:ej~l~~ ~:s~~~~~ia en

Gi~berto Santana, Rector del Cole i . .af11iado a la Federación Colo b' g °ddel Correg1m1ento de Algarrobo,
CUT, presuntamente asesinado :l1~~ad e Educadores, FECODE, y a la
por sicarios, en el municipio de Funde a~~stoMde 1989 a las 6 horasaC10n, agdalena.

~ván Restrepo y F~del Roa, conductor y trabajador de la finca
ananera Guatapur1, respectivament f'l'de Trabajadores de la Indust' A e, a 1 1~dos al Sindicato Nacional

r1a gropecuar1a, SINTRAINAGRO, quienes,

El Relator Especial hac un 1Lmn~n1E:n

urgente todas las medidas que
los funcionarios iales que

la continuidad de las invest
o arbitrarias, e insist en

aclarara los casos que
fueran culpables de violaciones del

,mélCJ.on sobre las medidas por

Ornar Nieb1es, Presidente del Gremio Regional de Trabajadores
Portuarios Y miembro del Comité Ejecutivo de la Central Unitaria de
Trabajadores,eri Santa Marta;

Gonzalo castaño y Miguel Cardona, Presidente Y Vicepresidente de la
Federación de Trabajadores de Caldas (FEDECALDAS-CUT) en Caldas;

Henry Taite e Iván Gómez Ariza, Presidente y Vicepresidente de la
Junta Ejecutiva Regional de la Central Unitaria de Trabajadores, en

Santa Marta;

Iván Castellanos, miembro de la Unión de TrabajadoreS de la
Universidad Industrial de Santander (SINTRAVIS) y del Comité
Ejecutivo de la Unión de Trabajadores de Santander (USITRAS), en
Bucaramanga, Santander;

Alvaro Vi11arizar, Presidente de la Unión de Trabajadores de la
Universidad Industrial de Santander (SINTRAVIS), en Bucaramanga,

Santander;

Luis Mayasa, Presidente de la Federación de Trabajadores de El Meta;

e)

f)

d)

c)

b)

a)

a) Luis Alberto García, secretario de la comunidad indígena de
Floresta Santa Rosa, Floresta, Y Pedro Chiripua, ellO de febrero

de 1989;

b) El Brigadier General Miguel A. Maza Márquez, Jefe del Departamento
Administrativo de Seguridad (DAS), el 30 de mayo de 1989;

CasoS de tentativas de asesinato

g) Varios miembros de las juntas ejecutivas de los sindicatos de
Curtiembre Titán, Cementos de Valle y Municipales, Y dirigentes de

Unitaria de Trabajadores en el Departamento de El Valle.

c) Luis Eduardo Ga1indo, Vicepresidente de la Junta Ejecutiva Nacional
de la Unión Sindical Obrera, el 6 de junio de 1989, en
Barrancabermeja.

CasoS de amenazas de muerte

126. El 9 de agosto de 1989 se envió otro telegrama al Gobierno de Colombia,
en relación con el asesinato de María Elena Díaz Pérez, cometido el 28 de
julio de 1989, Y con las amenazas de muerte hechas contra otros funcionarios
judiciales de Medel1ín, a saber: Yadira Ester Cervantes Barrios,
MartáLuz Hurtado y Rocío Berrero, magistradas respectivamente de los
tribunales de orden público 70 y 60 y juez de instrucción del tribunal
especializado tercero, así como Marta Oquendo Rodríguez, asesora jurídica de
la Dra. Día~.. Según la información recibida, la Dra •. Cervantes había estado
investigando. la. participación de oficiales militares de la Base de El Bagre en
las desapariciones y muertes de dirigentes campesinos, y la Dra. Hurtado había
dirigido inV'esti~aciones.sobre la matanza de Segovia y había acusado a varios
militares de haber participado directamente en ella.
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de
amenazas de muerte.

asesinado el 3 de agosto

Areiza, de
estaba constantemente

que su hermano hab sido

criminales de autodefensa, vigilantes o "paramilitares"·,

ión de las libertades fundamentales;

de sindicalistas;

Rita Ivonne
Antioquia, que
También se dec
de 1989.

Arturo Salgado Garzón, Manuel Libardo D' .
agentes de investigación de la D' ,,1az N~vaz y N11son Mautilla
Criminal y únicos superviv~ont 1drecc11on Nac10nal de Instrucción

~~ es e a matanza d 1 R
amenazados de muerte por un grupo 'l' e a ochela, fueron
"Los Masetos". param1 1tar denominado

Sergio Núñez, dirigente de la Un"
fue detenido el 14 de octubre de1~~8~brera ?e SINTRAINAGRO de Urabá
Pedro Nel Ospina en San P d d por m1embros del Batallón, e ro e Urabá L ' .
negaron su detención. • as autor1dades m11itares

)

a)

b)

Resp()n~¡abilidad de los agentes del Estado• . en las desapariciones y las
eJecuc10nes;

contra varios sectores de la población civil.

lo que se refiere a los grupos crimin 1
....~Q.lll;~~itares", se declaraba que el GObiern~ ~s de aut~defen~a, vigilantes

de la gra.vedad de la existe ". d e CoLomb La t en í.a plena
para identificarlos combati lnc1a de esos grupos, había adoptado

la red de vínculo~ que rel:c~s Yb esmantelar10s, y había logrado
al tráfico de estupefacientesonab~n adestos grupos con los criminales

eq¡Üd.LIU y documentos. También se'd~ ~canbo a los grupos y embargando
conferidas por la Constit " cara a,que, con arreglo a las

(
UC10n, se hab1an puesto e ' d'

emergencia Decretos Nos. 813 814 815 n v1gor 1versas
creación de un cuerpo especial' b ' Y 1 ' de 19 de abril de 1989),

~LL~i~ Nacional, para luchar cont; aJo e mando del Director General
ión Especial de Ministros y a~tesos.gr~pos de criminales; creación

, para controlar y luchar contra l~: m~em ros ?e,las fuerzas de
de armas, y suspensión de las d' . ~ upos cr1m1nales; control del

. 'd' 1Spos1c10nes legales q d' .
Jur1 1ca para la organizació d ue po 1an serV1rn e grupos armados de autodefensa civil.

10 de julio de 1989 se recibi'
transmitía un documento pre~a~:~Oca~=a1del ~o~ierno de Colombia, en

º~~~UC1a,l para la Defensa, Protección P p .~ Of1c1na del Consejero
las cinco partes siguientes: y romOC10n de los Derechos Humanos y

El Rhela;or Especia1~ manifestando su preocupación por
'~n'T1~'~, aC1a un llamam1ento al Gobierno ara la vida de esas

para proteger su derecho a la vi~ que,to~ara todas las medidas
, en particular, sobre las medid da y ped1a 1nformación sobre esos

1U~.~~ar su seguridad. as a optadas por el Gobierno para

la visita del Relator Especial a
en relación con los siguientes casos:

Daniel José Espitia Y Fabio Maru1anda Pupo, Tesorero General de la
Asociación Nacional Usuarios Campesinos, ANUC, y Coordinador de la
organización política UP en Ayapel (Córdoba), respectivamente,
presuntamente asesinados por sicarios el 9 de agosto de 1989 a
las 18 horas en el barrio Cantaclaro, Montería, Córdoba.

según se informa, aparecieron muertos ello de agosto de 1989 luego
de haber desaparecido tres días antes en el municipio de Chigorodó,

Antioquia;

m) Carlos Enrique Valencia, Magistrado del Tribunal Superior de Bogotá,
presuntamente asesinado por sicarios el 16 de agosto de 1989 en la

ciudad de Bogotá.

n) Luis Carlos Galán Sarmiento, precandidato presidencial por el
partido Liberal, Senador de la República Y miembro fundador del
Comité Permanente porla<Defensa de los Derechos Humanos,
presuntamente asesinado por paramilitares el 18 de agosto de 1989
cuando intervenía en. un acto. político en Soacha, Cundinamarca.

o) Carlos Arturo Zapata, concejal del Frente popular de Santa Fe,
Antioquia, presuntamente asesinado el 7 de septiembre de 1989
durante el trayecto entre Mede11ín Y Santa Fe.

HenryBel10 Ovalle, activo miembro de su barrio, presuntamente
asesinado de un tiro en la cabeza por el comandante de turno del
pu~stopolicial de Bosa, Bogotá, la noche del 23 de septiembre

de.1989.

p del Sindicato Nacional de Trabajadores de
la Industria del Agro (SINTRAINAGRO) y dirigente de la Central
Unitaria de Trabajadores de Colombia, presuntamente asesinado
el 9 de. septiembre de 1989 por sicarios en la región de Urahá ,

Antioquia.

1) Orlando Roa Grimaldus, trabajador de la Empresa de Energía de
Santander, afiliado al Sindicato Nacional de Trabajadores Eléctricos
de Colombia, SINTRAELECOL, presuntamente asesinado por sicarios en
la noche del domingo 13 de agosto de 1989, cuando se encontraba en
su residencia, en Bucaramanga, Santander.

k) Juan Rivera, Vicepresidente del Sindicato Unico de Trabajadores de
Materiales de la Construcción, SUTIMAC, asesinado por sicarios
el 11 de agosto de 1989 en el municipio de Puerto Nare, Antioquia.

j) Gustavo de Jesús Mira Ramirez, miembro de la Asociación de
Institutores de Antioquia, ADIDA, presuntamente asesinado por
sicarios ellO de agosto de 1989, cuando salía de la sede del
Sindicato de Peldar, en Medellín, Antioquia.

L)
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Administrativo de
este caso de ~nenazas de muerte.

Rita Ivonne TobÓn. Las amenazas de muerte
paramilitares y en varias ocasiones 1 de gruposN . 1 1 os miembros de la PoI
aC10na. e habían ofrecido servic~o

P
r d ~ de escol también se le hab

oporC1ona o una escolta privada.

e)

El 12 de diciembre de 1989 se recibió .
cual se transmitía información sobre l~~a cartaddel GobJ.erno de Colombia

~a1istas en 1987 y 1988 S' , casos e muertes de• egun esa J.nfor "
o objeto de investigación por parte de m~cJ.o~, todos esos casos estabanvarJ.os organos del poder judicial.

limismo día, se recibió una res ues t 'e.l Relator Especial del 6 d iba del Cob Lerno de Colombia a la
~~asos de Henry Cuenca vegae ~c ~ ~e de,1989, en la cual se declaraba
~Jeto de investigación por p~rt:n~e lJose Esp~tia y Fabio Maru1anda Pupo
fefiere al caso de Henry Bello Ovella s autor1dades judiciales. En lo
o a un policía en el Centro de D at e~,se declaraba que se había
e e encJ.on de la Po1icí N ' 1
.n curso un proceso penal ante la Corte P "a o ac i ona y que

PEocesos disciplinarios se de 1 b enal M11J.tar N 78. En cuanto, c ara a que el 23 de octubre de 1989 se

~1 14 de noviembre de 1989 se recibió
J.a<a l~ ca:~a del Relator Especial de1u~~ respuesta del Gobierno de

~.~Sergl.O Núñez Monterosa, respuesta se' de octubre de 1989 relativa al
~89 Núñez había sido ubicado en L' gun la cual, el 18 de octubre
~~sDetenidas y Besaparecidas, e~r~~~ai~~ un:lcomisión del Comité de

f.tespuesta se declaraba asimismo 1 1Y ombusdman de San Pedro.
~a.do él mismo en Turbo, Antio ui~ue, e ,9 d~ oc~ubre, Núñez se había
21a. de Instrucción Penal Mil\ 'YAhabJ.a s1do wterrogado ante la
~.~ su declaración y se hacíal. aro la respuesta se adjuntaba una
dades militares. ' ver que nunca había sido detenido por las

El 8 de septiembre de 1989 se .1" 1 rec1biÓ una carta d 1 G b'
e aC10n con as medidas adoptadas or 1 ' e o 1erno de Colombia

~peffac~entes. En ella se declarabaPqueeelG~~~~~Ore~p:cto del tráfico de
~pe aC1entes se estaba haciendo d ' co cr1m1nal de1 ' d' ca a vez mas peligroso '
.a SOC1e ad y pona.a en peligro la estabilidad " ~ena~aba al núcLeo
~, todo 10 cual exigía la adopci' d de las 1nst1tuCJ.ones del
t' .. S on e una legislación '1' .

J.va. e declaraba también que los d' 17 especJ.a , rapJ.da y
gtlas , Carlos Valencia García m~ i t ~as y 18 de agosto de 1989, tres
pel Valdemar Franklin Quinte;o yg LS :a Co del la Corte Suprema de Bogotá, el
'.d <t " ,uJ.s ar os Galán Sarmi t~>a o pres1dencJ.al del Partido L'b l' mJ.en o, senador y, t J. era, habJ.an caído ví t'
i!'J.S as perpetrados por organizacion "1 . e J.mas de ataques.M.:¡ de estupefacientes. y que esos a~:o~r~~~~n:~e:ed1ca~ads,al tráfico
e.e ataques contra magistrados di ' ,se ana l.an a una larga
~cos, soldados, policías y civiies.rJ.gentes po1J.ticos, funcionarios

También se declaraba que el Gobiern h 'epción para hacer frente a esta 01 °d abJ.a adop~a?o una serie de medidas
adoptadas en la lucha contra el t:'f~ actos crJ.m1nales y para reforzar

s delitos. a l.CO de estupefacientes y contra

El caso "La Rochela". La Corte Sexta de Orden Público de Bogotá Y
las Cortes Quinta y Sexta de Orden Público de Bucaramanga se
ocupaban de la instrucción del caso. Según el Cuerpo Técnico de la
policía Judicial, se había interrogado a siete personas detenidas.
También se había interrogado a otras nueve, pero se las había puesto
e!llib~rta~•• Al mismo tiempo, la Corte 126a. de Instrucción Penal
Milita.r, perteneciente a la 14a. Brigada, .en Puerto Berrío
(Antioquia) se octlpaba también de la investigación del caso Y había
t().rnadomedidas cotltra el. teniente del ejército que mandaba la base
mili~.a.r de caxnpocagoteYi.contra.unsargento, ordenando su
reclusión. La investigación seguía su curso.

FrancisoBumar Mestre. El Fiscal Regional de Montería se ocupaba de

la instrucción de este caso.

José Antequera. La Corte 36a.de Instrucción Criminal de Medellín
había ordenado la detención preventiva de un miembro de un grupo
llamado "Los Buhos". Además, la Corte Cuarta de Orden Público de
Vi1lavicencio había ordenado la prisión de un miembro de un grupo de
pistoleros contratados en relación con este asesinato.

Teófi.lo Forero Le ni1de Mora J sé Antonio Toscano
José Antonio Sote10. Estaba en curso el procedimiento ante la Corte
Cuarta de Orden Público de Bogotá, Y proseguía la investigación

sobre todos los casos.

d)

c)

b)

a)

135. En lo que se refiere a la persecución de sindicalistas, se declaraba que
el Gobierno era consciente de que los activistas sindicales se encontraban
entre los grupOS más vulnerables a la acción criminal de los grupoS antes
mencionados Y había adoptado medidas de protección.

134. Se hacía hincapié en que la sociedad Y el Gobierno de Colombia tenían
que luchar contra una subversión armada, violenta Y brutal, que utilizaba
métodos terroristas incluso contra la población civil y que conseguía aliarse
con los traficantes de estupefacientes, Y que el Gobierno se había visto
obligado a adoptar medidas de urgencia.

136. El 18 de julio de 1989 se recibi.ó una respuesta del Gobierno de Colombia
a la carta del Relator Especial del 13 de marzo de 1989, en la que se
transmitía información sobre los siguientes casos anteriormente comunicados al

Gobierno:

133. En lo que se refiere a la responsabilidad de agentes del Estado en
desapariciones y presuntas ejecuciones, se decía que se habían realizado
investigaciones independientes e imparciales acerca de todos los casoS que
figuraban en el informe. Se decía que estas investigaciones, dirigidas por el
Fiscal General de la Nación, tenían carácter disciplinario Y estaban
encaminadas a imponer penas administrativas y a incoar investigaciones
penales. Se declaraba que el Gobierno era consciente de que en algunos casos
se podían dar situaciones de impunidad Y había adoptado medidas para
fortalecer el sistema de justicia y de investigación penal. También se
declaraba que el Gobierno no había adoptado en ningún caso una actitud de

complicidad en tales abusos.
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y

en

el Tribunal hab
contra 19 personas
habían comparecido

que, la vis
1987 la pena de muerte
y contra 16 de que

contra otras.

Especial pedía al Gobierno
la vida de esas personas así que tomar~ las medidas necesarias

de El Salvador en general' ,comdo la v1da de los miembros de la
h b' ,var10S e los cuale f, a 1an sido presuntamente 'd s, pro esores o

información sobre esos casos~ses1na os en los meses anteriores, y

respecto a los tres presuntos casos d ' "
declaraba que tales acusacio e muerte en pr1s10n, la
awwad Bagarwan había muerto :es erandabsolutamente infundadas.

llamado Ahmad Bargash bi~a~sah e ~na enfermedad, y no había
, por su parte, estaba vivo b' ag ar ,agarwan. Ali Said

, 1en y en 11bertad.

se declaraba que el 27 de diciembre d
10 había confirmado las penas de muert . e 1987 el Cox:sejo Supremo
condenadas rebeldía y a cinco dIe 1mpue~tas a se1S de las
dicha pena por la de 15 años d: a~ ~~e hab1an comparecido, y había

grupo y de otras 15 del segUndo:r1s10n en el caso de 13 personas

ién se señalaba que el 31 de d' ,
Supremo del Pueblo había prom 1 ~C1embre de 1987, el Presídium del

aplicaba a las personas a l~sg:u~ ~~ ~e?~eto1de amnistía general,
había impuesto en la causa penal N0 3 ~1 ~n9a86 Supremo de la

e penas de muerte o de

respuesta decía asimismo
iado el 12 de dic de

condenadas en rebeldía
penas de privación de

24 d '1'e JU 10 de 1989 se envió una carta 1 '
le transmitían denuncias según 1 ~ Gob1erno de El Salvador, en
ían proseguido las matanzas en :r cuates desde ello de enero

al país. con exto del conflicto interno

de febrero de 1989, el Relat E' "
El Salvador relativo a las or spec1al enV10 un telegrama al

"Comando Acción Anti_comunis~~e:untas~ena~as de muerte hechas por
l1erb'et't Wilfredo Bari1las' evoluc:l.Onar1a de Exterminio (ARDE)"

, v1cerrector, Mario Alfred C b
general, y Luis Argueta A t'll' ,o a rera,

n 1 on, rector de la Universidad de
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Yemen Democrático

había adoptado una decisión para que se cesara inmediatamente al policía
mencionado y que, además, se estaba realizando una investigación para
determinar la participación de otros dos policías en el caso.

142. El mismo día se recibió una respuesta del Gobierno de Colombia a la
carta del Relator Especial del 20 de octubre de 1989, en la cual se declaraba
que, en 10 que se refiere al caso de Rita Ivonne Tobón Areiza, Alcaldesa de
Segovia, que había recibido presuntamente amenazas de muerte hechas por grupos
paramilitares, las autoridades de seguridad del Estado y, en particular, la
Policía Nacional habían ofrecido protección a esta funcionaria pública.

144. El Relator Especial solicitaba información sobre esas denuncias y, en
particular, sobre toda investigación efectuada, incluida la autopsia, y sobre
las medidas tomadas por las autoridades para impedir la repetición de tales
hechos.

143. El 30 de octubre de 1989, el Relator Especial envió una carta al
Gobierno del Yemen Democrático, en la que le transmitía denuncias según las
cuales una persona llamada Farid Awadh Haidara que había sido detenida en
febrero de 1988, había muerto el 25 de junio de 1989 en la cárcel de Ataq, de
la provincia de Shabwa. Según la información recibida, Farid Awadh era una de
las personas que huyeron del país tras los acontecimientos de enero de 1986 y
regresaron al recibir una carta del Ministro de Seguridad del Estado en Adén
que les daba garantías de seguridad y de u.n empleo adecuado, pero que más
tarde fueron detenidas y encarceladas sin que contra ellos se formulara
ninguna acusación.

145. El ¡o de marzo de 1989 se recibió una respuesta del Gobierno del Yemen
Democrático a la carta del Relator Especial del 9 de noviembre de 1988.
En ella .sedecía que el 13 deenerdde1986 el Yemen Democrático se había
encontrado ante una conspiración.encaminada .a la toma. del poder, la
destrucción del sistema democrático nacional y el menoscabo del progreso y los
adelantos conseguidos por el pueblo. Se decía también que el 2 de diciembre
de 1986 el Tribunal Supremo de la República había comenzado la vista de la
causa penal N° 3 de 1986, entablada por el Fiscal General de la República
contra las personas implicadas en la organización, el p1aneamiento y la puesta
en práctica de la conspiración del 13 de enero, y que el Fiscal había acusado
formalmente a 138 personas, 48 de las cuales se hallaban en rebeldía, de cinco
delitos, a saber: alta traición, actos de terrorismo, complicidad en actos de
terrorismo, actos de sabotaje, y complicidad en actos de sabotaje.

Se declaraba además que el Tribunal había celebrado 143 sesiones
públicas antes de pronunciar las sentencias; que el juicio se había celebrado
deconforlllidad con las disposiciones legales que rigen los procedimientos
5\1diciales y".con los principios generales enunciados en el Código Penal, el
Código de ~rocedimientoPenal, la Ley N° 3 de 1980 (relativa a la organización
de los tribuna.les) y otras. normas procesales; que. el Tribunal había observado
debidament~los requisitos y garantías procesales, •• en particular el derecho
de.l.acusadoa su>. defensa, der~cho que .se había puesto en práctica mediante la
designa~ión.de ... a.~~g~dos que.defendieran a los acusados a expensas del Estado
de conformidad con el principio constitucional relativo a la obligación de



de muerto
Destacamento Militar N°

casos se atribuían a los grupos paramilitares conocidos con el
de la muerte":

Teodoro Sánchez de 28
Ta1chigua, Jurisdicción'de flI·anIO~ll~l.
el 19 de febrero de 1989 por
acantonado en San Francisco Cotera;

Miguel Colindres Panameño de 20
Las Animas, Jurisdicción de Santia o N edad, de
Paz, detenido el 28 de febrero d f onualco, de La
pertenecientes al Destacamento M~l 989 por sold~dos uniformados
Armadas (DMIFA) y encontrado t d7e Ingen1eros de Fuerzasmuer o de 1989;

Andrés Colindres Vásquez de 55 NL' ' anos de edad,
as An1mas, Jurisdicción de Santia o ,de

La Paz, detenido el 18 de febrero ~e ~~~~alco, Departamento de
pertenecientes al Destacamento Mi1't d PI

or
s~ldados de uniforme

Armad (DMIFA) 1 ar e ngen1eros de 1 Fas y encontrado muerto el 7 de marzo de 1989~s uerzas

María Luisa Panameño de Colindres d N

doméstica, Cantón de Las Animas j 7 S? a~~s de edad, empleada
Departamento de La Paz, detenid~ e~r~:d~cc~on de Santiago Nonua1co,
soldados uniformados pertenecí t e ebrero de 1989 por
Ingenieros de las Fuerzas Arm ~n es al Destacamento Militar de
el 7 de marzo de 1989; a as (DMIFA) y encontrada muerta

Alvaro Félix Cisneros Navidad de 30 años
comerciante, Colonia de San R~fae1 ,?e 7~ad, pequeño
Departamento de San Salvador muer~oJU~1~~1~c10n de Soyapango,
personal de la fuerza aérea;' e e marzo de 1989 por

Sánchez, de 40 años de edad' 1
Jurisdicción de Puerto de la L'b t d Joma ero, Cantón de Cimarrón,
muerto el 16 de marzo de 1989 1 er a , Departamento de La Libertad,

Ión de Bracamonte; por tres soldados pertenecientes al

José Santos Palanca, de 23 años de eda '
Miguel Ingenio, Jurisdicción de Meta án

d,
agr1cu1tor, Cantón de

Ana, muerto el 5 de abril de 1989 p, Departamento de Santa
Civil de San Miguel Ingenio. ' por un miembro de la Defensa

José Sixto Montoya, de 50 años de edad' 1
San Francisco Chinameca, ' Jorna ero, Jurisdicción deDepartamento de La Pazenero de 1989; , muerto el 11 de

Rafael Ramos Lizama de 25 N d, , , ,anos e edad estud' t
un1vers1tar1o, Jurisdicción D ,1an e
encontrado muerto el 16 d fYb epartamento de San Salvador,
y N e e rero de 1989, con dos heridas de bala

con senales de estrangulamiento y tortura;

de las fuerzas
civil o a
según los
fuerzas

a miembros
las de

la muerte" que,
miembros de las

Mario Antonio Flores Cubas, de 32 años de edad, universitario,
Barrio de Santa Lucía, San Salvador, detenido el 2 de febrero
de 1989 por cinco soldados uniformados Y encontr~do muerto el 3 de
febrero de 1989;

Diógenes Israel González Rivera, de 18 años de edad, zapatero,
Barrio de El Angel, Jurisdicción Y Departamento de Santa Ana, muerto
por un civil, que presuntamente pertenecía a la Sección de
Investigaciones Criminales (SIC) de la Policía Nacional;

i)

h)

b) Silvia Concepción Hernández A1varado, de 16 años de edad,
estudiante, Cantón El Marquezado, Jurisdicción de Santiago de María,
Departamento de Usu1után, muerta ello de enero de 1989 por un
soldado del Batallón Atonal del Ejército.

f) José Rafael Romero Pérez, de 40 años de edad, pequeño agricultor,
Jurisdicción de San Francisco Javier, Departamento de Usulután,
muerto entre el 30 de enero Y e12 de febrero de 1989 por soldados
del Batallón de Oromontique,de la Sexta Brigada de Infantería;

d) César Edgardo Crespín Peñate, de 26 años de edad, jornalero, Cantón
de Las Flores, Jurisdicción de Jayaque, Departamento de La Libertad,
muerto el 26 de enero de 1989 por un miembro de la Patrulla de
Defensa Civil de Jayaque;

g) José Gerardo Gómez,de 23 años de edad, empleado de oficina, Cantón
Jurisdicción de Acajutia, Departamento de Sonsonate,

muerto el 2 de 1989 por cinco soldados de uniforme;

e) víctor Manuel Henríquez claros, de 32 años de edad, jornalero,
carretera del Cantón de El Tablón al Cantón de Los Horcones,
Jurisdicción de San Francisco Javier, Departamento de Usulután,
muerto entre el 30 de enerO y el 2 de febrero de 1989 por soldados
del Batallón de Oromontique, de Sexta Brigada de Infantería;

c) Santos Regino RamírezPérez, de 26 años de edad, jornalero, ribera
del río Torola, Cantón de Estancia, Jurisdicción de Cacaopora,
Departamento de Morazán, muerto el 23 de enero de 1989 por miembros
del Destacamento Militar N° 4;

a) José Arna1do Ramírez Alvarez, de 8 años de edad, Barrio El Calvario,
Jurisdicción de Mexicanos, Departamento de San Salvador, muerto
ello de enero de 1989 por soldados del Batallón del Ejército
"General Eusebio Bracamonte";

154. Las denuncias atribuían los siguientes casos
armadas, de los de Y de las
grupos paramilitares, los ll~nados
informes, eran tolerados por ciertas
armadas o tenían vínculos con éstos:
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, el momento de la preparación deln1nguna respuesta del G b' presente informe no se había
o 1erno de El Salvador.

)

noviembre de 1989 se envió un telegrama
relación con la situación dIal Gobierno de
en la Colina San Antonio Abed ce~tr~ de R~fugiados

fue rodeado por soldados d 1 a f· egun la :lnformación recibida
UU1ULr~ él ' 1 e as uerzas del G b' ', 1nc uso de artillería po' d o :lemo, que abrieron

que allí se encontraban. n:len o en grave peligro la vida de

en de
dichos atentado~ derechos hwnanos

de ~ de Polie
atentados este d 1 La sede de FENASTRAS ha sufrido

, b P l' e os que supuestamente han s~do responsab
m:lem ros de la O:lC N ' ~ ~.
d

' aC10nal y de ot'e segur:ldad. Aunque el G b' lOS SerV:lC10S de loso :lerno ha at 'b 'd
actos a los "enemigos de la _az " ,- r a ua o estos deplorables
testigos las circunstancias ~e l' s~n ~mbargo; testimonio de
personas fueron ases ~s ec os har:lan pensar que estas

por m:lembros de ~"~--- del Gobierno,

Ellacuría, Ign ' R
S

" aC:lO, ector de la Univers'd d C
:lmeon Canas (UCA)' Martín B ' :l a entroamericana José

M t ,arO,:lOon es, Segundo, Director del In t't t' . tor de la UCA'
UCA; Moreno, Juan Ramón sacerdo~ :l,U o,de Derechos Humanos de ia
Armando, exrector de la'UCA. M e Jesu:lta de la UCA; López

d ' ' anagera' López L' '
sacer ote Jesuita; una empleada d 1 ' Y opez, Joaquín,
personas murieron el 16 de ,~a casa y su hija. Estas
supuestamente asesinadas po~o~:le~ re de 1989 en San Salvador
militares. Aunque el G b' om res vestidos con uniformes'

1 h o :lerno haya deplorady o aya atribuido a grupos terro ' t ? este horrible atentado
embargo según el testimonio de tes~~s as no :l?entificados, sin
rodearon los hechos harían gos las c:lrcunstancias que

, pensar que estas 1
ases1nadas por miembros de f as personas fueronuerzas del Gobierno.

las tres cartas mencionadas el R 1 '
,~~¿v.. respec:o de estas denuncias e ator E~pec:lal solicitaba

rea11zada por las autor'd ~' en part:lcular, sobre toda
, y sobre toda medida adoPta~ a es c?mpet~ntes, incluidas las

hechos. a para 1mped1r la repetición de

Especial, preocupado por la se '
el centro, se referia al art' 1 gur1dad de los civiles que se

de Ginebra de 1949 art' ~cu o 51 del Protocolo Adicional 1 a
de ataques. Instab~ Po~cul °tque estipula que los civiles no

necesar í ,o anto al Gobie, para proteger el derecho " mo a que tomase las
1nformación sobre las medid d a la v1da de esos civiles yas a optadas.

18 de abril de 1989 se recib" .
se transmitía un comunicad01~eun~ carta de~ Gobierno de El Salvador,

de Derechos Humanos, comuni~a~~sa pub11cad? por la Comisión
por grupos terroristas contra el S que d~nunc1a~a el ataque

~~~Qente electo de la República, el 14 ~. Jos~ Franc1sco Merino López,e abr1l de 1989 en su residencia.
Diez personas murieron el 31 de octubre de 1989 en el atentado a
oficinas de la Federación Nacional Sindical de Trabajadores
Salvadoreños (FENASTRAS). La bomba estalló durante una reunión de
dirigentes sindicales. Dicho atentado siguió a otro cometido el

Lagadec, Madeleine, enfermera francesa; Caseres, Gustavo Ignacio,
médico argentino; Hernández, María Cristina, enfermera auxiliar
salvadoreña; Díaz Salazar, Celia Leticia, maestra salvadoreña;
Gómez, Carlos, paciente del hOSJ?ital. Estas cinco personas
e.1 15 de. abril de 1989, supuestamente a.sesinadas. tras haber sido
capturadas Y torturadas por miembros de la fuerza aérea
salvadoreña. Estas personas se encontraban en el hospital de
call1Pa.ñadel FMLN,.Catltón El Tortuguero, Jurisdicción de Santa
Departamento de San Vicente, cuando tuvo lugar el bombardeo.

Pablo Abdulio Vargas Cárcamo de edad, sindicalista,
Jurisdicción de Chalchuapa, Departamento de Santa Ana, muerto por
llamado "Comando Acción Anti-Comunis Revolucionaria de Exterminio

(ARDE)".

b)

a)

w)

u) Carlos Alfredo Ramírez, de 21 años de edad, obrero, Colonia de
Guada1upe, Jurisdicción de Soyapango, Departamento de San Salvador,
secuestrado ellO de mayo de 1989 Y encontrado muerto el 11 de mayo

de 1989;

a) Geovanny Carranza, .de 4 a.ñosde edad, y Javier Carranza, muertos
de mayo de 1989 por miembros. de la fuerza aérea;

v) Alberto Hilarío Murcia Alvarado, de 20 años de edad, obrero,
de Guadalupe, Jurisdicción de Soyapango, Departamento de
San Salvador, secuestrado ellO de mayo de 1989 y encontrado muerto

el 11 de mayo de 1989;

b ) Joaquín González, miembro de FECORAO, muerto el 20 de junio
de 1989 después de ser torturado por la policía Nacional de

San Miguel.

t) María Cristina Gómez González, de 40 años de edad, maestra primaria,
miembro de la organización "Andes 21 de junio" y representante de
ésta en Conamus, Colonia de Santa Lucía, Jurisdicción de Ilopango,
San Salvador, secuestrada el 5 de abril de 1989 por dos civiles
fuertemente armados y encontrada muerta esa misma tarde con señales

de tortura;

s) Germán Eve1io Mejía Tejeda, de 21 de edad, de
comercio, Cantón de Chupaderos, Jurisdicción Y Departamento de Santa
Ana, encontrado muerto el 5 de marzo de 1989;

156. El 22 de noviembre de 1989 se envió otra carta al Gobierno de
Salvador, en la que se le comunicaban los siguientes casoS:

155. El 14 denóviembre de 1989 se envió una nueva carta al Gobierno de
El Salvador, en la que se le comunicaban siguientes casos:
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que iba de su
Abdalla Ahmed

o arrojadas a
de GUa,
la carta se

durante seis horasHaus

11 al 15 de julio, 12 hombres
A d

Y mujeres de edad avanzada fueron
e~ sge e. Una de las ' ,75 años. v1ct1mas era Amina Dawood,

El 22 de junio, aviones MIG
provocando la muerte de 1.300 personas.

Del 19 al 21 de junio,
tropas gubernamentales
e

29 de marzo tres personas resultaronAxum. muertas en un bombardeo

El 26 de junio hubo una
cerca de Samre, donde los soldados
congregada en una igles ,causando la

El 27 de junio dos personas, un sacerdote. Adebe
Getnet. fueron m t ' Y un la~c, uer as en una iglesia, en la aldea' 4 o,de Derkasheg.

El 27 Y el 28 de junio, soldados
alrededores de Maiknetal d' que vagabundeaban por los. 1eron muerte a 45 m '
vua4e~ fue quemada viva en su casa. uJeres, una de las

El 28 y el 29 de junio fueron muertas Ad
ellas a bayonetazos, siendo arrojados en wa,50 personas, 29 desus cadaveres a un precipicio.

5 y el 16 de julio,hubo una incursión de tropas·
NeKSeg:e, a sur de T1gray do d ,en la aldea de
a 30 agricultores. ' n e quemaron V1VOS en sus chozas

la de julio, 43 agricultores fueron muertos
en sus viviendas en Allogen bd' , y otros 60 quemados

mismo día un niño de un N ' ~~ 1str1to de Tsembla.
ilaciones que le fueron c:~~a~~~10 de resultas de las

colgado en la empalizada de su casa. a bayo~etazo~, y su cadáver fue
muerta, y 48 ancianos fueron cru 1 ' etn Ad1 Bara1, una mujer fuee men e apaleados.

14 de julio, las tropas '
Selassie, mataron a un~u: s7 ret1:aban de Edaga Hibret a

lamas. nC1ana c1ega arrojándola a una choza

El 20 de marzo se dio muerte a Tunzighi Ghebremedh'
de Asha a Senafe En t ' , 1n,

Q
uaha i t 1 • o ro 1nc1dente fue muerto

o, a este de Adi-Kaieh.

Del 15 al 21 de abril murieron 16 personas, lapidadas
, en ataques perpetrados contra las aldeas

, Sefa y Mensura 1 d'. ' en e 1strito de Semian. En
10naban los nombres de 16 personas.

helicópteros bombardearon Harégo, resultando
y heridos otros 12.

El ... 7 ...... dejullio dosimadres •• resultaron muertas y dos niños heridos en
el bombardeo de Sekota por cuatrocazasMIG.

Y 8· de. junio murieron 16 persor.as· de resul t as del
bombardeo a que fue sometida Samre, connapalm y bombas en haz.

El 4 de junio cinco personas resultaron muertas y otras tres heridas
en el incendio de que fueron objeto 77 viviendas en Harego, cerca

de Makel1e.

de
muertos

El 15 mayo hubo una expedición de fuerzas armadas a Harika, donde
dieron muerte a una persona Y ordenaron la evacuación de la aldea.
Ese mismo día, aviones de guerra bombardearonAxum por segunda vez,
provocando la muerte de un civil y heridas a otros cinco.

El 26 de diciembre de 1988, en la aldea de Halibo, Distrito de
Mereta Sebene (provincia de Akeleguzai), miembros de las fuerzas
armadas de Etiopía mataron, según se decía, a 11 civiles, todos
ellos de más de 50 años de edad. En la carta se mencionaban los
nombres de siete de las víctimas.

g)

e)

b)

a)

b) El 18 de febrero de 1989 miembros del ejército etíope mataron
a 10 civiles e hirieron a un joven, en la aldea de Deki-Zeru,
Lower Anseba, a 30 km al oeste de Asmara. Dos de las víctimas
fueron muertas a bayonetazos, Y las demás a tiros.

a) El 14 de mayo hubo una expedición de fuerzas armadas a Farda, en el
Distrito de Raya, donde incendiaron 50 viviendas, mataron a una
persona Y ordenaron la evacuación de la aldea.

1988 (todos los incidentes ocurrieron en la región del Tigray)

d) El 26 de mayo resultaron muertas seis personas· cuando Hausien fue
por tercera vez objeto de bombardeo.

164. Bl 24 de julio de 1989 se envió otra carta al Gobierno de Etiopía, en la
que se le comunicaban denuncias según las cuales numerosas personas habían
resultado muertas en los siguientes incidentes en los que estaban implicadas

fuerzas del Gobierno:

163. El Relator Especial solicitaba información respecto de estas denuncias
y, en particular, sobre toda investigación realizada por las autoridades
competentes, con inclusión de las autopsias, Y sobre toda medida adoptada para
impedir la repetición de semejantes hechos.

162. El 26 de abril de 1989 el Relator envió una carta al Gobierno
de Etiopía, en la que le comunicaba los siguientes casos de muertes atribuidas

a las fuerzas del Gobierno:

Etiopía
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en
del

de Guatemala que tomara las
Lucila Avi1a y solicitaba

ia1 al Gobierno que tomara
la v í.da de esas personas y solicitaba

Relator Especial
necesarias para

ación sobre el caso.

El 30 de mayo de 1989 se enV10 un tele rama '
con presuntas amenazas de muerte h gh al Gob1erno de Guatemala en

cipantes en el Diálogo Nacional' S ,€lclas,por desconocidos contra los
hGarcía, Presidenta del Grupo d A

egun
a :lnformación recibida,

tros Familiares (GAM) h b' ~d poyo Mutuo por Aparecimiento con Vida
, a 1a S1 o amenazada de t '

de Reconciliación Nacional or ,. ,~uer e a traves de la
miembros del GAM, como Raquel ~uans~ part~c1~ac10n ~n e~ Diálogo.

Chumil Coc habían sido al uan, Tomas Chum1l Mendez y
, ' parecer igualmente d

11Uéilll.e m11itar de Chichicast€lna ., amenaza os por el. . ngo,

En vista de varios informes recientes d .Nacional habían recibido ame d e que var10S participantes en el
su preocupación por la vid:a~as e muerte, el Relator Especial
que tomara las medidas necesae,esas personas, pedía al Gobierno de

+lIllti~~Cln sobre estos casos y, en par~~~:lPara protegerlas ~ solicitaba
la vida de los interesados. ar, sobre las med1das adoptadas

.~5 de junio de 1989 se envió otro te le r 'aC10n con amenazas de muerte d' "d g ama al Gob1erno de Guatemala
.. , 1r1g1 as contra Fern d S' h

com1S1on negociadora del pacto 1 t' an o anc ez, miembro
ro, Herberth Pivaral Toledo ,cobec 1VO d: los trabajadores del Banco
P' ' nu.em ro del s Ind í.c t d 1 B1neda, Secretario General de la A ' . , a o e anco del Agro, y

(AEEM). También según las fuentes ~~c~a~10n d:,Educadores de Enseñanza
ro>hombres fuertemente armados n ormaC10n, el 2 de mayo de 1989
rid d h b i . , presuntamente miembr d 1 f '
.•.•.•••••••• a, a a.an disparado contra él desde un automóvil~s e as uerzas de

El Relator Especial pedía al G b'proteger el derecho a la vida dO 1erno que tomara las medidas necesarias
~rticular sobre las medidas ad ~ ~sas personas y solicitaba información

op a as por el Gobierno a ese respecto.

EllO de julio de 1989 se envió otro t 1
:ación con las amenazas de muerte recib~degrama a~ Gobierno de Guatemala
qad~res agrícolas de la aldea de Membril as por C1nco personas,

~l.che, y miembros del Conse'o de ,lal II',Departamento de
t1ntament~ proferidas por au~orida~~:u~~~:~esEtn1cas,"Runu

jel
Junam",

onas hab1an abandonado las Pat es. Se af1rmaba que esas
HO de 1988. El 24 de junio der~~~:sJ~:nA~~o~efQen~a Civil (PAC) en julio y
él recibido una amenaza de muerte ,m1n uan , uno de los cinco,
enecer al autodenominado "Ejérci t po~ esc:ll.lto, en la que se le acusaba deo uerrl. ero de los Pobres".

1 6 de mayo de 1989 se envió uncon las al Gobierno de Guatemala
, amenazas de muerte contra L '1

de trabajadores de la empresa Pierre UC1 a Avila, miembro
, y se que n h b Bonin Sucesores yo se a tomado 1 "

~Al"O'~ esas amenazas. a parecer,

Del 30 de abril al 7 de mayo, ocho civiles fueron muertos y otros
cuatro detenidos durante una incursión en la región de Hazomo Y
Tsorona, en las tierras bajas del sur de Eritrea.

d)

170. El17 de mar'zo de 1989 se ellvió otrO telegrama al Gobierno de Guatemala
en relación con las presuntas amenazas de muerte contra 12 miembros de la
Junta Directiva de la Asociación de Estudiantes Universitarios de la
uní.vérsIdád.deSanCarlos. .-.~e~Úii ··la. ..i~fÓ}:IIIa.cióntecibida, esas personas
hab ía~ sido.8Il1.Tnazadasp()}: grtlPosllantadqs ".El Ja.~llar Justiciero" Y
uDoloros

a
G.2", y Aaron Ochoa, uno de los 12 había sido agredido con una bomba

169. El>Relator Especial pedía al Gobierno que tomara lasmedidas necesarias
para proteger la vida de pérez Morales Y del resto de su familia Y solicitaba

información sobre el caso.

168. EllO de febrerO de 1989,·elRe1ator Especial envió un telegrama al
Gobierno de Guatemala en rela.ción con presuntas amenázas de muerte
contra Julio pérez Morales, enfermero auxiliar en el centro sanitario de
San Martín Jilotepeque, Chima1tenango. Según la información recibida,
el 17 de diciembre de 1988 un de sOldados había ido a su casa Y había

a pérez Morales no se encontraba en casa

a la sazón, pero se consideraba que esta acción estaba dirigida contra él
porque había sido acusado de dispensar tratamiento médico a guerrilleros Y

había sido amenazado por el ejército.

Guatemala

167. El 29 de noviembre de 1989 se·recibió una. respuesta del Gobierno de
Etiopía a las cartas del Relator Especial de 26 de abril y 24 de julio
de 1989, referentes a presuntas matanzas perpetradas por las fuerzas del
Gobierno en Eritrea y Tigray. En esa respuesta se declaraba que las
investigaciones realizada.s durante variOs meses en distintos lugares del norte
de Etiopía por un órgano establecido por el Gobierno habían demostrado que las
denuncias carecían de todO fundame~to •.. También se señalaba que los que se
dedicaban a actos de terrorismo, bandidaje Y matanza de inocentes eran los
grupos disidentes, grupos de los que procedían, precisamente, las denuncias
contra el Gobierno. Refiriéndose a la iniciativa de paz Y a las
conversáciones entre el Gobierno y los grupOs disidentes, que habían comenzado
en el segundO semestre de 1989, el Gobie:t'!lo manifestaba la esperanza de que el
anhelo de paz prevaleciera en definitiva sobre la inclinación a prolongar los

sufrimientos humanos.

166. El 17 de febrero de 1989 se recibió una respuesta del Gobierno de
Etiopía a la carta del Relator Especial del 9 de noviembre de 1988, referente
a las denuncias descritas en su último informe (E/CN.4/1989/25, párrs. 102
a 106); el Gobierno declaraba que, habiendo realizado una investigación
exhaustiva, había llegado a la conclusión de que las acusaciones carecían de
todo fundamento Y eran producto de una campaña sistemática de desinformación.

165. El Relator Especial solicitaba información sobre los casos mencionados
y, en particular, sobre toda investigación realizada y toda medida adoptada
por el Gobierno o las autoridades judiciales para esclarecer los hechos Y

procesar a los responsables.
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las medidas necesarias
Lc í taba

miembros de las
amenazas de muerte el 9 de mayo de 1989

el 16 de mayo S¿6U~~lJLl por

rinCO personas fueron heridas mortalmente el 18 d
chi:~~~:n::nquín, Distrito de Paizicia, Departame:t:a~~ de 1989, en

go, supuestamente por miembros del " ,eJerc1to;

López Chávez, 36 años d t 'd
en la Finca San Juan, municipio ~ee~~nopp~~suntamentepor soldados
San Marcos el 5 de' , a o, departamento de
día 16 de J~unio h b~und10 de 1989, fue herido mortalmente el

, a 1en o aparecido su c '
Camarón, en lugar próximo al pueblo d uerpo ese d1a cerca del río
Departamento de San Marcos. e Jerusalem, San Pablo,,

José Rolando Panta1eón miembro d 1 ' .
Embotelladora Guatema1~eca A e S1nd1cato de Trabajadores de la
m~rtalmente el 2 de julio den~~~; Yhc~~exos (STEGA?), fue herido
d1a en el km 17 de la carretera d~l : ~~nd~ aparec1do su cuerpo eset ant1co, cerca de Palencia;

sed~eO~~~~::i~~a~9~:n~:c~::i~eo~alcartaal Gobierno de G~atema1a,
produciéndose en Guatemal; cas~: ~~a~es,d~~~nte el ano en curso

m1emlbros del ejército, de las fuer d om:c1 10, que se atribuían
civil como a grupos paramil~~s e s:gur1dad o de las patrullas
se mencionan los casos S1'g , artes v1nculados a los anteriores.

U1en es:

Especial pedía al Gobierno u' ,
tomara medidas para proteger 1 q,~ 1~vest1gara y esclareciera los
sobre los resultados de la in a ~: a ,: esas personas y solicitaba

por el Gobierno. ves 19ac10n y sobre las medidas

Relator Especial pedía al Gobiern
proteger 1 d h o que tomarae erec o a la vida de esas personas

sobre las medidas adoptadas al y

25 de octubre de 1989 se envió otro tella en rel" 1 egrama al Gobierno de
aC10n con a denuncia de que Em'l' . ,

Leone1 y Rigoberto Arizandieta Fr h b~ 10 Ar1zand1eta y sus hijosanca a 1an sido am d
por miembros del servicio de ' f ., enazaos de muerte,
mantenido una vigilancia cons~n ~rmac10n del ejército G-2, los

25 de septiembre de 1989 Se f' abn e a l~,casa de los amenazados
d T ' ,a 1rma a tamb1en que la f '1'

e ax1SCO, departamento de Santa R ' , am1 1a,
se había afiliado al GAM elosa 9 V1V1a 7n esa ciudad, y que

su otro hijo, Reyes Aníbal Ari d' t 16 de sept1embre de 1989, fecha
trabajaba en la granja de Sant z~n ~e a S~ntos, había desaparecido

.tolrulación recibida, el administrad~r :r1~ y M1r~nda, de Taxisco. Según
había acusado a los hijos del S Ae, a g:anJa, Julio Marroquín

de muerte. r. r1zand1eta de guerrilleros y les

de civil, y se sos que
~Lua.~~U1Jlal.es de Paz habían recibido

sus locales habían sido des
lanzadas por desconocidos.

Arno1do Coy Caal y Ernesto Coy Caa1, campesinos, Panzós,
Departamento de Alta Verapaz, amenazados de muerte en abril de 1989

un oficial del ejército, mientras estaban detenidos en el
militar de Panzós.

Antonio Argueta,abogado de la Unión Sindical de Trabajadores de
Guatemala (UNSITRAGUA),y Víctor Ba.rcácelis, Secretario General de
la Federación Nacional de Trabajadores del Estado de Guatemala
(FENASTEG);aménazados de muertee19de marzo de 1989 por el
denominado "Frente de Reacción Nacional";

c)

183. El 18 de agosto de 1989 se envió otro telegrama al Gobierno de Guatemala
en relación con las amenazas de muerte recibidas por la Presidenta del GAM,
Nineth de Gareía, que afirmaba haber sido objeto de amenazas desde el 6 de
agosto de 1989 por hombres vestidos de civil que llevaban armas de gran
calibre, así como por otros miembros del GAM. También se denunciaba que los
locales del GAM habian sido destruidos por granadas de mano arrojadas por

Doce líderes estudiantiles de la Asociación de Estudiantes
Universitarios. (AEU), amenazados de muerte en abril de 1989 por
grupos que se autodenominaban "La.Do10rosa" Y el "Jaguar Justiciero";

181. El Relator Especial pedía al Gobierno que investigara las denuncias Y
que tomara las medidas necesarias para proteger la vida de esas personas
interesadas, Y solicitaba información sobre los resultados de esas
investigaciones y las medidas que se hubieran adoptado.

182. El 24 de julio de 1989 se envió una.carta Gobierno de Guatemala, en
la que se le transmitían d.enuncias con arreglo a cuales durante los
primeros meses de 1989 se habían seguido produciendo en Guatemala muertes que
se atribuían a personal del ejércitoo. a miembros de las patrullas de
autodefensa civil. Se decía, por ejemplo,. que cuat.roaldeanos de Amacchel,
Municipio de Chaju1, Departamento de El Quiché, habían sido mortalmente
heridos ellO de enero de 1989 por personal del ejército Y miembros de las
patrullas de autodefensa civil (PAC). Además, se denunciaban las siguientes

amenazas de muerte:

180. El 21 de julio de 1989 se envió otro telegrama al Gobierno de Guatemala
en relación con 22 personas, supuestos miembros del Consejo de Comunidades
Etnicas "Runuje1 Junam" (CERJ) y de las Patrullas de Autodefensa Civil de la
aldea La Primavera, Departamento de El Quiché. Según la información recibida,
esas personas habían estado siendo amenazadas de muerte por miembros de las
fuerzas armadas desde fines de 1988. La última amenaza de muerte databa, al
parecer, del 1° de julio de 1989. También se les había advertido que debían

dejar de pertenecer al CERJ.

179. El Relator Especial pedía al Gobierno que tomara las medidas necesarias
para proteger el derecho a la vida de esas personas Y solicitaba información,
en particular sobre las medidas adoptadas por el Gobierno al respecto.

Ulteriormente, otro ciudadano, Sebastián Xon Tzoc, había sido, según se
informaba, verbalmente amenazado de muerte por funcionarios de la policía

judicial vestidos de civil.
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Masacre de la aldea El Ad o guacate El 22 d .esaparecló Carlos Humbert G ' e novlembre de 1988
ald dIo uerra CalleJ'as ' oea e E Aguacate en el o:. 9 comlsarlo militar de la
Departamento de Chimal te . mumc i.pao de San Andrés Itzapa
El A nango. El 24 de n ' b 'guacate que estaban buscando al oVl~m re, 30 aldeanos de
un grupo de hombres armados desaparec1do se encontraron con
detenido. Once de los 30 ldque supuestamente lo mantenían
fue ' a eanos lograron h '~on secuestrados. Dos de los U1r, pero 22 cmnpesinos
habla sucedido. Eso hizo posibl que lograron huir relataron 10 que
armado. Se trataba de la de ,e comprobar la identidad del grupo
Pue~lo en Armas (aRPA), pert:~:~~:~~eOrganiza7ión Revolucionaria del
Nac10nal Guatemalteca (URNG) El a la Unldad Revolucionaria
Car~os Humberto Guerra Calle:as 25 de ~oviembre, el cuerpo de
nov1embre de 1988, fue halla~o ; que h~b~a desaparecido el 22 de
El Aguacate. El 26 de noviembre dos kllometros al sur de la aldea·
encontraron los cadáveres d 1 de 1988, patrullas militares
co~unes al sur de El Aguaca~e.osT~~~os 21, enterrados en tres fosas
senales de tortura y estrang lOs los cuerpos presentabanu amJ.ento.

o El proceso se estaba tramitan
PrJ.mera Instancia Penal de S t ?O ante el Juzgado Primero de
Chimaltenango. Un acusad en enCla en el Departamento de
genocidio, secuestro roba se encontraba detenido por los delitos
f ' o agravado y t " de
uego. El juez que presidía el t 0b enenCJ.a J.legal de arma de

de detención contra varias person:~ unal estaba,preparando una orden
o ' que eran mJ.embros de la üRPA.

EIJ.zabeth PaniaguaLPanel Blanca
encontraba en fase sumarial. • EL proceso judicial aún se

)

Relator Especial pedía al Gob
las ~edidas necesarias para pro que , las denuncias y

lnformación sobre los 1 la vld~ de esas personas. y
t " , resu tados de la' 'pro ecc i.on efectivamente adoptadas rnves t í.gec í.ón y sobre las

por el Gobierno.

de agosto de 1989 se recib"en M t ' 10 una carta de la C ' ",~~"~~d a erla de Derechos Huma omlSl0n Asesora de la
la siguiente información sobren~:;i~:lpGob de , queresuntos casos de homicidio:

Cincopersonas cuyosnombres se mencionaban en. la carta, fueron
heridas mortalmente alrededor del 14 de septiembre de 1989,
supuestamente por miembros del ejército pertenecientes a la base
militar N° 18 de San Marcos, habiendo aparecido suS cuerpos, que
presentaban señales de tortura, ese día en el km 18 de la carretera
que Ut1e Quezaltenangocon San Marcos, Jurisdicción de San Juan
ost.uncalcC> y Santa María sa.catepéquez

Carlos Rumberto Cabrera Rivera, 45 años, profesor de la Facultad de
Humanidades de la USAC, exntiembro de laAEU y dirigente magisterial
presuntarnetlte"detenido en Ciudad de Guatemala el día 9 de septiembre

mortalmente el 10 de septiembre, habiendo
aparecido su cuerpo, con señales de tortura, ese día cerca de la

Universidad de San Carlos;

Eduardo Antonio López Palencia, 24 años, estudiante de Ciencias
Químicas en la USAC y e:l{dirigente de la AEU, presuntamente detenido
en Ciudad de Guatemaláel día 9de septiembre de 1989, fue herido
morta.lmente •etlO?eseRtiembre, •• habiendo aparecido su cuerpo, con
señales de tortura, ese día en el km 64 de la carretera
El progreso_Guatatoya,.1urisdicc:iótl·de Sanarate;

Carlos Leonel Chuta Camey, 31 años, estudiante de Ciencias Jurídicas
y sociales en la USAC y exdirigente de la AEU, presuntamente
detenido el día 8 de septiembre de 1989 en Ciudad de Guatemala, fue
herido mortalmente ellO de·septiembre, habiendo aparecido su
cuerpo, con señales de tortura, ese día cerca de la Universidad de

San Carlos;

Silvia María Azurdia Utrera, 33 años, socióloga por la Universidad
de San Carlos (USAC) y ex~irigente de la Asociación de Estudiantes
Universitarios (AEU), y víctor Rugo Rodríguez Jaramillo, 31 años,
estudiante de Ciencias Políticas en la USAC y exdirigente de la AEU,
presuntamente detenidos el día 23 de agosto de 1989, fueron heridos
mortalmente ella de septiembre, habiendo aparecido sus cuerpos, con
señales de tortura, ese día cerca de la Universidad de San Carlos;

Juan Baltazar Marcos, representante de los repatriados ante el
Diálogo Nacional en Guatemala, fue herido mortalmente ello de
agosto de 1989, habiendo aparecido su cuerpo ese día en Puente Río
Negro, Ixcán, Departamento de El Quiché;

k)

j)

h)

g)

f) María Toj, de San Miguel Uspantán, Departamento de El Quiché, fue
herida mortalmente el 29 de agosto de 1989;

e) Alfonso De León, mortalmente herido, según se afirma, por el jefe
del destacamento militar de San Miguel Uspantán, Departamento de
El Quiché, el día 29 de agosto de 1989, después de haber sido

torturado;

d)
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la

muerto a
hab

y, en
competentes,

<'UV¡JLClOO para

poI
cuando

aún estaba

29 de octubre de 1988, Jacques Phi1'
dos hombres, uno de los e 1 'b 1ppe fue muerto en Bon Repos

, ua es 1 a seg' d'1tar. Phi1ippe que h b' ,un se 1ce, vestido de, , a 1a presentado una d '
, deb1a comparecer el 31 d t b enunC1a por previos

e oc u re en una audiencia ante

El 15 de sept~~J"'lY'~
tiros en su casa
disparado sin
puerta. Se afirmaba
pendiente.

Relator Especial pedía informaci'
sobre las investigaciones h ~n sobre esas denuncias
autopsia b ec as por las autoridades

, ,,' y so re las medidas que se hub
repet1c10n de tales hechos.

t~ el momento de la preparación del
n1nguna respuesta del Gobierno d G presente informe no se hab

e uyana.

24 de noviembre de 1988 se enc t '
de Puerto Príncipe el cuer;o de F onlro en el depósito de cadáveres
parecer, señales de malos tr tare Joseph, que presentaba, al
Director del Departamento d alaS. ~egú~,e1 Mayor Jean Eugene José,

e nvest1gac10n Antigang, en cuyas

b)

de abril de 1989, el Relator Es' , ,
relación con denuncias de pe?1al enV10 una carta al Gobierno

·~~·u~.aL por miembros de 1 f que var1as personas hab s muertas,

Especial enU::ra~:r~~: :~g~~:~~;:a~a:o:;nudovestidos de

El 27 de octubre de 1988 d tt' , uran e una discu " b1erras, tres campesinos f' S10n so re cuestiones de
campesinos de Petit-Jard' ueron muertos en Parc Cheval por otros
denuncia, obedecían a la~n,a~mados con palos y picos, que, según la
ejército. or enes de un sargento y un cabo del

José Rolando Panta1eón Hernández. El proceso se estaba tramitando
ante el Juzgado Primero de Primera Instancia de Instrucción Penal,
se encontraba en fase sumarial. En ese caso no se habían formulado
cargos.

Chimaltenango. El caso se encontraba en el Juzgado Segundo de
Primera Instancia de Instrucción Penal, en etapa sumarial.

El 4 de febrero de 1989, Budhram Jaima1, de 42 años, fue encontrado
muerto en su celda en la comisaría. Según se informaba, había sido
detenido después de haber sido herido de bala por un policía
ellO de febrero de 1989, cuando sufría un ataque de una enfermedad
mental que padecía. Aunque aparentemente la policía había
presentado esa muerte como un suicidio, la autopsia practicada
el cadáver de Jaima1 había.r~ve1adohemorragia cerebral con
contusiones. Se afirmaba que nadie había sido formalmente acusado
de esá·lUuerte.

c)

d)

a)

192. El 30 de noviembre 1989 se recíbió una respuesta del Gobierno de
Guatemala a los telegramas del Relator Especial y a su carta del 24 de julio
de 1989, respuesta en la que se decía que todos los casos mencionados en esas
comunicaciones habían sido oficialmente comunicados a las autoridades
competentes y que, con respecto a L'''caso de lafamilia Chitay Nech , la Comis
Asesora de la Presidencia en Materia de Derechos Humanos (COPADEH) había
pedido al fis~a1 que incoaraut"genteIl1~nteun proceso contra los responsables
de las amenazas y el hostigamiento contra esa familia.

Guyana

e) Marta Odi1ia Raxaja1 Sisimit, María Esteban Sisimit y
Camilo García Luis. Estos casos se habían reabierto. Se estaban
realizando investigaciones para identificar a los responsables.
El proceso se tramitaba ante al Juzgado Primero de Primera Instanc
Penal de Sentencia del Departamento de Chima1tenando.

191, El 31 de agosto de 1989 se recibió una respuesta del Gobierno de
Guatemala al telegrama del Relator Especial del 18 de agosto de 1989, en la
que se transmitía información procedente del Ministerio de Gobernación,
información según la cual, al recibir el pedido de intervención, el Minis
había dado órdenes a los órganos competentes para que se brindara
inmediatamente la protección necesaria y había pedido a los órganos de
seguridad de la zona más información sobre esos casos.
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193. El 14 de noviembre de 1989,. e1Relator Especial envió una carta al
Gobierno de Guyana, en la que le transmitía denuncias según las cuales varias
personas habían sido'sumariamente ejecutadas por miembros de la fuerza
policial, en particular por miembros pertenecientes al Departamento de
Investigación CriminaL (CID) y a la rama especial. Se afirmaba que en
habían producido las siguientes muertes:



no se habdel presente
de

Relator
sobre las

el

Especial reiteraba el llamamiento que habia hecho en su
del 2 de febrero de 1989 en relación con las personas citadas y

información al respecto.

ta el momento de la
ninguna respuesta del

2 de febrero de 1989, el Relator ial envió un telegrama al
Honduras acerca de las amenazas de muerte por

paramilitar denominado "Triple A" contra Juan Almendares Bonilla,
de Universidad Nacional de Honduras y pres del Comité

de Organizaciones Populares; Arturo Reina, ex rector de la
Nacional de Honduras; Ramón Custodio López, ex Presidente del
la Defensa de los Derechos Humanos en Honduras (CODEH);
Puerto, Vicepresidente del CODEH, y Héctor Hernández Fuentes,

de la Federación Unitaria de Trabajadores de Honduras.

Relator Especial, habiendo recibido manifestaciones de preocupación
de las personas citadas, instaba al Gobierno a que adoptara las

para sus y solicitaba sobre

11 de abril de 1989 se envió al Gobierno de Honduras otro telegrama
las presuntas amenazas persistentes de muerte contra Ramón Custodio

Aníba1 Puerto y Héctor Hernández. Según la información recibida,
personas, así como diversos miembros de sus familias, habían sido objeto

de muerte y ataques contra sus bienes por el grupo
"Triple A". Se afirmaba, por otra parte, que las amenazas se

vez con más frecuencia.

10 de julio de 1989 se envió un nuevo telegrama al Gobierno de
s.acerca de las denuncias según las cuales Salomón Vallecillo Andrade,
ñós de edad, Presidente del Sindicato de Trabajadores de la Tabacalera
~a (SITRATAH), y un dirigente de la Federación Unitaria de Trabajadores
uras (FUTH) habían sido asesinados el 6 de julio de 1989, y los nombres
ilion Vallecillo Andrade y otros dirigentes sindicales figuraban en una
de muerte" preparada por las fuerzas armadas. En esa lista figuraban
, al parecer, Gladys Petrona Williams Lanza, Presidenta del Sindicato
~jadores de la Empresa Nacional de Energía Eléctrica (STENEE), e
Barahona, dirigente del mismo Sindicato, que presuntamente habían

do amenazas de muerte por teléfono el día de la muerte de Vallecillo

El Relator Especial, habiendo recibido expresiones de profunda
R~ción por las recientes violaciones del derecho a la vida y por la
dad de las personas amenazadas de muerte, instaba al Gobierno a que

informaba,
policía

José desde el 17 noviembre
el mismo día a causa del mal

Le Jeune iLeblanc , de 29·añosde<eda.d,·f~e, seg~: ~:
muerto el 25 de agosto de 1989 por un m~embro ,
antigang, en cuyos locales se encontraba deten1do.

de 20 años de edad, murió, a
Según otra ~ue~te: W~:1~~8~au~~u.~ tiro de revólver, disparado por
principios e Jun10 Basse:Terre, segunda sección comunal de
el jefe de sección de , , '
Marchand-Dessalines (Art~bon1te), Chrisnér Adr~en.

, de Labadie (MJL), fueron
de l Movimiento de JovenesCuatro miembros de 1988 por
9 d 11 s con uniforme militar. Se

unos 10 hombres armados, alguhnbo~ e beie~to el fuego, se había
'b entre los que a 1an a daf1rma a que, " dos soldados estaciona os en

reconocido al jefe de Se?C10~ y a El Movimiento de Jóvenes de
petite-Riviere de la Art1bon1te: d .nazas Y hostigamiento por

b ' Ld siendo obJeto e ame
Labadie ha aa ~e~u1 o ..•.•• re ión dé Labadie. Al parecer, en
parte de los mJ.11tares en la ~ . . , " gubernamental de
marzo de 1989 se había e~ta~lec1do una C~~~:1~~ agosto de 1988,
investigación sobre los 1fic1dentes ocur~al1 puesto en eonocimiento
las conclu.siones de esa encuesta no se
del~RelatorEspecial.

d 's había estado encarceladodepen enc~a 'd
de 1988, la muerte se hab~a produc~ o
estado de salud del deten1do.

, 88 Michelet Dubréus y Jean Félix murieron,
El 27 de nov1embre de 19, C't' S 1 il a manos de un grupo, f n una casa de ~ e o e ,
según los 1n ormes, e, ivil ue eran miembros del
de cuatro hombres, ves:1do~,de c, ~ q acompañados por un sargento
Departamento de Invest1gac10n Ant1bgabgl' . t pertenecía a la unidad

" d iforme que pro a emen e .
del ejerc:to, e un " Félix miembros de la Federasyon
de Fort D~ma~che. Dubreus ~ habí~n declarado ya anteriormente por
Asocyacyon S1te ~oley (!A~S 'amenazas de muerte por haber
la radio que hab1an rec1b1do 1 "dico de su asociación a los
identificado públicamente en e ~e~1o, 1 sia de Sto Jean Basca
presuntos autores de la matanza e a ~g e
el 11 de septiembre de 1988.

d)

e

b)

a)

d)

" t carta al Gobierno de Haití en198 El 30 de octubre de 1989, se env~o o :a
·se le transmitían las siguientes denunc1as:que

~ de edad fue muerto a balazos, según, M 1 'sin de 43 anos, " d 1
Jo~n~sb a v~~12 ~e julio de 1989 en Savien, primera secc~onl e a
af1rma a, e , 't Los responsables eran, a
Petite~Riviere de la Art~bon: e. d 1 b Wilfred Pierre-Louis.

h 't' baJ'o las ordenes e ca osoldados a~ ~anos , d' implicado en varios
, , h b' estado segun se 1ce, b'

Malvo~s~n a 1a , 1 " de Artibonite Y ha ~a
conflictos con hacendados de a reg10n

ido

, "" f . ciónsobre estas denuncias y, en
197. El Relator Espec~al p~~~o :n orma h las autoridades competentes

b 1 invest1gac~ones hec as por ,
particular, so re ,as b 1 edidas adoptadas para imped1r que
incluida la autopS1a, y so re as m
a producirse tales hechos.
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I

de
Las

y las
hasta

un
Escuela

de la DNI.

del
TfuI\Cl~HE;A)9 fue

estaba
Sula.

Comayagüela, por de la
, ., 10 habían dado por muerto

púb l í.co ~" de abril de 1 e Al 1
el 4 de abr1l de 1989, fue nuev&nente

El 4 de JOulo d 1989, 10 e , fue muerto el 'efe
~a Col~n1a La Paz Edgardo Herrera, d~ 37
1nvest1gaciones real bt . so re su caso por
au or1dades judiciales no habla fecha. dado resultado

E~ S,de julio de 1989, el Sr Mart
S1nd1cato de Trabajadores de C t 9 ex
muerto por un agente de las "FS;men o~ de Honduras
investigando en el Primer Trib . lsupuelstamente eluna en o Penal de San

Especial pedía información b
sobre las investigaciones real' s~ re estas denuncias y, en
incluidas las autopsias ~za as por l~s autoridades

repetición de tales hech ' y so re toda med1da adoptada para
os.

El 6 de julio de 1989 el Pres dI"
la Tabacalera Hondureña (SITRATAH) e S1nd1cato de de
de edad, fue muerto a tiros "S' Vallecill0,l' en an Pedro Sula LO' .
rea 1zadas sobre su caso por 1 1" • as 1nvest1gac10nes
no habían dado resultado al a hPO 1C1a y las autoridades judiciales

guno asta la fecha.

El 11 de julio de 1989, el Director del
Superiores del Centro Universit .' R ,Departamento de Estudios
dirigente del Frente Unido U . ar1? e~10nal de; Norte (CURN) ,

de Derecho R n1vers1tar1o Democratico (FUUD) y
f omano, Roberto Ramón G d

ue muerto a tiros frente a su domi " a~ay"e 39 años de edad 9

Las investigaciones realizadas b c1l10 en la Colonia Satélite.
autoridades judiciales no hab' sOdrde su caso por la policía y las
la fecha. 1an a o resultado alguno hasta

de diciembre de 1989 se envió unlas presuntas amenazas d telegrama al Gobierno de Honduras
de la Universidad Autóno:am~:r~e ~ontra Al~endare~ Bonilla, médico y

de Organizaciones Populares (~~O~)~s~ a~1 como J:fe ~el Comité
Puerto, Presidente y Vicep 'd ' amon Custod10 Lopez yH reS1 ente del Comité 1
umanos en Honduras (CODEH), H' t ' para a Defensa de

Reyes, Presidente y Vicepresid~nt:cd~rlHernandeZ,!Uent:s y
de Honduras (FUTH)' Glady L a ~ederac10n Un1taria de

d 1
,s anza, Pres1denta d 1 S' d'

e a Empresa de Energía Elé t' ( e 1n 1cato dec r1ca STENEE), y Ramón Varela ,

, ién se habían recibido informes de fr
t~~to a dirigentes políticos y . d' lecuentes amenazas de muerte yh S1n 1ca es así como t"

umanos. Un grupo denominado 1 Al ' " a ac 1v1stas de
tenía vínculos con las f a de Acc10n Anticomunista, que

, uerzas armadas, presuntamente había
a una ser1e de personas Ad ' ,
ni acusado por muertes ~nt :mas, se af1rmaba que nadie
y Moisés Landaverde. er10res, tales como las de

d) El 4 de abril de 1989, el cuerpo de Norberto Flores Flores fue
Tegucigalpa. Flores había sido

1989 en la colonia de Las Torres,

b) El 25 de abril de 1988, Virgil Santos Saen, refugiado en el
campamento de Colomoncagua, departa1l1ento de Intibuca, fue asesinado

por loS soldados.

e) El 27 dé julio de 1988, José MaríaAyala,de 37 años de edad,
refugiado salvadoreño .en el campamento de Mesa Grande, en
Ocotepeque, fue muerto a tiros por personal militar.

a) El 4 de enero de 1988, el cuerpo de José> Lito Aguilera fue
a sus familiares por ocho personas fuertemente armadas, entre las

y sargentos; la víctima había sido detenida
ello de enero de 1988 en el mercado de San Isidro Y trasladada a
los locales del Batallón de Fuerzas Especiales.

208. El Relator Especial instaba al Gobierno a qUé investigara los casos
citados Y a que adoptara las medidas necesarias para proteger a las personas
amenazadas de muerte, y solicitaba información sobre el resultado de las
investigaciones y las medidas adoptadas para proteger sus vidas.

209. El 24 de julio de 1989 Gobierno de Honduras,
que se le transmitían denuncias según las cuales entre 1987 Y 1989 diez
personas habí/;insidoasesinadas~pormotivosPo1íticos,por miembros de las
fuerzas armadas, haciéndose constar que, en la mayoría de los casos, las
víctimas habían sido primero secuestradas y torturadas Y se habían
sus domicilios. El Relator Especial describía, a título de ejemplo,

siguientes:

207. El 20 de julio de 1989 se envió otro telegrama al Gobierno de Honduras
acerca de las presuntas amenazas de muerte recibidas por Héctor Hernández
Fuente, Presidente de la Federación Unitaria de Trabajadores de Honduras
(FUTH), y Luciano Barrera, ex Secretario General de la Confederación Nacional
de Trabajadores Campesinos (CNTC). Se afirmaba además que Jorge Alberto
Espinal Coraccioli, jefe de la unidad de documentación del Comité para la
Defensa de los Derechos Humanos en Honduras (CODEH), había recibido llamadas
telefónicas anónimas en las que se le amenazaba de muerte y que había sido
intimidado en un lugar público por una persona vestida de paisano. Asimismo
se afirmaba que Edgardo Herrera, de 37 años de edad, tesorero del Frente de
Reforma Universitaria (FRU), había sido asesinado el 4 de julio de 1989, Y
ese mismo día su amigo Carlos Cardona Ma1donado había sido seguido por
personas que iban en automóviles con vidrios ahumados, que también se
presentaron en su domicilio Y preguntaron por él. Finalmente, se decía que
las muertes de San Pedro Sula se habían producido por motivos políticos Y
en todos los casos se habían utilizado armas destinadas al uso exclusivo de

las fuerzas armadas.

adoptara todas las medidas necesarias para investigar los casoS citados Y
proteger las vidas de las personas amenazadas de muerte, Y solicitaba
i~formación sobre el resultado de las investigaciones Y sobre las medidas

adoptadas para su protección.
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obstante
emboscada y Nolberto ices
of ~ c t b resul~ es a an 1

se d ~ o a la ' tratando de -os~ en' , a sus atacantes
donde rec~b . un caX:L que 10 llevó al~ p d h Escuela
encontrado por los ofie or os ~ridas recibidas, y donde fuF1 de la DNI Porv últ í - . e

ores los llevó al re~u' d· 1 or ,t:Lmo, Nolberto Flores
llegaron allí, Flores L g:LO e os cr:Lminales. Cuando
oficiales, temerosos de que 1 h,a,correr, por 10. que los
h' . os :LC:Lera caer e:LC:Leron uso de sus armas r 1 ,. n una nueva trampa
su vez el tribunal mil _eg a~mentar:Las y 10 hirieron de muerte. A
habían iniciado las invest' , que el 6 de abril de 1989 ~e, :LgaC:Lones para d t . o,

:Lrcunstancias en que h b' . e erm:Lnar las
h b

' a :La perd:Ldo vida N lb
y se a :Lan dirigido comunicacion' o erto Flores Flores,
Forense del Tribunal Supr d es ~l.Departamento de Medicina
D' , , emo e JUSt:LC:L8 al H . 1:LreCC:Lon Nacional de Inves t í .,. osp í.ta Escuela a la
oficiales de la DNI han c :Lgac7ones, etc. Hasta la fecha ~res
que éste pueda determ~naromqP~reC:LdOante el tribunal milita; para

~ ue respons b'l'd d 1
muerte de Nolberto Flores Flor ,a :L :L a es corresponde por la
en caso de que se les consider:sc~l~~~~e~~benresponder de este acto

dificultades • Las autoridades judiciales
criminales, ya que no cont bPar a esclarecer y estudiar los

d í • 1 a a con una 1" ,JU 1C1a. La investigac'" po :LC:La tecnica10n segu:La su curso.

)

de julio de 1989 el Relator Es' ", en la que le comunicaban d pe~1a1 enV10 una carta al Gobierno
pa.~~on de las fuerzas de po1icíae:~n~~:s :ec~bidas sobre las1gU:Lentes muertes:

febrero de 1989, en el Estado de Assam
mOlví.mí.eulto en pro de una patri ' y en el contexto del

diez personas habían res~l~e~arada para la tribu boda, por 10
vu~~.gLLZ1, entre ellas Uppen Basumata muertas en el pueblo de

, que había sido muerto el 16adar y, un estudiante de 14 años de
por personas que actuaban en c ,e m~rzo de 1989, presuntamente

n h' onn:LvenC:La con la 1"o se ab1an adoptado medidas ar' ,po 1C1a. Se suponía
detener a los responsables de 11 p a :LnVest1gar esas muertes o

e as.

recibió de la Comisión Interinstituciona1

sobre los casos siguientes:

i Héctor Hernández Juan Almendares
Aniba.lPuertoy. G1adysLa.nza •.. Las denuncias de amenazas de muerte
contra estaspersonas se habían hecho únicamente por sed de
publi.cid~d., ••• puest() .queinillgulla de.e11as había presentado ninguna
forl1l~~ ante~ostr~bu:nalesi.competelltesi·.• Estas personas gozaban de
todas las garantiasprevistas en la Constitución de la República.

José Lito Aguilera. Aunque no había concluido
sobre su muerte, las pesquisas efectuadas por los tribunales
competentes daban a entender que los motivos de esas muertes no
polítiCós y que los asesinatos no habían sido cometidos por "unos
"escuadrones de la muerte", que en el pa.ís no existían". En
relación con la muerte de José Lito Agui1era, el tribunal militar
competente había efectuado investiga.ciones, pero hasta el momento
se había acusado ni hecho comparecer ante los tribunales a ninguna

persona.

Saloro'ti V 11eci11 An r ar o Herrera R)

b)

216 Relator Especial
Derechos Humanos informes

El 2 de junio de 1989, se recibió una carta del Gobierno de Honduras,
con la que se transmitía una comunicación de la Comisión Interinstitucional
Derechos Humanos de Honduras sobre los presuntos casos de detención Y amlen.azas

muerte. Según esa comunicación, Milton Jimenez Puerto estaba desempeñando
de abogado, con todas las>garantias.aque tenía derecho, Y el caso

de David Franco no era del conocimiento de la Comisión. En cuanto a las
presuntas amenazas de muerte cóntra J ttall A1mend.a r e z Bonilla, Jorge Arturo

, Ramón Custodio López Oscar Aníba1 Puerto, se afirmaba que al parecer
se habían hecho circular con fines publicitarios, y que

Ramón Custodio López no protección que se le había ~~._~,.~

214. EllO de febrero de 1989·se recibió una respuesta del Presidente de la
Comisión Interinstitucional de Derechos Humanos (CIDH), en la que se
manifestaba preocupación por la situación de las personas citadas Y se
a la comunidad internacional a manifestar su solidaridad con Honduras, puesto
que los actos perpetrados por grupos tanto de extrema izquierda como de
extrema derecha perjudicaban al sistema democrático del país. Honduras
emplearía todos los medios a Su disposición para tratar de proteger a esas
personas, con el apoyo de la Comisión Interinstituciona1, y pedía al Relator
Especial que intercediera ante esos grupOS a fin de evitar resultados fatales

213. El Relator Especial instaba al Gobierno a investigar estos casos Y a
adoptar las medidas necesarias para proteger las vidas de las personas
amenazadas, Y pedía información sobre los resultados de las investigaciones y
sobre las medidas que se adoptaban para la protección de los interesados.

sindicalista y miembro del Comité Ejecutivo de la FUTH. De acuerdo con la
información recibida, el 13 de noviembre de 1989 se hizo una llamada
telefónica anónima al domicilio de G1adys Lanza para dar los nombres de los
siete y decir que iban a morir. El 15 de noviembre de 1989 se declara que
estalló una bomba de gran potencia en la casa de Gladys Lanza, que produjo
muchos daños Y le causÓ a ella heridas leves en los pies.
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El 24 de abril de 1989 . p~ '11, en u1 aur g Surinder
Un ~a~ A. S. P. y un tal S. H. O. y co~ducido
p~lic1a, donde fue torturado. Murió 1 d' a la
libertad. e 1a

El 14 de abril de 1989. L dh',en u 1ana,
su domicilio. El 21 de abril la poI
muerto en un encuentro.

El ~6,de mayo de 1989, en Patiala. AvtarPOli d P . 1 ' fue muerto por la
d~:a e at1a a después de haber sido torturado

se 1JO que la muerte hab ocurrido durante, un e Posencuentro.

EllO de junio de 1989, en Ludhíana Charanjit Singh fue
por un tal S. H. O. y otros agentes'de policía de Kharar detenido
cerca de Mu11anpur en la noche del 2 1 3 .. y muerto
descrito por las autoridades a. E1.1nc1dente fuecomo muerte ocurrida en un encuentro.

El 30 de marzo de 1989 en 1 IdBahi Sarwan Singh y SUkhdev ~.a he~ de Khatkar~a1an, Manjit Sigh,
Banga y muertos cerca de la a~ndega dUeeBron det:n1dos por la policía deorowaSi.

El 29 de marzo de 1989, en Nurmaha1, Ba1raj Singh Raji fue
por la policía de Nurmaha1. fue torturado y detenidode 1989. ' murió el 15 de abril

El 25 de abril de 1989, en Bakhu arh 'la policía de Hoshiarpur S 1 gh' ' Roshan Singh fue detenido por
ellO de mayo de 1989 ;oste ,e 1Z0 comparecer ante un tribunal

• e r í.ormen t e , la pol.dc i .-
resultado muerto en un encuentro. 1a anunC10 que había

Rajinder Pal Singh Gill, profesor de la Universidad Agrícola de
Punjab, Ludhiana, había presuntamente muerto el 26 de enero de
mientras estaba en manos de la policía, después de haber sido
detenido en el domicilio de un familiar en Chandigarh, el 25 de
enero de 1989. Según la policía, que no presentó ninguna prueba,
había muerto en un encuentro armado, pero varios testigos
presenciales decían haber visto al profesor detenido en la sede de
la CrA en Ludhiana, en la noche del 25 de enero Y nuevamente
alrededor de las 9 de la mañana del 26. Como resultado de la
presentación de un recurso de pabeas corpus el 8 de febrero de
el Tribunal Superior de Punjab y Hariyana presuntamente dio, según
parece, instrucciones a la policía para que hiciera comparecer al
interesado ellO de febrero ante el Tribunal. La policía había
pedido una ampliación de ese período, y el 15 de febrero el
superintendente superior había anunciado que el interesado Y otras
dos personas habían sido muertos en un "encuentro" con la policía
Khehra Bet, el 26 de enero.

b)

c) En relación con las presuntas muertes ocurridas durante los
violencia colectiva producidos a finales de mayo de 1987 en
Uttar Pradesh, muertes que el Relator Especial había puesto en
conocimiento del Gobierno de la India, 13 de las víctimas habían
sido, al parecer, . identificadas. Aunque en la respuesta oficial al
Relator Especial de 13 de septiembre de 1988 se afirmaba que el
Gobierno del Estado de Uttar Pradesh estaba realizando
investigaciones, por el momento no se tenía conocimiento de que se
hubieran publicado los resultados de investigación alguna.

220. El 8 de noviembre se de la
acerca de un informe, según el cual en las semanas anteriores, en diversos
pueblos de Uttar Pradesh, Rajasthan, Madhya Pradesh, Bihar, Bengal Y Gujarat
cientos de personas habían muerto de resultas de actos de la violencia
colectiva. En Bhagalpur, entre el 24yel 26 de octubre de 1989, habían
muerto, según el informe, más de cien presuntos musulmanes en violentos
enfrentamientos.comunales. Se afirmaba, por atraparte, que no había habido
por parte de las autoridades encargadas de hacer·cumplir la ley ninguna
intervención efectiva para evitar los enfrentamientos Y la muerte de
ciudadanos. A este respecto,semanifestabapreocupación ante la posibilidad
de que ocurrieran más incidentes de violencia en Ayodhyay otros pueblos a
medidaqu~.aumentaba la tensión comunitaria a raíz de haberse puesto los
cimientos de un templo hindú en. el lugar en encontraba la mezquita

Babri Masjid.

219. El 24 de julio de 1989 se envió otra carta al Gobierno de la India, en
la que se le comunicaba una serie de. informes de.muertes de civiles no
en Sri Lanka,.muertes de las que supuestamente eran responsables miembros de
la Fuerza India de Mantenimiento de la Paz (véanse los párrs. 379 Y ss. del

presente documento).

218. El Relator Especial pedía información sobre estos casos y, en
particular, sobre toda investigación realizada por las autoridades

inclusión de las autopsias, así como sobre toda medida
pa.ta impedir que volvieran a ocurrir tales hechos.
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El 15 d~ julio de 1989, Basudev (o Vasudeo)
edad, m1nero de carbón y miembro dI" ' de 55 años de
carbón, fue detenido y m t e smd1cato de mineros del
Loyabad. Se afirmaba ad~:~SOq~eg~;pesl:n, co~isaría de policía de
connivencia con el médico q h b' po 1?1a hab1a procedido en
había dado un informe que n~e, a ~a rea11zado la autopsia, el cual

1nvo ucraba a la policía,

El 9 de mayo de 1989 Mohammad Muntaz '
hospital Bahri, después de hab 'd' de Hazar1bagh, murió en el
Bahri mientras se hallaba b ' €Ir S1 o to:turado por la policía de

b í ajo su cus t odí.a Segú 1· 1"
cam 10, hab1a resultado herido dI: un, a po 1C1a, en
al ser trasladado de Bahri a Ha~~~b~ :a to de u~ ~eep de la policía
cuerpo a sus parientes sino 1 g. ~a po11c1a no entregó el, que o enterro en un lugar desconocido.

Especia~ pedía in~ormación sobre los casos citados
~~~~.~~l~J.UllE,~S real:za?a~, aS1 como sobre toda medida ado

organo Jud1c1al para determinar los hechos y ~:~:~

15 de diciembre de 1989 se recibió dI'
al telegrama del Relator Especial d:l ~0~1erno,de la India una

a en la que se decía ue 1 ,,' e nov1embre de 1989,
dde religión y la tol~ranc~aconst1tu?1?ngarantizaba el derecho a la

, y perm1t1a que las per d"
es gozaran plenamente de sus de h l' sonas e d1st1ntas. rec os y 1bertades y

e encargaba a los funcionarios 'bl' ' que, en todo
iode sus funciones oficiales pu 1COS que velaran por que, en el, se respetaran plenament 1 d' ,
nes y creencias y no se disc ' , e as 1st1ntasr1m1nara contra las personas que profesaran

e~ún la respuesta, a pesar del sincero d '~1a religiosa, a veces se prod' , ,eseo del Gob1erno de mantener
~os casos, se habían producidOuc1an 1nc1den~es de violencia colectiva.
s mal informadas o de elementosa c~~sec~enc1a del comportamiento de
do de confusiones y prej " an 1soc1ales; otras habían sido
ades. Siempre que se r~~C1?S entre miembros de las distintas
9>actua~a rápidamente ~arau~~:~r~~:~sl:e;iole~~ia comun~taria, el
TS y, S1empre que los organismos of' , lS1tuac;on y cast1gar a los
cidentes, sé tomaban medida ,1c1a es tem1an que se produjeran

ara la paz comunitaria o re·l~ ~rev1as para garantizar que no se
J.g10sa.

~.~relación con los incidentes mencionados en el t 1
~ectivamente, a fines de octubre de 1989 h b' e e~rama, se declaraba
tes en los que estuvieron ' a 1an ocurr1do graves
9 de Bihar, y que, cuando ~:v~;~~rad~s dos comunidades de Bhagalpur,
~des civiles no pudieran mantene~a V1St? que era posible que las

pedido al ejército que intervin' por S1 solas la ley y el orden, se
~.~a impedir la pérdida de ' :der a para ayudarlas. Se afirmaba además

. . mas V1 as, se habían dad ' d~ra v1sta en el pueblo se hab' , o or enes de disparar
inadas partes de éste; se h b;a 1mpuesto un toque de queda en

a 1an adoptado otras medidas para controlar

El 2 de abril de 1989, Ram Naresh Singh,.de 35 años de edad,
campesino de la aldea de Medhoul, en el distrito de Begusarai, fue
encerrado en la comisaría de policia de Khodobandpur, junto con su
padre, enre1ació

tl
con una disputa sobre unos terrenos. Murió al

día siguiente en.el Hospital de Begusa.rai despué~ de haber sido
duramente golpeado pOLagentes.de la policía de. Khodabandpur y de
Cheria Barjarpur. Se decía que. el Gobierno de Bihar había
una investigación Y que él superintendente de policía del distrito
de Begusarai había formulado cargos de asesinato contra el agente

El 22 de mayo 1989, en WadalaCanal, Harminder Pal Singh y
Avtar Singh fueron detenidos por la policía de Beas. El 29 de
fueron muertos por la policia cerca de la aldea Jodha Sheren.
policía anunció que habían resultado muertos en un encuentro.

El 11 de abril de 1989, en Jhamleka, Bhai Sukhdev Singh fue
por la policía de Amritsar y murió al día siguiente sin haber
puesto en libertad. La policía anunció que había resultado ml1lpr'tn

en un encuentro.

El 21 de mayo de 1989, en Amritsar, Geja Singh fue capturado por
agentes de la comisaría de policía "B", Y asesinado el 26.
La policía anunció posteriormente que había resultado muerto en un

El 27 de marzo de 1989, en Talwandi, Balbir Singh fue detenido
la policía y murió al día siguiente sin haber sido puesto en

libertad.

El 13 de abril de 1989, en Jalandh, Gurnam Sigh Butter fue
por la policía de Jalan. Posteriormente la policía anunció
había resultado muerto en un encuentro.

El 16 de junio de 1989, en Bhanu, Sarbjit Kaur, de 14 años de
edad, Y Salwinder Kaur, de 13, fueron encontrados muertos. Habían
sido violados y muertos por dos agentes de policía.

EllO de marzo de 1989, en Amritsar, Sulkhan Singh fue muerto a
tiros por miembros de la policía de reserva central cuando
a unos parientes. La policía declaró que había resultado muerto

un encuentro.

a)

n)

m)

1)

j)

k)

h)

225.. Además, en el Estado de Bihar habían muerto, según el informe,
personas detenidas por la policia como. resultado de las torturas de que
sido objeto. El Relator Especial recibi6 las siguientes denuncias de

de personas detenidas:

224. Se denunciaba que, en junio de 1989, en Jammu, Estado de
un joven sij, llamado Sarabjit Singh, de 26 años de edad, había sido
en su aldea, Daoli Bishnah, en relación con un robo en un banco. A la mananá
siguiente había muerto bajo detenci6n consecuencia de las torturas
en la comisaría de policia.
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de abril de 1989, Joaquim Ximenes, de 38 años, murió a
las tropas de la SATGAS (unidad de misiones especiales)
batallón.

23 de marzo de 1989, en Venilale, Aleixo Ximenes, de 30 años,
a manos de un miembro del 328 0 batallón.

14 de may~ de 1989, en Wai1a1e, Juliao Freitas, de 54 años, fue
m11~r~n por m1embros del 315 0 batallón.

de ejemplo se enumeran algunos de los

El 31 d: octubre,de 1988, en Dilor-Lacluta, Carlos Mendes da Silva,
de 22 anos, y LU12: da Cruz, de 20, fueron muertos a titos
miembros del 726 0 batallón, que estaban efectuando·dete··.• ,por

A
' ncaones en

~i~i~ar ~;~~ :~~~i~~r:: ~:~~~~~~i~~ ;:8l:jeq~~c~~~~b8'., el. comandante
t 1 F

'1' U1a esas
muer es a ret1 1n.

del

11 de junio de 1989, en Venilale, Felix Ximenes, de 55 años, de
la aldea de Uma-Umano Uli, y Gaspar de So s d 50 - fu a, e anos, ueron
~uertos por un miembro del 315 0 batallón.

Especial solicitaba información sobre los casos mencionados y
tigación realizada y toda medida adoptada por el Gobierno o
judiciales con el fin de esclarecer los hechos y de enjuiciar

~l-'ullsa.D1es•

14 de noviembre de 1989 se al Gobie!~o

se le transmitían
los civiles que habían muerto

militar de Indonesia. Según las
por su crítica de las autoridades

no violentas a favor de un cambio
c~.~u~, las ejecuciones habían sido

de las víctimas, así como de amenazas

de octubre de 1989 se recibió una respuesta del Gobierno de
la carta del Relator Especial del 26 de abril de 1989, referente a
matanza perpetrada en Lampung, Sumatra, en febrero de 1989.

l~ re~puesta, ellO de febrero de 1989 el jefe de la aldea de
, d1str1to de Way Japara, había informado al capitán Soetiman de
,de~ ~rde~ lo?a~es, de la presencia en la aldea de un grupo ilamado

iJah1d1n F1sab1l1lah", armado, según se dice, de cócteles molotov
lechas env:nenadas. Según la respuesta, el grupo se dedicaba '

as c~sas, a 1ncit~r a la población contra el Gobierno y contra ia
~i>nac10nal,-Panc~slla-, preconizando el uso de la violencia. El 5 de
(1~.1989, canco mí.emb ros del grupo fueron detenidos por posesión de
21lvenenadas y espadas, que supuestamente se disponían a utilizar para
8?ntra la seguridad pública. Cuando los representantes de las

ades locales llegaron al escondite del grupo con el fin de discutir

Indonesia

"El Gobierno siempre ha dejado en claro, y qU1s1era ahora reiterar,
que la paz comunitaria se conservará a toda costa y que se tratará
severamente a los culpables de violencia entre los distintos grupos de
comunidad, de manera que se respeten plenamente los intereses de las
minorías, así como los de la mayoría de la comunidad afectada por la
violencia. No se permitirá profanar o violar en forma alguna un lugar
culto o zona considerada sagrada o santa."

232. El 26 de abril de 1989, el Relator Especial envió una carta al Gob
de Indonesia en relación con la denuncia de que, a comienzos de febrero
de 1989, decenas<de personas resultaron muertas en Central Lampung, Sumatra
cuando, tras una emboscada. del 3 de febrero en la que fue capturado como
uno de sus oficiales, tropas del Gobierno rodearon la aldea de Talangsari III
a1>rieroll fu.~~2C:211~t'l:1. los aldeanos e incendiaron sus viviendas. Según la
denuncia, la matanza ha1>ía sido obra de un grupo de paracomandos cuyo jefe,
capitán Soetiman, fue, como se informa, capturado como rehén en represalia
las torturas que presuntamente había infligido a varias personas detenidas a
principios de enero por haber celebrado reuniones religiosas en sus hogares.
Tr.esdías después de la captura del capitán Soetiman, las tropas atacaron la
aldea en que estaba retenido, disparando a diestra y siniestra pese a la
presellciaAe\personas inocentes en el lugar. En<el ataque, en el que, según
se dice, también resultó muerto Soetiman, murieron 57 personas Y resultaron
gravemente heridas otras 32.

231. Asimismo se decía que el Gobierno había estado adoptando todas las
medidas posibles para proteger el derecho a la vida de todos los ciudadados
que los incidentes mencionados en el telegrama no correspondían al mandato
Relator Especial. Las muertes mencionadas se habían producido a
de.violentos enfrentamientos entre comunidades, y no equivalían
a ejecuciones sumarias por·organismos oficiales.

El RelatÓt' Especial pedía información sobre está denuncia y, en
particular 'is9Pt'e..t()dainvestig~ción realizada por las autoridades
competentes ,/.illclu.idas las autopsias, y sobre toda medida adoptada para
impedir la repetición de tales hechos.

230. En la respuesta también se decía que el derecho indio prohibía que
agentes de policía hicieran uso de más fuerza del mínimo necesario para
frente a una situación particular; que las disposiciones legales negaban a
agentes de policía la facultad de matar a la persona que estuvieran tratando
de detener, incluso si ésta se resistía o huía; y que no estaba autorizado el
empleo de una fuerza desmesurada en relación con la situación. Asimismo se
decía que, si se tenía noticia de cualquier uso ilegítimo de la fuerza por
policía con cualquier fin, las instrucciones dadas exigían que se efectuara
una investigación inmediata de las circunstancias del caso Y que, de
encontrarse pruebas prima facie del uso excesivo o ilegítimo de la fuerza, el
agente culpable estaba expuesto a un duro castigo.

la situación. Y, a este respecto, en la respuesta se citaba el siguiente
fragmento de la declaración hecha por el entonces Ministro del Interior de la
Unión de la India el 12 de noviembre de 1989:
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de noviembre de 1989, el Relator Especial envió una nueva carta al
la República Islámica del Irán, en que le comunicaba denuncias,

réglo a las cuales, el año anterior, en diversas partes del Irán, varias
e personas habían sido ejecutadas sin juicio o después de un juicio
imo y se decía que, en particular, después de una incursión armada
da en el Irán occidental en julio de 1988 por miembros de la

zación Popular Muyahid (OPMI), el número de ejecuciones había aumentado
mente. El Relator Especial había recibido una lista de 2.023 de
Si ejecutadas en 1988, presuntamente por razones políticas, y listas
personas ejecutadas entre enero y agosto de 1989. Según la información

,i1a mayoría de las víctimas habían sido miembros o partidarios de
pero también habían sido ejecutados centenares de presos

a otras facciones políticas. Muchas de las ejecuciones se
a cabo en secreto, sin que se anunciara la fecha ni el lugar en

efectuado, ni aquel en que se nabía enterrado a las víctimas.
, no se había devuelto el cuerpo de ninguna de ellas. Entre los
había personas que habían estado cumpliendo penas de prisión o

que, habiendo cumplido ya sus penas, seguían detenidas, así como
no habían sido nunca juzgados o condenados. Varias de las víctimas

nuevamente detenidas después de haber sido puestas en libertad.
personas ejecutadas se contaban mujeres y niños de menos de 18 años.

El 24 de julio de 1989, el Relator Especial envió una carta al Gobierno
República Islámica del Irán en la que señalaba que, según la información

ida, desde agosto de 1988 habían sido muchas las personas detenidas por
Úsición o presunta oposición al Gobierno que habían sido ejecutadas sin
Úio al cabo de un juicio sumario. Otras habían sido, al parecer,
tadas después de cumplir o mientras cumplían penas de prisión.
fator Especial había recibido listas de los presos ejecutados, que
ían a más de 1.000, y entre los que figuraban mujeres y niños.

El Relator Especial pedía información sobre estas denuncias y, en
'cular, sobre los procedimientos judiciales en virtud de los cuales se

llevado a cabo las ejecuciones.

El 16 de junio de 1989 se de la
ica I del en recib de que dos

Rouhangiz y Darius i, iban a ser inminentemente
en Teherán, Rouhangiz y Darius Byahmadi, según la información,

y hermano, respectivamente, del Attaol1ah Byahmadi, uno
oficiales que habían participado en un intento de golpe militar en 1980

recientemente habría sido encontrado muerto a tiros en Duba í ,

firmaba que los dos habían sido detenidos por su relación con el coronel
611ah Byahmadi, y que estaban siendo torturados en prisión.

El Relator Especial, manifestando su profunda preocupac1on por la vida
6uhangiz y Darius Byahmadi, pedía al Gobierno que adoptase todas las
d.as necesarias para garantizar la protección de su derecho a la vida, y a
respecto se refería al artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos

Hes y Políticos, en el que era Parte la República Islámica del Irán.
len solicitaba más información sobre el caso.

el primus inter

2.

ión del Gobierno los ins
242. El Relator Especial señalaba a l~b~~~:cIslámica del Irán, en particula,
internacionales en que es Parte la Rt;P'\ y Políticos, y declaraba que,

1 Pacto Internacional de Derechos C:LV:L e~ vida de todo ser humano es Sal¡¡;r~lO/:j
~ s normas internacionalmente aceptad~s, a forme a los procedimientos

a die debería ser privado de ella s:Lno con ta el Relator Especial
~r~:critos por la ley. Te~iendo esto enr~~~~es'humanitarias, reconsiderase
al Gobierno a que aun~ue s~~o fuese por
mencionada orden de eJecuc:Lon.

Es ecialen"V'ió un telegrama al ..
241. El 3 de marzo de 1989 ,el Relator , p 1 Lón con la orden of:Lc:Lal
Gobierno de la República Islámica del Iran e~d~:,a~ovelista de nacionalidad
ffiuerte<o ejecución dictada·contra Salman Rus

britáhica.

, tacado según se decía,
Además de ese incidente el grupo hab1a a d 1989 Y el 7 había dado

239. 1" 1 6 de febrero e, . f d la
. tintas comisarías de po 1C1~ ~ en Mount Ba1ak Y al Je e ,e .

d1s t a dos agentes de la po11c1a forestal vehículo de transporte pub11co
m~~:aede sidoredjo, se había apoderado de unhabía lanzado cócteles molotov
a . o muerte al conductor Y a un soldado,,~ 'co de Bandarlampung; el 8 de
dan~ra las oficinas del Lampung Post, per10~1ncia militar del distrito. Las
~o~rero finalmente, había atacado la comanlamantenimiento del orden y las

f
e 'armadas las unidades encargadas de tomar medidas para proteger
uerzas , , .• . t bligadas a .. 1

toridades locales se hab1an V1S o o arte se declaraba que e
:~guridad del público en generai·. P~: ~~~:siigación sobre e~ "incidente ~e

bierno estaba a punto de. c~nc u1r. . . 'ud.iciales pert1.nentes, Y se1~
~o g" y había iniciado 10spro~~d:Lm:Lentosi Tribunal de primera InstanC:La
l~P~~usados estaban siendo ya au~~:d~:i~~:d~ el 20 de septi~mbre det~:8: ~a
de Tanjungkarang, Lampung, q~e ".~ .....•••••.. t .cincüpersonas ser:Lan sorne :L a
vista de la causa". Dentro de. ~oco, .~r:s las disposiciones de la
juicio. La acusación era ~e v1°iac~onh econtra la subversión.
Ley N0 11!PNPS/1963, re1at:Lva a a uC a

'b"una.respuesta del Gobierno de
240 El 15 de diciembrede198~s:~~:\:L~el14 de noviembre de 1989,
Ind~nesia a la carta del Rela~o: E~P~C:L:ación respecto de las dos personas
respuesta en la que se t~an~m~t1.a~110~'as en Timor oriental:
siguientes, asesinadaS, segun las enunC:L .: '

""... •. drécle ·dos hijos, vive, y es
AlebtO Ximenes, de 30 anos, pa, a de Representantes de la
ac tualmen te. pre.s idente .: de la Camar
jurisdicción de Baucau.

N • • •• '. • y. eS actualmente
Félix Killleries, de 55 anos , V:Lve, '1 le "
~ (~) de la región de Ven:L a •

flechas envenenadas Y espadas
'f' amente la cuestión, fueron atacados con El grupo se negó a devolver

pa~~ ~~pitán Soetiman murió durante ~i ;t:~u~~brero de 1989, cuando las
y d'ver a las autoridades locales. b d recuperar el cadáver del
~:e~zas provinciales del orden trata an ~ enfrentamiento, murieron ~3

't' Soetiman, fueron atacad~s y, en,e, . fe del grupo, y otro m1embro de
cap1 an 11as Anwar, a11as Wars1d1, Je
personas, entre e .
, Otros 19 fueron deten1dos.este.
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en ~:l:a~~ de 19~9 el.Re~ator Especial envió una carta al Gobierno
C10n con as s1gu1entes presuntas ejecuciones:

A mediados de octubre d 1988 '
origen étnico-asirio fu:ron e~ cu~tro m:Lembro~ de ~na familia de
juicio. Los cuatro habían siJecu ado~ en Arb11, S1n acusación o
a raíz del decreto de amnist,dO dete~1dos cuando regresaban al Iraq
de 1988 Según los ' f 1a promu gado el 6 de septiembre

• 1n ormes recibidos los nomb d
personas eran: Poles Azzosh'b d 61' N ,res e esas cuatro
de 59 años, Hamama PoI 1 a, e Nanas, M:LSCO W. Shiba,
de 25 años. es Azzo, de 29 anos y Sabiha Poles Azzo,

24 de julio de 1989 se recib
Islámica del 1 a los una respuestadel . 1

óml,ro de 1988 y 26 de agosto de 1 (E/eN. 1a de 14
declaraba que la campaña de • 142),

nOfi~O~ de la República Islámica del I ; por los
de que en el país las penas no ser:~~a:ec haber creado la

los acusados eran sancionados 1 1n1straban con arLeglo a la ley

R f
' " a margen todo pr d"e LrLéndose a los ar t í cuf 19 22 .. •. oce Hmí.ent;o

1 d
os , y de la C t't "

os erechos humanos y las l'b t d ons 1UC:LOn, que
a no ser detenido arbitrariamen

1ter
a 1e Gs bf~ndamentales, incluido el

, dI , 1 e, e o aerno 1
ldades JU 1C1a es habí~n investigado todos los que as

alguno, a dec1siones finales ' li~'~~LQO
legales, y que en el curso d 1 que respond1an a todos los

derecho defenderse y a solicit e os proce~os ,los acusados habíanar nuevos per1taJes.

24 de julio de 1989 se recibióIslámica del Irán al tele una respuesta del Gobierno de la
de 1988 (E/CN.4/1989/25, ~~~~ f~;)Rel:tor Especial ~e fecha 11 de

ar Shalgoolney había sido detenido el 8 e la que se senalaba,que
de febrero y que, declarado culpable de d~.o:tubre de 1983 y Juzgado
\1r.ídad y la independencia de la Re 'bl' ac 1v:d~des subversivas contra
~~? a 15 años de prisión pena pu t 1Ca Islam:Lca del Irán, había sido
1araba que Adel Talebi h~bía ,¿ue,es aba cumpliendo. Por otra. parte,
ado a muerte por sus activida~~so ~uzlgadO el 27 de octubre de 1988 y
'1 V:LO en t as contra la R 'bl' l'
lin, y que a pena se había ejecutado. epu :Lca Is amica

~14de agosto de 1989 se r 'b"'SliIslámica del Irán al te~C1 10 U~\respuesta del Gobierno de la
~••. 1989, en la que se dec1ar::~amqa el ~elator Especial de fecha 3 de

s d 1 ' ue a 1ntervención del Rel tE '
.• o •.. e cramen cometido por Salman Ru hd í ,a or spec í.a l
?musulmana mundial no entraba dentr

S
:Le contra,el :-slam y la

Y;.no estaba, por lo tanto justif' °dde las at::1buclOnes del Relator
ión aprobada por consenso ~n 1 181ca a. Se senalaba además que la
iones Exteriores celebrada en :iY :h c~nf~:encia 7s1ámica de Ministros

1989, había proclamado en té ,a ~ ra,1a Saud:Lta, del 13 al 16 de
~h Rushdie. rm1nos 1nequ1vocoS la apostasía

Desconocida
Abril de 1989
18 de julio de 1989
19 de agosto de 1989
19 de agosto de 1989
19 de agosto de 1989
19 de agosto de 1989
19 de agosto de 1989.

Teherán
Assadabab, Hamedan
Mashhad
Hameda
Rasht
Kermanshah
Shiraz
Shiraz

Nombre

HoIllayoun Solati
Shahrokh Shams
Mehdi Sabeti
Mohamrnad Younessi
M6harnmad Gho1i Ebrahimi
Bishan Big1ari
Bahram Kazemi

251. El Relator Especial solicitaba información sobre los casos
sobre~.()da<~l:lvestig¡;tciónrealizada y toda medi.da adoptada por el
ll:l~.liutor~~lid€!s judiciales con. el fin de esclarecer los hechos Y
a los culpables.

2.49. Además, según la información recibida, desde comienzos de 1989 numerosas
personas presuntamente condenadas por delitos no políticos tales como
narcotráfico, asesinato, violación Y robo a mano armada, habían sido
ejecutadas al cabo de juicios sumarios realizados por tribunales
revolucionarios en virtud de nuevas instrucciones recibidas por el sistema
judicial para que se acelerara el castigo de los delitos. Los supuestos
delincuentes habían sido detenidos, juzgados y ejecutados en un lapso de
días. Los acusados no habían tenido derecho a citar testigos en su defensa
derecho a representación legal, como tampoco habían tenido derecho alguno
efectivo de apelación contra el veredicto o la sentencia. Concretamente, se
informaba de la ejecución de.?O supuestos narcotraficantes el 16 de enero
de 1989 Y de otros 79 e1.19 de ag()sto y, más recientemente, el 11 de
noviembre. De enero a agosto de. 1989 el total de ejecuciones anunciadas
oficialmente por delitos relacionados con el narcotráfico se había elevado
a 851, de un total general de más de 1.200 ejecuciones. Según se decía, eran
muchos 10s.oponel1tes políticosque.habían sido ejecutados bajo la acusación
narcotráfico. Entre ellos figuraban las siguientes personas:

2.50. Había además, según se decía, partidarios de la OPMI que habían sido
atacados fuera del país por agentes del Gobierno iraní. A este respecto se
citab~:ne1 asesinato del Sr •. Ghassem10uysus ayudantes en Viena, el de un
refug;~ado iraní en Larnaca, Chipre, ye1 de un iraní en Karachi, Pakistán,

diciembre de 1988.

248. También se había informado que de los presos en favor de los cuales
había intercedido el Relator Especial en sus comunicaciones anteriores de 1
y comienzos de 1989, habían sido ejecutados los siguientes: Youssef Ab-Khun,
Houshang Aziami, Mahmoud Faraji, Zohref Ghaeni, Kiumars Goodarzi, Jafar
Jahangiri, Sadehg Karimi, Moharnrnad Khan Moharnrnadi, Zahra Mirzai, Malekeh
Moharnrnadi, Ja1al Noori, Moharnrnad Pasha, Lohrasb Sa1avati, Majid Sorouri,
Zarei, Khosro Assiabani, Fariborz Eskandari, Hedi Fooladi, Salman Ghassemi,
Fatemah Izadi, Ghassem Javanshoja, Mohsen Kazemi-Zadeh, Hossein Mahiguir,
Hassan Moezi, Bahman Moussapoor, Shahrokh Noori, Mohsen Piri, Shahriyar

Sanjabi y Asghar Vakhshouri.
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de

así

Al

sobre los casos mencionados
las medidas adoptadas por ei
para esclarecer los hechos y

personas, entre el

un campesino llamado Abu Mas'oud;

Enconwa, la familia de Abdel Messiah Polis;

En ,
tribu AI-Fehud;

En Misan, Al Amara, 27 personas, entre ellas
Moosa Abdel Hadi;

En Al Najaf, Ramaz, 96 personas. entre
Makht dI' ,ellas Abdel Nab~ H d'ar e pa1S de Ramaz, y sus cinco sobrinos; -'- a 1,

En Al Muthanna, 59 personas
Nacional de la región; , entre ellas el jefe del Consejo

En Babel, 43 personas, t 1
Popular en la zona; en re e las el jefe de la Organización

En Dohok,

En Arbil,

Especial pidió información
las investigaciones realizadas' y

por las autoridades judiciales
los culpables.

En ciudad de Arbil 12, ,personas que se hab'per10do de amnistía; 1an entregado durante el

En Mosul. Hanan Al H 1'1' - a 1 , dos personas;

En Al Anbar, 22 personas. entre ellas el .
, Jeque de la tribu Al-Ahmadi;

En Su1~~maniyah, 20 personas eJ'ecutadas
deserc10n; en fechas diferentes por

En noviembre de 1988, en el cruce
guerra. de Al Qosh, un desertor de la

junio de 1989 se recibió una nota del G b'
información sobre la de ' " d 1 o 1erno del Iraq, en la

f ' C1S10n e Gobiern dronter1za despoblada de h' o e crear una
del Iraq y a lo largo de 1 200 ~n :nclo maximo de 30 km, dentro del

Turquía. A fin de facii.t mI e as fronteras de éste con
, el Gobierno pagaría a cada1far, le, trasl~do de,los habitantes de

am1 1a una 1ndemn1zación.

de junio de 1989 se recibió una r
Relator Especial del 19 de ma o ~:puesta del Gobierno del Iraq a

. Susan Abdul Maseeh Boulos sa1 Youh 1989, respuesta en la que se
f1guraba como Poles Azzoshiba h b' "que en la carta del Relator

habían colaborado con el r'" a 1~ s1do uno de los jefes de los
eg1men 1raní habí '

las legítimas autoridad h b" an serv1do como
y actos de sabotaje contra i~St~t a,1an cometido diversos

Arbil y el distrito de A' K s 1 UC10nes públicas y privadas en la
an awah Hab í 1

durante una de sus operacione " , 1
1a

resu tado muerto en una
s cr1m1na es. Las otras personas

A mediados de diciembre de 1988, unas 83 personas, la mayoría de
cuales eran supuestos desertores del ejército fueron ejecutadas
haber sido detenidas en junio o julio de 1988 en aldeas de la
de Koi Sanjag, en la provincia de Arbil. No constaba que se
celebrado un juicio.

A principios de enero de 1989, fueron ejecutadas 14 personas,
miembros del ejército y dirigentes del partido Baas, tras haber s
detenidas en Bagdad y Mosul en diciembre de 1988, junto con
otras 200 personas, bajo la sospecha de estar tramando un golpe de
Estado. No constaba que se hubiese celebrado ningún juicio antes
la ejecución.

En septiembre de 1988, dos médicos, Hisham Mahir al-Salman e
Ismail Hassan al-Tartar, fueron ejecutados sobre la base de la
grabación de unas observaciones que habían hecho sobre el Pres¿uell.~~

de la República durante una fiesta privada en Bagdad. No constaba
que se hubiese celebrado ningún juicio público antes de las
ejecuciones.

b)

c)

d)
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a) En Basora, 195 personas, entre ellas Khalid Subhan Al Assadi,
Ja'ffir Abdu1 Hassan Al Assadi, Sabra Hamed Al-Shamary y
Sahi Abdu1 Wahab;

256. El Relator Especial pedía información sobre esas denuncias y, en
particular, sobre los procedimientos judiciales en virtud de los cuales se
habíal111evado a cabo las presuntas ejecuciones.

260. Algtltlas de las presuntas ejecuciones que se enumeraban son:

259. Además se denunciaba que, en agosto y septiembre de 1988, muchas
p~rsórtás habían sido ejecutadas en diversas ciudades sin juicio o tras un
juicio sumario. Al parecer, los ejecutados habían sido acusados de haber
desertadOdél ejército, de encubrir rebeldes o de cooperar con las fuerzas
oposición.

257. 151 14 de noviembre de 1989, elR.elator Especial envió otra carta al
Gobierno del Iraq en la que transmitía denuncias de que, en centros de
detención en masa de curdos. réaséntados po~ la fuerza, un gran número de
personas habían perecido a causa de las condiciones de existencia sumamente
difíciles, como la malnutrición, los malos tratos físicos y psicológicos y
epidemias de enfermedades infecciosas. tos Centros de detención que se
mencionaban eran los de Nekraf al-Salman, Al R.amadi, Dara Man, Tob Zowa,
A1-Dibis y AbuGhráib '. Séafinn~háqué entre los detenidos había víctimas
civiles de ataques con armas químicas llevados a cabo en las provincias de
Kirk1.1k y Su1eimaniyah y otros habitantes de aldeas curdas. Se decía
que en los centros la muerte era urt hecho cotidiano, especialmente entre
niños y los ancianos.

258. E:n la carta se citaban los nombres de 13 personas que presuntamente
habían muerto hallándose detenidas en la cárcel de Nekrat al-Salman, así
de cuatro niños pequeños y un padre con sus tres hijos presuntamente ~..,o~,r~,~
en la cárcel de A1-Dibis.



orden

que en jul
de armas de

contra

otra , se
nuevas normas sobre el uso

según las cuales se podía
orios que salieran a la calle
to", y que en septiembre de 1989 1 F Y no obedec a
~do otras normas que permitía als uerzas de .Defensa habían
T ' , n a os soldados que t b.err1to r íos , cons iderar a los individuos ra an servicio
los que pod1an disparar con fuego real como sospechosos

nuevas normas y órdenes habían contribu:Ldaunque no estuvieran armados.
de muertos. o a un considerable amnento del

O~ly•• Re1att~r bEspecial enumeraba 29 casos, producidos, al parecer, entre
< sep a.em re de 1989.

~l Relator Especial pedía información sobr '
ular, sobre las investigaciones realizad e esa~ denunc1as y, en
lltes, incluidas las autopsias y b ~s por as autoridades

que se repitieran tales hech~s. so re as medidas adoptadas para

1 21 de noviembre de 1989, en un tele r '"
7:1 Relator Especial se refería a ~ ama d1r1g1do al Gobierno de

/lQ89/2S, párrs. 169 y 170) rel t'SU elegrama del 10 de enero de 1989
da t ' , " a 1"110 a Soha Bechara pres t

• ~n er:1tor10 11banes en noviembre de 1988 ' un amente
a Ant oLna Lahad , "General del EJ'ército del Y,acusada de haber tratado

L1bano meridional".

~elator Especial, preocupado or la
o nuevas manifes taciones de t emp d suerte, de esa persona al haber
Moentregada al Ejército del L?~ e que ,h';b1ese sido ejecutada tras
ierno información alguna sobre 1: ano,mendlOna~, y el.no haber recibido

procedimiento judicial que s as c;rcunstanc1as de su detención y
f~ratodo lo posible por garan~i::~u1a en su c~~o, pedía al Gobierno
etenida. Pedía asimismo más 1'. f l~ ,protecclOn del .derecho a la vida

n ormaC10n sobre el caar , sobre las circunstancias en q .. so y, en
ue se encontraba la interesada en ese

de diciembre de 1989 se envió otro telegrama al G b' d
con.la denuncia de 1 o 1erno e Israel

ado. repetidas veces ciu~~:esas F~:rzas ?e Defen~a de. Israel habían
Ipipado "cinturón de seguridadr, a e~s ~1tuadas 1nmed1atamente al norte
y heridos entre la población ci~~le L1bano meridional'Ndejando
es.> Según esa información d' h Y causando graves danos
contra objetivos civiles s~ h1~,os bombardeos de las Fuerzas de

,el 2 de diciembre de 1989 a ~an ¡rOd';cido en fecha reciente, por
~9man y Habush, dejando do~ ~~:r~a a c1udad de Nabatie y las aldeas
7 diciembre de 1989. contra la ,os, u~o de ellos un niño de dos años,
~:rsonas. Se expres~ban temor m1sma

lc1udad,.causando
la muerte de

n.esas zonas. Además se f.es Kor a segur1dad de los civiles que
l. 27 de noviembre de' 1989 a 1rm

la
a que dos personas habían sido

• . en e centro de deten" d Kh'
~:;d10nal, cuando miembros de las Fuerza d C10n e 1yam, en el

¡;lC10n con el denominado "EJ'e'rc1't d 1 Láb e Defensa, que actuaban en
'. ' o e 1. ano me r í d . 1" ,
~m1.nadamente contra detenido 1 1 10na ,d1spararon
~.e hambre en protesta por su: qued,a, parecer, estaban haciendo una

con 1C10nes de detención. Se sostenía

266. Con respecto a los dos médicos, Ismail Hassan al-Tatar e Hisham Mahir
al-Salman, se declaraba que habían sido condenados a muerte el 28 de junio
de 1988 en virtud del artículo 193/2/c del Código Penal modificado, por un
tribunal competente que había observado todas las garantías legales y había
designado a Talib Wada'i como defensor. Los dos habían sido acusados de
violar a mujeres en su clínica en el curso de sus actividades profesionales
aprovechándose de la vulnerabilidad de las víctimas, con total desprecio de
ética profesional y del Juramento de Hipócrates de respetar el honor de los
pacientes.

Israel

268.. Según los informes recibidos, muchas muertes registradas en la
Ribera Occidental, Gaza y Jerusalén oriental se habían producido durante
enfrentamientos entre las Fuerzas de Defensa de Israel 'J manifestantes
palestinos. Pero las Fuerzas de Defensa habían dado asimismo muerte a
personas con ocasión de registros casa por casa, bloqueos de carreteras u
otras circunstancias no relacionadas con las manifestaciones violentas.
Se sosteníáademás que pocos de esos casos de muerte habían sido
investigadosyalaspersonasque habían sido declaradas culpables se las
habíanirnpuestoipenasdesproporcionadamente leves.

citadas, que eran miembros de su familia, habían sido víctimas de venganzas
tribales debidas a los delitos mencionados que había cometido contra otros
ciudadanos.

265. Se declaraba, además, que las autoridades competentes también
categóricamente la denuncia relativa a la ejecución de 14 personas, denuncia
cuyo objeto era inventar acusaciones contra el Iraq, y que pedían más
información, incluidos los nombres de las personas presuntamente ejecutadas.

264. Con respecto a las denuncias relativas a la ejecución de 83 personas,
declaraba que las autoridades competentes negaban esas acusaciones y pedían
datos completos, con nombres y direcciones, de las personas que presuntamente
habían sido ejecutadas.
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267. El 14 de noviembre de 1989, el Relator Especial envió una carta al
Gobierno de Israel en la que le transmitía denuncias con arreglo a las
el 5 de septiembre de 1989 el Jefe del Estado Mayor de las Fuerzas de
de Israel había declarado ante el Comité de Relaciones Exteriores y Defensa
la Knesset, que desde el comienzo del levantamiento, el 9 de diciembre
de 1987~ las<Fuerzasdá Defensa/habían dado 11Iuerte a 469 palestinos, y que
otras 21 muertes no eran "claras't. Otros 100 palestinos habían perecido a
manosdesus.propios correligiona.rios por supuesta colaboración. Según las
estadísticas publicadas ellO de agosto de 1989 por el Centro de
Israelí sobre los Derechos Humanos en los Territorios Ocupados, "Betzelem",
desde el comienzo·del levantamiento los soldados y civiles israelíes habían
nlatado·a S09 palestinos,477deellosvíctimas·de·disparos efectuados con
balas realesybalas...de.plás.tico~ y con inclusión de 23 niños de menos de
años y.de76 de 13 a 16 años; otros 32 habían muerto por otras causas, como
pa1izas~quemaduras o electrocucion, y más de 70, entre ellos unos 30 bebés,
como consecuencia casi inmediata de su exposición a los gases lacrimógenos.



misma. Se
sido informadas de ese
del plazo prescrito, pero

idente había
por penas de cadena

30 de octubre de 1989, el Relator E .
de Mauritania, en la que le t .s~ec1al envió una carta al

en junio de 1989 varias person~=n~=11~a denun~~as Con arreglo a las
sido detenidas, y algunas habían .poblac10n negra d:l Sur del

,de seguridad. Según esa informac~~~o ~~rturad~s y eJecutadas por
1nos o pastores que se habían res' t'd mayor1a de esas personas

a su expulsión forzada al Sene al 1S 1 o a la expropiación de sus
los siguientes casos: g • Concretamente, se habían

se
,s: ", ... v '"a, " 9 de toda

del Corte
d 1 d ' en une.a ecisión, una revisión judicial de

que n1nguna,de 16 personas, pese haber
, hab1a apelado al idente d t

cambio, habían solicitado su clem ?n ro
el 17 de septiembre de 1989 !enC1a, y

sus penas de muerte

Relator Es . 1
pec1a , refiriéndose al párrafo 5 d 1 '

uav",uu,tl~ de Derechos Civiles y Polític ' ,e art1culo 14 del Pacto
menc10nados y, en particular, sobre l~='d~ed1a,1?formación sobre los

10 a las cuales Se habían definido y g ~~Pos1c10nes procesales con
dos durante los juicios. aran 1zado los derechos de los

Moharnmed Yero Ba, director de
presuntamente torturado por un~ escuela en Tetiane (Kaedi),
comisaría de Kaedi poco de ag~n des de la policía y muerto en la

. 'spues e su dete·' 1qU1ncena de junio de 1989; nC10n, en a segunda

Abdramane Abda Lans, pastor de la re .,
de 26 años, pastor de Dindi (K d' g10n de M'Bout, Abu Ka,
de Tetiane (Kaedi), presuntame~~e1~, y Samba Ka~ de 52 años, pastor
fuerzas de seguridad en junio de 19~;~tos por m1embros de las

Especial pedía información b
, sobre las investigaciones h ~~ re estas denuncias y, en
, incluidos los informes de q~:s ~u~era? reali~ado las autoridades
se hubieran adoptado para imp d' ~ps1as, ~S~,como sobre las

e 1r a repet1c10n de tales hechos.
t~ el momento de la preparación del '

o n1nguna respuesta del G b· pr~sente 1nforme no se había
o 1erno de Maur1tania.

127 de junio de 1989 se envió un tele r .
Con la denuncia de que d' ,g ama al Gob1erno de México en
d 1versos m1embros de 1 U·'

e la Zona Mixe del Istmo (UeIZONIO) hab' a ?1~n de Comunidades
parte de personal militar p t . 1an rec1b1do amenazas de

, Destacamento Matías RomeroerOenec1ente al Sexto Regimiento de
de abril de 1989 el represen~an~a~~. Lea ?en~ncia afi~maba asimismo

1xe, r1stoforo Jose Pedro, había

278. El Relator Especial pedía información sobre esta denuncia y, en
particülartsobre las investigaciones :rea.lizádas por las autoridades
competentes, incluida la autopsia, y las medidas adoptadas para impedir que
volvieran a producirse taleshéchos.

Ma1awi

277. El 26 de abril de 1989, el Relator Especial envió una carta al
de Ma1awi en relación con la denuncia de que, en noviembre de 1988,
Osborne Mkandawire, periodista de 37 años empleado por el Departamento de
Información de la Oficina del Presidente y el Gabinete, había muerto en
prisión, de resultas de torturas, tras haber sido arrestado a comienzos
mayo de 1988 y permanecido preso sin acusación en la cárcel de Mikuyu,
de- Zomba •. •Según la denuncia, la familia había sido informada por las
autoridades de que el detenido se había suicidado.

E/CN.4/1990/22
página 72

que las Fuerzas de Defensa y un grupo de la milicia habían negado ~~ Comité
Internacional de la Cruz Roja (CICR) el acceso al centro de detenc10n
de Khiyam.

275. El Relator Especial, expresando su preocupac10n por la población
libanesa de las zonas citadas pedía al Gobierno que investigara los
mencionados y que tomara todas las medidas necesarias para impedir otras
muertes; solicitaba además información sobre esos incidentes y, en
sobre los resultados de la investigación y las medidas que se hubieran
adoptado para proteger la vida de los civiles.

276. Hasta el momento de la preparación del presente informe no se había
recibido ninguna respuesta del Gobierno de Israel.

279. Hasta el momento de la preparación del presente informe no se había
recibido ninguna respuesta del Gobierno de Malawi.

Ma1di"a.s

280. El 25 de· agosto del989,elRelatorEspecial enviÓ un telegrama al
Gobierno de Maldivas en relacióncollla denuncd.a de que 16 personas, cuatro
ciudadanos·maldivos yl2de Sri Lan1ca,habiansido recientemente condenados
muerteporsu<participaciónen\l1l intento~:derroca.ral· Gobierno en
de 1988. Una de las l6personas se llamaba Abdul Luthufi. Se sostenía que
los acusados podían solicitar la clemencia del Presidente, pero que no tenían
derecho a. recurrir a un tribunal superior.

281~ 15ll3de diciembre· de 1989 se recibió U11a· respuesta del Gobierno de
Maldivas al telegrama. del Relator Especial del 25 de agosto de 1989, en la
sedecíáque el 12 de agosto de 1989, el Tribunal Superior de Maldivas hab
condenado a muerte á16personas, cuatrO maldivosiy 12 ciudadanos de
Sri Latlká,<en plenáconformidad con las disposiciones legales de Maldivas,
haberparticipado~tlunaconspiración para derrocar al. Gobierno de la
República.:~eMaldiV"l:lslega1menteestablecidoy en la organización del
armadoterroristaenMaléde13denoviembre de 1988.



La.ra.
julio

vez que
se había

identificados",

julio de 1989 se envió una t 1 '
transmitían denuncias con arr ca r a a Gob1erno de Nicaragua, en
habían sido muertos por 1 f

eg10 a las cuales presuntos miembros
as uerzas de seg 'd dlos casos siguientes ocurr'd 1 ur1 a. Concretamente,

1988: ,1 os, a parecer, en el segundo

en 9

a Embarcadero, porque
"Y,Carolina ~ así como

rec1b1do aV1SOS similares Tamb". • 1en se
el m1smo funcionario había advertido a la abo~ada

Huayacocot1a porque la matarían y q 1
H ' ue a uusma¿OZ1mo ernandez, porque ambos "habían sido

Relator Especial pedía al Gob que
de las personas amenazadas y solicitaba

as por el Gobierno.

~specialOC~~~r~Od~ 1989 ~e recibió otra respuesta al telegrama del
R·.: · . e ~gos. o de 1988 relativo al homicidio de
~~~;. se~un la respuesta, dicha persona había sido muerta
tadoc~:nH~d~~greSabaa su casa después de asistir a una

conducía de I1ama~~áne: ~b luga~ denominado,T~comatechico, sobre
V ' arca ero. La of1c1na del Fiscal del

, eracruz, hab1a hecho 't "
judicial de Huayacocot1a e I1~naatl~ns rucc10~ preliminar del

an prosegu1a la

25 de agosto de 1989 se recibió una res uest '
~~rama del Relator Especial del 6 d '1' P a del Gob1erno de México
homicidio de Artemio Marcos Hernán~e;un~ohd:,1989, e~ l~ que se decía
una ejecución sumaria o arbitraria ' a 1a ?onst1tu1do en modo

~gado por las autoridades competent~ss~n~ ~ntd:hto c~mún que había sido
autopsia, pero que hasta el momento e hSb~ o ?e H1da~go, habiéndose

ulpables. no a 1a s1do pos1ble identificar

1.29 de agosto de 1989 se recibió
.l?ir ama .de I Relator Especial de 10 duna re~puesta del Gobierno de México
incidente denunciado no entraba d etago~ ~ de 1989, en la que se decía
l. Se declaraba que el Gobierno ~:lr~st:dOm::d;to del Rela;or
l?ié3.~oel caso,que el estudio 'urídico " eracruz hab1a

cuestión de la tierra en e1 Jm ' , ,tecn1co que se estaba realizando
d • un1C1p10 de Ilamatl' V 'o..CJ·.~:rto descontento entre los ín íf dI an , e racruz , hab í.a
ropiedad de la tierra en ese mun~~~1,unh1~~as y que el grave problema
violentos. En ese contexto 1 1p10 a,1a causado conflictos,

1 · ,e secretar10 de la R fA' ,.é3.. a abogada Huerta que pod1'a h b d e orma grar í.a bab í.a'... . , a er escontento yé3.<gpd1a causar disturbios La b d que su mera
e9pia hecha por el Sr. R~ír· aBog~,a, a~are~temente, había aceptado

dido ez re on, S1n n1nguna molestia ni

288. La información recibida indicaba también que la Comisión Judicial y
Derechos Humanos de UCIZONIO había iniciado una causa penal contra los
presuntos asesinos, a causa de 10 cual había sido objeto de intimidaciones
miembros del regimiento, dirigidos por su jefe, el Coronel Javier del
Real Magallanes. Los actos de intimidación habían consistido en violentas
incursiones por parte de militares en las oficinas de UCIZONIO los días 26
y 29 de abril de 1989 y amenazas contra el personal de la organización.
Además, se recibieron informes de que el 11 de mayo de 1989 Telesforo Lara
Lara había sido secuestrado en Hidalgo por un grupo paramilitar, y de que
tarde se había encontrado su cuerpo mutilado. Se afirmaba, finalmente, que
grupos paramilitares, apoyados por el ejército, habían impedido a los
parientes recuperar el cuerpo, y que los campesinos que habían denunciado
incidente habían sido detenidos.

289, El Relator Especial pedía al Gobierno que investigara los casos
mencionados y que tomara todas las medidas necesarias para proteger el
a la vida de las personas amenazadas de muerte y, en particular de las que
ha'bí::1.U reclamado justicia ante los tribunales penales Solicitaba, ademas ,
información sobre estos casos y, en particular, sobre las medidas adoptadas
para proteger la vida de esas personas.
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sido asesinado en la ciudad de Buenavista, Oaxaca. por cuatro individuos
llevaban machetes. Se decía que uno de los cuatro había sido detenido y
identificado como a uno de sus cómplices a Juan Abad Juan Valdespino, so
del mencionado regimiento.

292 ••.. El.10. de agosto de 1989 se. envió otro .• telegrama al Gobierno de
re1acióll.conla:s< •.. p:t:'esulltal; amenazas ...• de muerte contra la abogada
Rosé3.r~o~\1~rt1i>Lara,r.epresentantede la Comunidad Indígena Mahma de
Emba:t'cadero, en e t munícipo. de Ilamatlán, •. Veracruz Según la informac ión
recibida,<el 7de julio de 1989 el campesino Pedro Hernández había sido

291. El Relator Especial pedía al Gobierno que investigara: esos casos y que
tomara las medidas necesarias para proteger el derecho a la vida de esas
p~rsonas, en particular, de las que reclamaban justicia ante los tribunales
Solicitaba además información sobre los casos y sobre las medidas que hub
adoptado el Gobierno.

290. El 6 de julio de 1989 se envió otro telegrama al Gobierno de México
relación con la denuncia de que, el. 19 de mayo de 1989, en Hidalgo,
Antonio Marcos Hernández, dirigente campesino había sido muerto en una
por cuestiones de propiedad de la tierra. Al parecer, en los últimos años
había matado a otros dirigentes Campesinos por razones similares. Entre
fallecidos figuraban Benito Hernández Cruz en 1984, Leodegario Martínez
en 1985 y.Anac1eto Ramos Ramírezen1987. Se denunciaba que los responsable
d~> esgs homicidios eran hacendados conocidos. Tam'bién se denunciaba que las
a.utoridades del Estado de Hidalgo y el Fiscal del Estado no habían realizado
ninguna investigación sobre esos casos. yqu~ éstos habían permanecido sin
aclarar durante años, mientras que los responsables gozaban de impunidad.
habían recibido manifestaciones de preocupación. por layida y la seguridad d
!Pl;.~~~~~l?io~~::~~s homicidios en la región y,.en particular,. de los abogad9
Te1esforo Miranda, Pila:rNoriega y Bárbara Zamora, que habían representado a
los ..campesinos en. esas causas.



sandinista que se encontrab
Managua-León, desarmándoles

a;
81 de carretera

Luego cambiaron de vehicul de sus
policías a llevarles a P o, ~bandonaron el taxi,
all' A 1 agron1ca en Mal ' '1 a los1. as 7.30 horas del día ~i' pa1S1 lo, y los abandonaron
dos Barrera, queriendo escapar ,~u1ente, 22 de abril de 1988 los
r.~opiedad privada y obHgaron ~1'~o:~ceitaron .~~queño C<\lnió~ de

uatro Palos". El conductor logró uc o:: a llevarles a la hacienda
paradero de los dos hombr comun1car a pOlicía el
San Francisco Libre es y, en consecuencia pol" d
a los dos ' en cooperación con la 01' 1c:a e

, , Barrera en una casa deshabit p Lean, encontró
se r1nd1eran, abrieron fue o ~da; cuando se les pidió u-
Eddy Barrera y herido Fran~is~o~n el t1roteo resultó muerto q e

Carlos Hods Downs C 1d - _. ar os Hods D f
e ~9~8 por la policía de Corn Is~wns ue detenido el 19 de mayo

po11c:al. Melvin Dávila Soza and y ll~vado a una dependencia
~n~er10r, que había sido envi~d~e~~::~ ~~n1;~te del Ministerio del

o s Downs y a Ornar Apolinar Amad ue 1elds para detener a
Cucrahill, sacó a Hods Do d or Valle, mecánico residente en
alrededor de las 23 30 h wns e la dependencia de la poli 'h • oras del 19 d C1a
ec ara a correr. Entonces D' '1 e mayo de 1988 y le dijo queior la,e~pal~a. Fue llevado :v~aac~~z~ y Amador Valle le dispararon

e sum1n1stro el tratamiento mí' 1n1ca,de Corn Island, donde se
falta de experiencia de las enfn1mo de pr1meros auxilios debido a 1
de bala. Hods Downs murió el 2~r:eras en el tratamiento de beridas

a

hemorragia. El Tribunal Milit e may~ de 1988 a causa de una
Ornar Amador Valle a seis años dar co~d~~o a Melvin Dávila Soza ye pr1S10n.

José Félix Lago Soto· Enrel " • respuesta a una d ', ~c10n con la muerte de Félix La enunC1a presentada en
m111tar, el Tribunal Mi1it d go Soto en la quinta regiónar e esa región i t"

, cuyos presuntos caus t nves 190 los
4 y el 7 de marzo de 1988 an es eran dos militares.
un enfrentamiento con ,las tropas del Batallón Pedro

asent~niE~nt:o de Villa A1b un,~rupo de rebeldes en el
G ' ers, reg10n de El AlU1nea, enfrentamiento en el mendro, distrito de

, que habia estado utilizando q~e re~ultó herido y fue detenido
se le llevó a la enfermería dele ~om re d~ Adolfo. Aquel mismo

donde fue tratado. EllO d 53 Batallon de Infanteríe marzo a las 19 h a,
y se escapó de la enferme; oras, saltó por la
le dieron el alto al r1a, momento en que los soldados de

y 1 h í , ' que no ob d " ,En ~ 1:1eron,con,una bala de un rifle ~~:10•. ~1spar~ron entonces,
t~S 1~vest1g~c10nes posteriorment f ,mur10 al d1a siguiente.
1mon10 del Jefe de los serviciase ~d~ctuadas, que incluyeron el

y otras dos personas, tOdo
me 1CO~ ?el 53

0

Batallón de
dado a la fuga. que 1 s conV1n1eron en que Félix
'1' "a no obedecer 1 ' se1ne as, estos habían d' as ordenes de los1 1sparado ca t '1a ca~sa de su muerte. Finalmente n ra,e , y que tal había sido

ordeno , que se suspendiese el roce~ el tr1buna1 que instruyó el caso
proced1do con arreglo a 10 d'P o, puesto que los soldados hab'
del Código Penal, que dice q~:puestto en el párrafo 9 del artícu101~n8

, en re otras "est', an exentas de

a) RogérFrancisco l'ovedaOsor i Q• 1518 de abrilde 1987,
Rogér>Francisco povedaOsoriofue condenado a dos años Y seis
de prisión por robo a. mano armáda., y empezó a cumplir Su condena
lá7.,nt""ci.ár~á,,"!~ri~9éjnZález".El 2~ de ....y~M 1987. emp

ez
l1

beber desde las primeras horas· de la mañana y, .• por la noche, tomó
revólver Y dijo a sus amigos que se iba. a matar por problemas
personales. Este intento de suicidio 10gró impedirse,<pero, a la.
madrugada siguiente, Poveda Osorioconsiguió otro revólver Y se J?
un tiro en el estómago, muriendo en presenda de varios testigos.

e) El 27 de julio de 1988, E1eazar lIerrera, presidente de la oficina
departamental del Partido Conservador en Mataga1pa, fue muerto por

los soldados.

d) El 28 de octubre de 1988, personal militar dio muerte a
Gavino Martinez Garcí.a, que estaba trabajando la tierra

departamento de Zelaya.

n El 24 de agosto de 1988 Va1eriano Torres Gómez , miembro
Il1ttrlidpa1 de Valle del Wapi, fue muerto por soldados en

la Esperanza.

b) Eddy Moisés Barrera Morales. A las 8.45 horas del 21 de abril
de 1988, Eddy.Moisés Barrera Morales Y Frandsco Barrera, miembro
"l'J1i.~s.de1Ejérci~~ pop?l~", Eandinista~~~~tacad.os e" el Centro d~
O!~cia\~.~'.'.H~lari~E~c~~'",~e Jinot~~~cse ~~er~aron a na taxi
~.;~nt~a. la oficina de subastas públicas en Managua. Amenazaron
propietario del taxi, ·se apoderaron de sus pertenencias Y le
obligárori a. llevarlos a la dudad de León. A las 11 horas del
dia,.amena.zarori de muerte con sus rifles a dos agentes de la

c) El 6 de septiembre de 1988, Vicente Ruíz Acuña fue detenido en
San Isidro, Matagalpa. Unos dias más tarde, su cuerpo fue
localizado en el Hospital de la Trinidad.

b) El 12 de agosto de 1988, agentes de la seguridad del Estado
detuvieron al campesino Alfonso López Rivera en Esta1i. Unos
más tarde el Ministerio del Interior declaró que López, miembro
la Contra, había muerto en un enfrentamiento con el ejército.

a) El 18 de julio de 1988, miembros de la policía de Diriamba mataron
al campesino José Manuel Hernández Soto cuando éste se oponía a
detención de su hijo Francisco (El Carriza1, Carazo).

299. El l6de marzo, el 12. de mayo' él 6de juriio, el 3 de julio Y el 2.0
~ipUiinbre d.~1989s~.riCl1i~irOií~~~puestasdel 9obfe~o •.·~~Ni<i..rá~U8. a
cartas del Relator Especial de 28 de julio y 9 de noviembre de 1988,
siguientes presuntos casos deejecudones sumarias o arbitrarias

298. El Relator Especial solicitaba información sobre estas denundas y,
particular, sobre todairivestigadón reali:tada por las autoridades
COIl1petentes, incluidas las autopsias, y sobre toda medida adoptada para

impedir la. repetidón de tales hechoS.
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9

habían

no
que eran
inato.

distrito de Nawabshah, provincia
muerto a tiros en su clínica por

en Nawabshah, provincia de Sindh dos
, 'a t1ros al Dr. Abdul Quddus, ahmadí,

El 9 de marzo de 1989, en Sialkot, Khawaja SarfarazAhmad b d
fue atacado y gravemente herido por un hombre que ya ant' ~ oga °t'
había atentad ' "t ' er10rmen e,o S1n eX1 o contra la vida de un economista hm d'a a 1.

El 9 de abril ~e 1989, en Faisalabad, Zaheer Ahmad fue atacado y
gravemente her1do por un oponente a los ahmadíes.

El 14 de mayo de 1989, en Sakrand
de Sindh, el Dr. Monawar Ahmad fU~
dos personas no identificadas.

El 16
Na.zir

El 28 de septiembre de 1989,
desconocidos armados mataron
cuando volvía a su clínica.

de julio de 1989, en Chak Sikander, distrito de Gujrat
Ahma~,fue atacado por una turba y muerto a tiros en un~

tac10n conFfra los habitantes ahmadíes de la aldea. Otros dos
~UIII~Q~es y un man1 estante anti ahmadí también resultaron muertos a

La policía había sido testigo del incidente.

El 2,de.agosto,de 1989, en Qazi Ahmad, distrito de Nawabshah,
provwc1a de Swdh, un desconocido armado le dispa' 1
~r. Abdu~ Qadir en su clínica; el doctor murió cam~~Oadel hospital

hm
r a , ~egun se dice, la decimosegunda víctima de ataques contra •

a ad1es en la provincia de Sindh.

la carta se describían los casos siguientes, presuntamente ocurridos

30 de octubre de 1989 se envió una carta al
le comunicaban denuncias según las
XX, de 26 de abril de 1984, que prohib ~ ~n

r o practicar su fe islámica, varios creyentes dOe
s

f"
h

" esa con eS10n
o se ab1an convert1do en obJ'etivo mortal dd l' e personas no

¿~aua~,O e as turbas exc1tadas. Las autoridades,
,n1 par~ prot7ger a esas personas de los ataques

, n1 para 1nvest1gar las muertes o los intentos de

Ad 'demas, se denunciaba que cuatro presos ahmadíes que habían sido
~.os a m~erte en 1986 por el Tribunal Militar Especial no se
(?1arOn na de Lst i 'd' 'amn1S 1a,n: e nuevo Juicio, pese a que el Gobierno había

el.?, al pa::e?er, en d1c1~mbre de 1988 que las penas de muerte im uestas
~nales m111tare~ careC1an de validez. Las cuatro personas cit~das
~a~ ~~yas Mun1r y Naeem ud-Din, condenados a muerte en febrero de

e r1 ~al Militar Especial N° 62 en Multan, y Nasir Ahmad Qureshi y
Quresh1, condenados a muerte el 3 de marzo de 1986 por 1 T 'b 1

en Sukkur , e r i, una

María Eustacia León Estrada. Sobre la base de una denuncia
presentada por Mario León Solano, se inició un proceso para
investigar la presunta muerte de Ma.ría Eustacia León Estrada.
Como resultado de las investigaciones efectuadas Y sobre la base de
las declaraciones hechas por testigos oculares, fue posible
esclarecer el caso y determinar las circunstancias en que había
Clcurrido,quefueronlassiguientes: en la noche del 4 de
septiembre de 1987 un pelotón de 25 hOlnbresdelEjército Popular
Sandinistacayó en una emboscada de un grupo de rebeldes, en el
sector llamado de La Campaña, cerca de la Base de Apoyo
E1Guabo,ene1 Distrito Administrativo··de Santo Tomás, Chonta1es.
El pelotón repelió la emboscada y los rebeldes huyeron, siendo
perseguidos por miembros del ejército, que, al pasar por la casa
Ma.ría ... l!:1.1st:ªcia León Estrada, se enteraron de que ella y sus dos
hijos habían resultado muertos en el tiroteo entre ellos y los
rebeldes. En vista de esto, el tribunal militar que entendió en
caso resolvió que no se. podía atribuir responsabilidad penal
a los miembros del Ejército Popular Sandinista, ya que no había
seguridad en cuanto a la causa de la muerte de María Eustacia León
sus hijos, que habían ocurrido en circunstancias en las que era
imposible determinar una. responsabilidad individual.
En consecuencia, el tribunal militar ordenaba la suspensión
del proceso.

La familia Cruz Mairena. El 17 de enero de 1988, en una aldea
llamada "El Chile", en el distrito de San Ramón, departamento de
Mataga1pa, la familia Cruz Mairena fue asesinada por Antonio
A1tamirano Salmerón, Juan Treminio Mendoza y Jacinto Y Guillermo
López. El motivo de la muerte fue una disputa acerca de un terreno
que había sido vendido a Felipe Cruz por el ciudadano Santos
Hernández. Los asesinos se introdujeron en una plantación de maíz
armados con rifles AKA Y machetes, y, seguidamente abrieron fuego
contra la familia Cruz Mairena, dando muerte a Gloria Mairena, a
Felipe Cruz, Sandra Mairena, al niño Juan Cruz Mairena Y a otro
no identificado, e hiriendo al niño Jairo Cruz en la espalda.
Luego, dieron rienda suelta a su furia sobre los cadáveres. Al ser
informado de 10 que había ocurrido, el Ministerio del Interior
realizó una investigación Y detuvo a Jacinto y Guillermo López, que
fueron declarados culpables y condenados a 30 años de prisión.
Juan Treminio Mendoza resultó muerto al resistirse a su detención;
en cuanto a Antonio Salmerón, no pudo ser capturado y seguía en
rebeldía. Ninguna de. las autoridades militares del país estuvo
involucrada en los hechos descritos, ya que los autores de los
crímenes eran civiles.

responsabilidad criminal las personas que actúen en el cumplimiento
de su deber o en el ejercicio legítimo de un derecho, autoridad,
cargo o función".

f)

e)
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, que, como las otras personas que hab
P1neda acerca de

'd deS1 o ases ...U<1aaS

Benedicta María Valenzuela había sido
que no se habían adoptado medidas especiales

En el se
ante el Escobar

armadas en la matanza
que tener muy en cuenta que

testigo, y se hacía notar

Relator Especial pedía información sobre las med'd
las vidas de las personas que habían recibido 1 as adoptadas paraamenazas de muerte.

8 de marzo de 1989 se envió otro tele
de muerte contra Lucas Cachay H ' g~ama sobre las presuntas

de los Intereses del DepartamentuoamdanS' rMesid;nte del Frente para la
" 'b" e an art1n De a d10n reC1 1da, m1embros del e'ér 't • cuer o con la
Franco" habían utilizado bar;asc~eodY. de~ grupo paramilitar "Comando

io perpetrados el 24 de febrero 1 21n6amd1ta en ataques contra su

1 h
' . y e e agosto de 1988 y

, es ab1an amenazado de muerte '1 'a e y a su familia.

Relator Especial pedía al Gobierno ue ' ,
información sobre los resultad ~ 1nv~st1gara esas denuncias y

medidas adoptadas para protegerO~ e'd
t a 1

1nvestigación, así comoa V1 a de esa persona.

El 3 de julio de 1989 se envió ot
de las presuntas amenazas de mue~~ tele~rama a~ Gobierno del Perú

que se suponía había estado invo1 e cond ra Ju110 C. Fa1coni González,
d ' , ucra o en casos de eJ'e '

esapar1c10nes y otros delitos 1" CUC10nes
recibida, Fa1coni Gonzá1ez habi

o 1t1?0~. ~e acuerdo con la
anónimas de muerte y sus ofi' a rec1b1do u1timamente muchas

personas C1nas estaban constantem t "1
que ,conducían automóviles con vidrios h e~ e ~1g1 adas

Ademas, una revista peruana había pub1,a ~ados~ S1n numero de
el que se decía que era abo ado 1ca o re?1entemente un

profesional con el abogado Man~el F:~r~:ndero Lum;nos~, debid~ a su
1988 por el llamado "Comando R d' F ,que hab1a s1do ases1nado eno r1go ranco" T d t

le hacían temer, según se decía, por ;u V~d~sye:uo:eguridad.

Relator Especial pedía al Gobierno u' ,
medidas para proteger su vida y sol{ ~t1~ve~t~gara :~ caso y que

de la investigación y sobre las d?~ a a 1n ormaC10n sobre elme 1 as adoptadas por el Gobierno,

24 de julio de 1989 se envió una, carta al Gobierno d 1 P ,
comun1caban denuncias según las cual ,e eru, en la

..aU~QU muchas violaciones del derecho a ~: ~~d:le~r1mer s;mestre de 1989
en las zonas en que estaba vi el Peru, en

29 de abril de 1989 el est d dgente el estado de emergencia.
, a o e emergencia había afectado

y ocho d~partamentos y a más del 45% del tot 1 d 1
En las denom1nadas "zonas de emer ." a e a
itares, establecidos en virtud deg~:c~a , ;os comandos

control sobre los habitantes E 1 ey N, 24,150, tenían amplios
vio1:ncia política había asc~ndi~o :8~ ~~Onum~ro de mue:tes debidas
en anos anteriores Se d ' " c1fra super10r a la

de las fuentes), er~n civi~~~~ q~e ~a m:yo~ía d~ las ,víctimas (787,
a la vida podían atribuirse uc as e as v101ac10nes del
Luminoso y el M ' , a grupos rebeldes tales como

OV1m1ento Tupac Amaru.

b) Luis Antonio Gonzalez Santamaría. Esta persona, de 21 años,
estudiante de ler. año de la Facultad de Derecho Y Ciencias
políticas de la Universidad Nacional de Panamá, el día 3 de agosto
de. 1989 fue herida mortalmente por d'í.spar'o de un agente de las
Fuerzas de Defensa de Panamá, de la •compañía antimotines denclmi.netda
"Dobermans". El incidente tuvo lugar a las 15 horas en el campus
la Universidad,concr~tl3.IIlellteen los predios de la Facultad de
Humanidades yde la Escuela d~ Múdca, en el contexto de la
actuación de dichas fuerzas respecto de una manifestación organizad
contra el Gobierno y contra el jefe de misión de la QEA. Poco
después, Y como consecuencia de las heridas, falleció en el
Bella Vista.

305. El Relator Especial solicitaba infortl'laei.ón sobre estas·denuncias y, en
particular, sobre cualquier investigaciónrea1izada por las autoridades
competentes, incluidas las autopsias, Y sobre toda medida adoptada para
impedir la repetición de tales hechos.

306. El 3de marzo de 1989, se envió al Gobierno del Perú un telegrama
de la.Spresuntas amenazas de muerte corttrá .Belledicta Marí.a Va1enzuela Ocayo
quie

ll
testificÓant~ el Fiscal Carlos Escobar Pineda acerca. de la ejecución

sunn:i~i.aoarbitrariade 28. personas en Cayara .el 13 de. mayo de 1988.
El Relator Especial se refería en este telegrama al que, con fecha 4 de
de 1989, había enviado sobre la presunta muerte de los testigos de los
incidentes de Cayara y las amenazas de muerte contra Carlos Escobar Pineda,
así como sobre su preocupación por la vida de Benedicta María Va1enzue1a
(véase documento E/CN.4/1989/25, párrs. 208 Y 209).

a) Nicolás van Kleef. Esta persona, de 52 años, holandés, miembro de
la misión que en Panamá tiene la congregación conocida como
"Los Paulinos", fue herida por disparo de bala el día 7 de mayo
de 1989 por un agente de una unidad del Batallón Paz de las Fuerzas
de Defensa de Panamá, FFDD, de nombre Olmedo Espinoza. Según se ha
informado, el padre van Kleef, en compañía de un joven de dieciséis
años, ese día, domingo, hacía un recorrido en su automóvil por la
comunidad de Santa Marta, Bugaba, provincia de Chiriquí, anunciando
la misa que iba a celebrar, momento en el que ocurrieron los
hechos. Conducido al Hospital·de David, falleció al día siguiente
como consecuencia de las heridas.

304. El 14 de noviembre de 1989 se envió una carta al Gobierno de Panamá, en
la que se le comunicaban denuncias según las cuales, durante el año pasado,
habían producido varios casos de homicidio atribuibles presumiblemente a
miembros de fuerzas gubernamentales. Dichos casos son los siguientes:

Panamá

303. El Relator Especial pedía información sobre estas denuncias y, en
particular, sobre cualquier investigación realizada por las autoridades
competentes, incluidas las autopsias, Y sobre toda medida adoptada para
impedir la repetición de tales hechos,
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octubre de 1988.

El 16 de enero de 1989. M ' G', ar1a u:1narita Pisco Pizango, de 26 años
de Juan Pablo Sabaya Puerta. que h b' 'd 'desaparecido ' a :1a S:1 o detenido y había

rrumPierel 8 de ener~ ~e,1989, fue detenida por cinco soldados
en su dom1c11:10. Poco después fue encontrada

mu:rta, con la cabeza y los pies atados a un a'rbo1ev d t d Y con señales
1 en es e tortura y violación, y un orificio de bala.

de noviembre de 1988 d, ,un grupo e hombres enmascarados abrió
sob:~ Eduardo ROjas Arce, periodista de la revista Caretas

Bust:1OS Saavedra, reportero del diario Act l'd d " Yenviad " , ua :1 a , que hab:1an
os por sus per:1od:1cos a Erapata, en la provincia de

AAyacucho. El grupo mató a Bustiós Saavedra e hirió a
rce, que fue llevado al hospital Se d'

la guardia civi~ y,persona1 militar ~e enco~~;a~~~ ~al~a;~~i~:ad
el momento del :1nc:1dente y acudieron al lugar de 1 h h

no tomar~n medida alguna para obtener pruebas de las ~:er~~sos, p~~o
, ,test:1gos declararon que los responsables de éstas eran ,y q

m1l:1tares, entre ellos un capitán del ejército q ,
Bustiós Saavedra y 10 remató de un tiro. ,ue se acerco a

El 7 de diciembre de 1988, personal del ejército dio presuntamente
a Máximo Villacrisis Henríquez y Wilberto Contreras Garcia en

l'lanuin,PULOu í.o , Quina.

El 25 d; noviembre de 1988, Héctor Raúl
de 18 anos, estudiante de primer año de 1
fue ~uerto a tiros por miembros de la gua:dia
arrOjarlo al suelo le dispararon cinco tir
cabe 1 ' os aza y en e torax, en la Universidad Nacional

En 1988 se denunció el asesinato de varios de
matanza de Cayara (E/CN.4/1989/25 párr 210)
de 1988, el vehículo de transport~ público •
del d' t't d C en que.... ,;s ,r:1 o e ayara , Justiniano Tinca García,
mun:1c:1p:1o, Fernandina Palomino Quispe testigos y
e~ ?ayara, y que habian formulado acu~aciones
~:11:1tar presuntamente responsable de diversos delitos fue
:1nterceptado por un grupo de hombres enca uch'

iga:~n a todos los pasajeros a salir d~l v:~~~ui~e; ~~:.~::azas,
éXCeOC:1on de las ~os persona~ mencionadas anteriormente y ~el ,con

del veh:1culo. Segun los testigos T' G '
Fernand ína 1 ' ' arico arcaa yPa om:1no fueron torturados y luego muertos por una ráfaga

ametra11a~ora. El conducto:, Antonio Félix García Tipe, fue
al veh:1culo, al que se h:1z0 explotar con una granada.

E118 de julio de 1988, Carlos A. Barnett Azpur, de 28 años,
est\1diante de quinto año de. derecho en la Universidad de San MarcoS
y ex dirigente de la Federación de Estudiantes de la Universidad
Nac.ional de Ingeniería, fue alcanzado por una bala disparada por
personal de la guardia civil durante una manifestación.

315. El 13 de febrero de 1989 se encontraron los cuerpos de Saú1 Cantora1,
Secretario General de la Federación Nacional de Trabajadores Mineros y
Metalúrgicos del Perú, y de Consuelo García, miembro de "Las Filomenas",
organización dedicada a la formación de las mujeres de los mineros. Esta
última tenía el cráneo fracturado, aplastado al parecer por un vehículo
pesado. Sobre los cuerpos se hallaron notas con consignas y amenazas de las
que se podía deducir que Sendero LuJIlinoso había sido responsable de las
muertes. Sinembargb,losdirigeritesde la Federación Nacional de
Trabajadores Mineros y Metalúrgicos deL. Perú dijeron. que no creían que así
fuera, puesto que todos los dirigentes de los mineros habían recibido ameriazas
de ltluerte·de1 "Comando Rodrigo Franco", que podían provenir de las fuerzas
gubernamentales. De acuerdo con la información recibida, Saú1 Cantora1 hab
dirigido dos huelgas de mineros y había sido acusado por los propietarios de
las minas de estar relacionado con Sendero Luminoso.

a) El 31 de mayo de 1988, Javier ~duardo Arrasco Catpo, estudiante de
la Facultad de Biología de la Universidad de San Marcos, murió de
los disparoS que contra él hicieron varios miembros de las fuerzas

de policía.

316. También se exponían los siguientes casos de muertes imputables a las

fuerzas gubernamentales:

314. Sin embargo, muchas denuncias atribuían las muertes a las fuerzas
armadas, los servicios de seguridad y a un grupo paramilitar denominado
"Comando Rodrigo Franco". Se decía que este grupo había matado a varias
personas, entre ellas a un miembro del Parlamento peruano, y había cometido
otros actos terroristas contra miembros de distintos partidos de oposición.
El Comando Rodrigo Franco era también, al parecer, responsable de actos
terroristas contra miembros de la iglesia católica en Puno, del secuestro y
muerte del abogado Manuel Febres en julio de 1988 Y de la muerte de
periodistas, sindicalistas, activistas de los derechos humanos Y otras
personas, así como de amenazas de muerte que habían obligado a las víctimas a
dejar su lugar de residencia en el Perú a fin de salvaguardar sus propias
vidas y las de sus familiares. Los informes Y testimonios recibidos decían
que los tipos de actividades realizados por este grupo indicaban que se
trataba de un comando paramilitar compuesto de miembros de la policía nacional
o de personas vinculadas al partido en el poder. Se afirmaba también que los
órganos del Estado encargados de mantener el orden público no habían tomado
medidas en relación con la investigación de los actos terroristas cometidos
por dicho grupo, puesto que, a pesar de que se había establecido una comisión
parlamentaria para investigar sus actividades, las autoridades judiciales no
habían detenido ni acusaron a nadie por esos actos, que habían ocurrido en
zonas en las que las fuerzas armadas ejercían un estricto control.
En relación con este comando se exponía el caso siguiente.
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1nvestigación a fondo

culpables,
las

vista de las denuncias
tes de Cayara, incluida la d muerte de

manifestaba grave preocup ., e Marta Crisóstomo
t t ' aClon por
es 1905, pedía al Gobi

erte de Marta C " emo que efectuara

ªoptara todas la;1~~~~~:~ ~:~~~:r~~: el fin
si de que se trataba, y solicitaba para lJrn,.o~",_

10 :e ~as investigaciones efectuadas por el
e ayara y las muertes de los test'

por el Gobierno para proteger a los 1905,
l.TI t:eresad,os

29 de septiembre de 1989 se envió 1 '
las amenazas dirigidas contra Jos: AG~bl~rno del Perú otro telegrama
del Centro de Estudios y Acción n

lonlo
Burneo Labrirt, Director

su labo:; Y, la de su organizaci~:r:n ~ Paz (CEA:~Sh.débido, según
a las v1ct1mas de violaciones de l da prestac10n de asistencia

os erechos humanos.

de septiembre de 1989, poco antes de 1
arma,do, con uniforme de la guardia ci' a u~a de ~a mañana, un

Burneo Labrin en Lima y se negó a ~~l, ~l~o con lnsistencia a la
preocupación por la vida d B ent1f1carse. Por eso se

t ' e urneoLabrin "muer e de COqU1 Huanali b ' recordandose a este
~alu~~aS análogas. ' a ogado, en su domicilio de Pasco, en

Relator Especial pedía al Gobiem
para protegerlo y solicitaba i ~ que ~~optara las medidas

al respecto. n ormaClon sobre las medidas

de octubre de 1989 se envió otra carta .
denuncias según las cual 1 al Gob1emo del Perú, en la

habían sido objeto de vio1aci es as personas que se mencionan a
gubernamentales o de grupos p on~~,del der~cho a la vida por parte

aram1 1tares v1nculados a éstas'
Estanislao Polanco Rojas F ' •
Barriento Ramos Virgini~ Bran~1sco Ramos Bautista, Virgi1io
Ve A d" arr1entos Po1anco E t bga, n res Huamani Polanco M ' , s e an Barrientos
Clemente Chaupion Barrientos'e ~~a ~au~~sta Quispe, Franco Ramírez
de 1989, se decia que un grupo d aClO 1tO. El 27 de junio '
oficiales habían ocupado la l ~,soldados al mando de cuatro
Aucará, provincia de Lucanas o~a 1dad de Pampamarca, distrito de
Los habitantes habían 'd ' ~partamento de Ayacucho.
P Sl o reun1dos en la 1

ermanecer allí durante dos d' paza y obligados a
asesinado a las personas menc~~~~d Los soldados habían saqueado y

as por haberse negado a colabD ' orar.
O~l~gO Quispe, de 95 años, Nativid d '

Cr1sostomo Condori Q , a QUlspe, de 90 años
d 60 N U1spe, de 58 años y Al ' ,

e anos, habían sido al e]andro Quispe Condori
similares a 'las que se ~enci~:~~c:r, asesinados, en circunstanci~s
localidad de Santa Ana pr ' , n el apartado anterior en la

, OV1nCla de Lucanas. '

Luis Alberto Alvarez Aguilar J '
Se informa que estos dos t~. Ose Abel Páez Ma1partida.
asesinados el 27 de julioe~eul~:ntes universitarios fueron

9, cerca del balneario San Barto10,

El 13 de abril de 1988, E1eodoro Bandezú Anccasi, de 43 años,
comerciante, fue detenido por personal del ejército no uniformado
la finca Pampachocca, L1auricocha, departamento de Huancavelica.
cuerpo fue encontrado en Llauricocha el 22 de diciembre de 1988,
señales de graves torturas.

El 9 de febrero de 1989, durante una manifestación pacífica
organizada por la Federación de Campesinos de Ucayali en la plaza
Pucallpa, Ucayali, ocho campesinos fueron muertos a tiros por la
policía. Se decía que la responsable de esas muertes era la
División de Operaciones Especiales de la Policía Nacional.
no confirmados decían, por otra parte, que de la plaza se habían
llevado unos 20 cadáveres en un camión.

El l° de febrero de 1989, Elena Ñahuinila, nlna de dos meses,
cuando los soldados la arrancaron de los brazos de su madre y la
arrojaron al suelo en Quilcaccasa, distrito de Cotaruse, provincia
de Aymaraes, Apurimac.

El 17 de mayo de 1989 soldados del tercer batallón de infantería
Ollantaytambo invadieron la aldea de Calabaza, distrito de
provincia de Satipo, departamento de Junín, y detuvieron a
unas 20 personas. Al día siguiente se encontraron los cuerpos
de 11 de ellas a orillas del río Calabaza. Por otra parte, según
los informes, tres de las personas detenidas lograron huir y dos
fueron puestas en libertad después de haber sido torturadas,
desconociéndose el paradero de otras cuatro.

j)

i)

1)

k)

319. El 26 de septiembre de 1989, el Relator Especial envió otro telegrama
Gobierno del Perú, en el que se refería a sus telegramas de 13 de julio
de 1988, 9 de enero y 3 de marzo de 1989, y a su carta del 28 de julio
de 19~8, so~re las matanzas de mayo de 1988 en Cayara, departamento de
Ay~c\lcho,y sobre la posterior detención y muerte de varios testigos de la
misma, y las amenazas de muerte recibidas por Carlos Escobar Pineda,
Comisiona~()Esl'ecial que habia investigado el incidente. El Relator Especia
también se refe.l:'ía a .las noticias segÚIl las cuales. Marta Crisóstomo Gar c i.a ,
enfermera de 22 años de edad y testigos asimismo de la citada matanza de
Cayara, había sido asesinada el 8 de septiembre de 1989 en su domicilio de 1
barriada dé San Juan Bautista de Huamanga, Ayacucho, por ocho hombres
encapuchados y vestidos con uniforme del ejército. Se decía que era el nove
testigo de las muertes de Cayara que era víctima de "desaparición" o muerte.
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317. El 15 de junio de 1989, Fernando MaJíaEgocheaga, abogado y pres i.dence
del Comité Provincial de la Izquierda Unida en Oxapampa, y Aladino
Portce'imaestrode escueláY di:rfgent~del Sindicato Unico de Trabajadores
Ed\lcación Primaria (SUTEP), fueron detenidos P?r personal del ejército en
domicilios. Sus cuerpos fueron encontrados el 18 de junio de 1989 en Ox:apam]
departamento de Cerro de Paseo, con heridas de bala y señales de tortura.

318. El Relator Especialpedia información sobre estas denuncias y, en
particular, sobre toda investigación realizada por las autoridades
competentes, incluidas las autopsias, y sobré toda medida adoptada para
impedir la repetición de tales hechos.



asesinato demostraba que
reisp()n~¡able de las

mayo de 1989 se recibió una resRelator Especial del 3 d puesta del Gobierno del Perú al
a renaue ra Ocayo , respuesta a laeq:arzo de ~989sobre el caso de
, que decía que la solicitud del Rela~ompanaba la del Ministerio de

al Mando conjunto de las f e a or Especial había sido
adoptar las medidas más conven~:~~as ~rm~das de manera que tees en1endo en cuenta la situación,

28 de junio de 1989 se "
una respuesta ~:~1~~~i~~:~i~e~~u;:~:n:~erCqauedede~te casol, a

de la ley y el orden en 1 ' eC1a que as
protección a las personas :~ezona~ d;claradas en estado de emergencia

modo que al resto de la Pob~:ci~~~a que estaban amenazadas de muerte

3 de mayo de 1989 se recibió una respuesta
a del Relator Especial del 14 de octubre de del Gobierno del Perú al

s. dse ~uerte contra Angela Mendoza de Asearas y1988 sobcre lals pr~suntas
egun esa respuesta la solicit d d 1 Mario ava cant1

tida a los Departamen~os de J t'U, e Rel~tor Especial había sido
l f us 1C1a, Interí.or y D f '

an1 estado que las fuerzas de la le e ensa, y este último
QO de emergencia ofrecían prote "Y Y el orden en las zonas declaradas

ha que, teniendo presente 10 redcc7~n : toda la población. Asimismo
a 5, no era posible atender ind'u:~ 01 e las tropas que había en la

s de las que se decía que est b1v1 ua mente a las solicitudes de las
a an amenazadas de muerte.

de 1989 se recibió una cart dI'el 27 de abril de 198 ' a e Gob1erno del Perú, en la
~q Unida, el 6 de mayo, Pablo N~r~d1lber:o A:royo, diputado de la
Peruano, habían sido muertos or erto L1, d1pu~ado del Partido

~les causantes de la violenciaPen :~u~os,terro:1~tas, que eran los
echos eran muestras claras de 1 't e:~. AS1m1smo se afirmaba que
lizar las próximas elecciones a :n,enc10n de los terroristas de
r así en peligro la democraciamun1~1~ales,ypresidenciales en el Perú y
gonvencido de que el conocimienioed 1mper10 d~ :a ley. El Gobierno

dos sería un factor deci ' e actos cr1m1nales como los
s. con que en la actualid:~VOt pa:a un buen :ntendimiento de los

.~. , rop1eza el Peru que d d'
1raC10nes de paz, desarrollo y' t" .' ca a 1a ve socavadas
\Ita' JUs 1C1a soc~al por los t d
• s que cons1deran que los dere h h ac os e grupos

~ntales son conceptos carentes d ctods umanos y las libertadese o o sentido.

.~ ... 6 de junio de 1989 se recibióeiecía que un grupo terrorista h ~r;a carta del Gobierno del Perú, en la
d'Achille del periódico El C a 1~ dado muerte a la periodista

ad 1 omerC10, La Sra d'A h'll '
•• a en a protección del medio ambiente ,', C 1 e, ecologa e
q~,el ingeniero peruano Esteban Bott ,hab1a s:do m~erta cuando,
910n de desarrollo del citado d orguez, func10nar10 de la
ento de Huancave11'ca en . "epartamento, se encontraba en el, m1S10n per' d' t'

sobre los narcotraficantes d 10 :s 1ca para obtener mássu amer1canos,

en el departamento de UcayaliLumí ' y que
1noso no respetaba la vida y era el

~~~uu~~~ de los derechos humanos en el

f) Walter Wilfredo Valer Mun.alla. Se informa que este estudiante
de 20 años fue detenido el 20 de septiembre de 1989 por
ejércitO después de acudir aL cuartel Los Cabitos para cumplir
sus obligaciones eh elmatcodel serVicioII\ilitar obligatorio.
Su cadáver con signos de haber sido torturado fue encontrado el
octubre de 1989 a la puerta del lugar donde trabajaba.

e) Pedro Valenzuela Tamayo Y Manuel Mejía Cotrina. Se informa que
estos dos campesinos, presidente'y tesorero, respectivamente, de
Comunidad Campesina de Huaripampa, distrito de San MarcoS,
de Huari, departamento de Ancash, desaparecieron el 31 de
de 1989 en el distrito de Catac, provincia de Recuay. Sus
mutilados fueron encontrados el 6 de septiembre cerca de la
de Querococha; ambos presentaban un orificio de bala en la
posterior del cráneo. Por versiones de los pobladores de San
y de los comuneros de la Comunidad de Huaripampa, existían unda.da,s
razones para responsabilizar de los hechos al alcalde del dis
de San Marcos, Glicerio Mauricio Rodríguez, Y a las Fuerzas
policiales, ya que los dos campesinos venían siendo objeto de
constante hostigamiento por parte de aquéllos, que los acusaban

supuestas actividades terroristas.

al sur de la ciudad de Lima, al parecer por miembros de un grupo
paramilitar, Se informa también que el lugar en que fueron
encontrados es "zona militar" y, por tanto, objeto de ínspecci.or.les

frecuentes por parte del ejército,

d) Coqui Samuel Huamali Sánchez, 32 años, abogado, Director de
Nacionales e Internacionales del Comité de Derechos Humanos
Pasco, Se informa que el 23 de agosto de 1989, en horas de toque
queda, el Sr. Huamali fue extraído de su domicilio ubicado en
Jirón José Olaya 405, San Juan Pampa, Cerro de Pasco, por hombres
uniformados cubiertos con pasamontañas y armados con fusiles.
Su cadáver fue encontrado al día siguiente mostrando signos de

tortura.

326. El 20 de abril de 1989 se recibió una respuesta del Gobierno del
telegrama del Relator Especial del 8 de marzo de 1989 sobre el caso de
LucasCachay Huamán, respuesta a la que acompañaba la del Ministerio de
Defen.sa, que decía que la solicitud del Relator Especial había sido
tran.smitidaal Mando conjunto de las fuerzaS armadas de manera que éste
püdfetáadoptát las medidas más coniréniéntes tédendo en cnenta la situacióri

3'1.7. E12Ldéabtilde 1989 se recibió una cattádel Gobierno del Perú, en
que sé decía que él 15 de abril de 1989 el grupo terrorista Sendero Luminos()
había matado a Joseph Piescher, periodistaaüstríaco 'Y funcionario de Auxil'
Fluvial Affiázól1ico,otganiZaeión. nogube:rrtamental que trabajaba en un

325. El Relator Especial pedía información sobteéstoscasOs y, en
particular, sobre toda investigación realizada las medidas adoptadas por

las autoridades judiciales para determinar los hechos Y hacer

justicia.
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CAFGU.

años,
Guinoyoron,
en

Ello de mayo de 1989, la Rever "
esposo, Luvino Givan de 43 N enda V1sm1nda Gran, de 50 años y su

. b 'anos fueron tm1em ros de las CAFGU o d 1 ., '. muer os por
B1'· e eJerc1to en L'ba 1ango, M1samis Oriental. ' 1 erte, ciudad de

El 28 de abril de 1989
f ' nueve trabajador d

u7ron muertos por miembros del 20 B e~ e una granja piscícola
Pr1mera Brigada, en Sitio M ' , atallon de la Marina,
Bulacan. an1cn1c, Barangay San José, Paombong,

El 6 de abril de 1989 Ruf~no R'f ' ,... 1vera de 69 N

un ra1le, Fray Dionisia Malalay d '32 N anos, consejero local y
Pagadian, Sabina, Zamboanga d 1 ,e anos, fueron muertos en
policía durante una reuni' de lsur, por miembros de las fuerzas de
cercano a la casa de Rive~:. e a comunidad cristiana en un lugar

El 2 de mar~o de 1989, Romula de la
Barangay GU1ndapunan, Daram Sam Cruz fue muerta en

, ar, por un miembro de la

El 18 de febrero de 1989 Pedr P
Enca ' , 'o agao de 56 añrnaC10n Pagao y sus dos h" f ' os, su esposa,
por miembros del 80 Batall' ~]OS ueron,muertos en Cabalyog
Filipinas (PA). on e Infanter1a del Ejército de '

El 21 de marzo de 1989 Oscar T
Colegio Integrado de Abogados d~n~~i,d? 37 año~, Vicepresidente del
Grupo de Asistencia Letrada G t 't 1p1nas y m1embro activo del
dos pistoleros vinculados a Ira ~1 a (FLAG), fue muerto a tiros por
muerte de Oscar Tonog una esat s

,~erzas Armadas. Poco antes de la
'1' 'aC10n de r d' .m1 1tares había difundid a 10 manejada por los

d 1 o una advertencia 1
e os derechos humanos. a os abogados defensores

El 17 de febrero de 1989 O '
NADSU-KMU (Alianz.a de C 'd scar Fernandez, Presidente de la
1 . on uctores Un'd )

a AGMA-Sugbu-KMU (Alianza de T b ,10S Y uno de los dirigentes de
dos personas pertenecientes al r~,aJ~dores) fueron asesinados por

e]erc1tO.

El 15 de febrero de 1989 Ed d
Federación Nacional de T' b ~ar o Lazona, secretario de la
Comercio General (NFSW_F~~)a¡adores de la !ndustria Azucarera y el
F~e:z~ de Acci6n Especial Reg~~n:re(~~Aa)t1ro~por miembros de la
f111p1na (PC), en Ta1isay Neg O' F , un1dad de la policía

, ros cC1dental.

EllO de febrero de 1989 Joseph D
t ' " , umasala d 20 ~1ros, v1ct1ma de una verdadera' ,,' e anos, fue muerto a
sido detenido por miembros del 1~~e~:c10n,sumaria, después de haber
durante una operación d' , 'd tallon de Infantería (PA)

1r1g1 a contra un edificio del NPA.

El 3 de febrero de 1989 Saben' " ,
trabajador laico de la ~ 1 ,1ano Beb1e" Borres, de 36
Valencia, Bukidnon f 19 eS1a y agricultor residente en
Población, Valencia' Buek~duerto por miembros de las CAFGU, u 1 non.
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Filipinas

333. El 28 de junio de 1989 se recibió una respuesta del Gobierno del
la carta del Relator Especial del 9 de noviembre de 1988, a la que acompanabx
una respuesta del Ministerio de Defensa. La respuesta decía que las
investigaciones realizadas sobre las ejecuciones sumarias denunciadas en la
zona de seguridad nacional del centro habían conducido a la conclusión
el personal militar de la zona no estaba involucrado en ninguno de los
mencionados en la carta, y que no existía expediente alguno sobre esos
incidentes.

334. El 6 de julio de 1989 se envió un telegrama al Gobierno de Filipinas
relación con la denuncia de que estaban en peligro las vidas de 25 personas
cuyos nombres figuraban al parecer en las denominadas "listas de personas
hay que eliminar". Según esa información, dichas listas habían sido
recientemente distribuidas en algunas zonas de la provincia de
Negros Occidental por miembros de las Unidades Geográficas de las Fuerzas
Armadas Cívicas (CAFGU), que están bajo las órdenes y la supervisión direc
de las Fuerzas Armadas de Filipinas. También estaban implicados grupos
paramilitares de vigilantes. Según la denuncia, las autoridades militares
habían adoptado ninguna medida para impedir que circularan las citadas 1
señaladas. Las 25 personas eran el obispo emérito de la diócesis de
cinco sacerdotes colombanos, tres hermanas de la Presentación, dos pá.rrocos
la di6cesis de Kabankalan, tres trabajadores laicos de la iglesia, tres
locutores de radio, tres dirigentes sindicales, tres abogados y dos ,:">('''''rrlnt'~,

de la di6cesis de Bacolod.

335. Habida cuenta de Varios informes recibidos en el pasado de que
de las personas incluidas en las denominadas "listas de personas que
eliminar" habían sido ejecutadas sumariamente, el Relator Especial expresabá
su grave preocupación por la vida de laS 25 personas mencionadas,
llamamiento al Gobierno para que adoptara todas las<medidas necesarias
proteger la vida de eSas personas y solicitaba información sobre tales
y, en particular, sobre las investigaciones realizadas por las autoridades
las medidas adoptadas para proteger esas vidas así como para impedir la
circulación de las "listas de personas que hay que eliminar".

337. E:IRelator Especial enumeraba concretamente los 20 casos siguientes:

336. El 24 de julio de 1989seenvi6una carta al Gobierno de Filipinas,
la que se comunicaban denuncias según.las cuales, en los últimos meses,
civiles desarmadosseguian. siendo ejecutados sumariamente por miembros de
fuerzas armadas, miembros de las Unidades Geográficas de las Fuerzas Armadas
Cívicas (CAFGU), de reciente formación, y por hombres armados no
identificados. Se suponía que la mayoría de las víctimas eran simpatizantes
del Nuevo Ejército Popular (NPA) o miembros de sindicatos, organizaciones
eclesiásticas o grupos comunitarios. Algunas de las víctimas habían muerto
el curso de operaciones militares llevadas a cabo contra las fuerzas de la
guerrilla.<en las zonas en que vivían.
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29 de marzo de 1989, Teodoro Egoc, Sr., de 47 años,
Estoque, de 39 años, Nicasio Opiar y sus hijos Hernani,

de 4 años y Rengie, de 2, muertos, después de haber sido
secu:estrados de sus hogares en Sitio Kabatangabatangan, Barangay
Buenav í s ta ; Sta. Catalina, Negros Occidental, por cinco miembros de

Unidad Geográfica de las Fuerzas Armadas Cívicas (CAFGU) y dos
uniformados.

16 de febrero de 1989, Reyna1do Duenas, de 45 años y

d
Si man i ng , de.27 años, muertos en Maytubig, Isabela, por una

e mortero d1sparada por miembros del 6° Batallón de
Inr~nrg~'~ de las Fuerzas Armadas de Filipinas y de las Unidades
Geográ,ficas de las Fuerzas Armadas Cívicas.

de octubre de 1989 se enV10 una nueva carta al Gobierno de
se comunicaban los casos de 13 presuntos asesinatos, que

El 4 de abril de 1989, Jesus Lahay1ahay, de 54 años, campesino de
Cambogiot, Barangay Camindongan, Sipa1ay, muerto a tiros por

eXplorador'es de tropas de asalto que efectuaban una operación
militar en la zona.

Entre el 24 de abril y ello de junio de 1989, 17 campesinos de la
región de Hinobaan y Sipa1ay de Negros Occidental, ejecutados todos
sumariamente, al parecer por miembros de grupos de vigilantes

"Greehans" , "Pu1ahans" y "Putians", por miembros de las
CAFGU y por miembros de tropas regulares de las fuerzas armadas de

1ipinas con motivo de operaciones militares y evacuaciones
forzadas efectuadas en esas zonas.

El 6 de mayo de 1989, Numeriano Ronato, tesorero municipal de
Pa1apag, Samar septentrional, muerto a tiros por cuatro miembros de
una CAFGU. Se dice que Ronato había recibido amenazas de muerte de
la CAFGU de Pa1apag.

El 12 de junio de 1989, Dorcas Gonza1es, campesina viuda de 50 años,
asesinada por dos hombres armados en su hogar de Barangay
Hinondayon, Nasipit, Agusan del Norte, junto con seis de sus hijos y

Entre las personas amenazadas Clara
Ma. Nonna Santa ) y tres de

Letrada Gratuita (FLAG). El tamb al
la información recibida en el sentido de que unas 720 personas del

la diócesis de Bacolod, en la ciudad de este nombre, Negros
, habían recibido amenazas de muerte de grupos paramilitares

los "Pulahans", que al parecer recibían apoyo y armas del ej too

Especial, expresando su preocupación por la vida de esas
un llamamiento al Gobierno para que adoptara las medidas

a fin de garantizar su derecho a la vida y solicitaba información
mencionados, así como sobre las medidas adoptadas por el

proteger sus vidas.

El 11 dé diciembre de 1988,Leo Trinidad, de 18 años, fue
el grupo paramilitar "Tadtad", en Barangay Mabini, South uot.aoaco

El 3 de diciembre de 1988, Wi1son S. Dayahon, de 22 años, fue
a tiros por agentes de 1apolieía en el municipio de Lagon10ng,

Misamis Oriental.

El 17 de enero de 1989, Rodrigo Francisco, de 39 años, resN~u~ll~~
del sindicato local de la NFSW-FGT y Nestor Barros, de ~5 anos,
miembro encargado de cuestiones de organización de la m1sma
organización, fueron muertos por miembros de la RSAF y de las
en Santa Rosa, Murcia, Negros Occidental.

El 20 de enero de 1989, Meliton Roxas, presidente de la Unión
Empleados Filipinos de la División Nest1é de Cabayao, Laguna,
muerto a tiros por un pistolero, miembro de los grupos de ¿~¿¿all~~1

El 30 de diciembre de 1988, George Bahain, de 45 años, fue muerto
por miembros de las CAFGU en Barangay Guinoyoran, Valencia,
Bukidnon. Los mismos hombres que 10 mataron eran los responsab
de la muerte de Sabeniano Borres, ocurrida el 3 de febrero de 1

El 26 de diciembre de 1988, Cresenciano Esconilla Y su familia
fueron asesinados en Escalante por miembros del ejército.

El 3 de febrero de 1989, cuatro trabajadores agrícolas fueron
muertos en Mahayag, Banay-Banay, Davao Oriental, por miembros de
la RSAF y la 438a. Compañía de la policía de Filipinas,
inmediatamente después de una operación militar contra el NPA.

t)

s)

q)

p)

o)

n)

m)

1)

k)

339. El 28 de julio de 1989 se envió.al Gobierno d~ Filipinas un nuevo
telegrama que se refería a las denunc1as de que var1as personas
con él caso deladesapa.rición de Ma. Nbnrra Santa Clara y,A. Lle~a:esas,
ocurridáe126 de abril de 1989 en la ciudad de Naga , hab i.an rec1b1do am,enaz

a,:

El,20 de noviembre de ,1988, Serapio Cogollodo, de 68 años
jurttocon cinco miembros de SU familia cu~ndo una gr~nada
por miembros del 23° Batallón de Infanter1a (PA) cayo sobre la
cabaña en la que dormían en Barangay Muritu1a, San Luis, Agusan

del Sur.

El 30 de septiembre de 1988, RatÍICasado, de 24 años, antiguo
rebelde, fue muerto en Bunawan, ciudad de Davao, por miembros
grupo paramilitar "A1sa Masa".

EllO de septiembre de 1988, Pedro Galo, granjero, fue muerto
miembros de las Fuerzas de'Defensa Nacional Civil, en Matuguinao,

Samar.

338., El Relator Especial solicitaba información sobre estas denu~cias y,
particular, sobre cualquier investigación realizada ~or 1as,autondades
pertinEmtés,inc1uidas las autopsias, Y sobre cualqu1er medi.da adoptada
impedirla repetición de tales hechos.



La
frecuentado

que
Según la

ir

de Rumania, en
Ana Ciherean,

octubre

Re~ato:,Especial solicitaba informaciones sobre
,~est1gac10n que hubieran realizado las aut' es y sobre
10n de los informes sobre la autop , , or1dades competentes, con
a para impedir que se repitieran ~~~~sa~~c~~:~ sobre toda medida

22 de diciembre de 1989 se envió un t
,iOn con las informaciones de que la o~i~~:~a ~l G~blerno de Rumania
cas contra miles de manifestant p ab i.a d1sparado con armas
ede 1989. Unas 20 personas ha~~ no armados en Bucarest, el 21 de
de personas heridas. Varias pers~~a:e~~~;ado ~uertas ~al parecer

~as por los tanques. Según esas i f ,1an s1do, segun se decía,
~~a~~adas por una ráfaga de armas ntOr~a?10neS' algunas personas habían
r~3~asaplastadas por un tanque ;u omabcas al tratar de socorrer a

que soldados y policías que s~ ha~~ otra parte, ~e había informado
~ntes en Timisoara en el fi d an negado,a d1sparar contra los

e di.ciembre en la plaza de K:ra~j~e~~~:u~~~enor habían sido ejecutados

1 Relator Especial expresaba su rof d "~to urgente al Gobierno ara p u~ a p:eocu~ac1On y hacía un
S acciones que pudieran Pponerque pusl~era 1nme~1atamente término a

, , en pe 19ro la v1da y la 'd
13' y ped1a 1nformaciones sobre los h h ' segun ad de las
l>sobre las investigaciones realizad:

c
os antes ~enc10nados, en

que se repitieran esos incidentes. s y las med1das adoptadas para

29 de diciembre de 1989 se envión. relación con los tribunales 'l~~ nuevo telegrama al ,Gobierno de
onstituyendo en todo el país, ~~n1f:~~~t:~~:c~:;es,que, al par~cer se
ralas personas que habían estado '1 a Juzgar sumar1amente
~~te Ceau~escu que no hubieran cesa~~n~~ adas con el Gobierno del

~~s del pa1S dentro del plazo límit d 1 lucha ?o~tra las nuevas
graso Habida cuenta de esas inf e ,e 28 de,d1c1embre de 1989, a
ción del ex Presidente Ceauses orm:c10nes, aS1 como del informe sobre
~parentemente sumario, el Rela~~rYE e s~ espos~ Elena, después de un
para que asegurara el derecho a 1 sp:~1al hac1a un llamamiento al
~e toda persona a ser oída 'bl' a V1 a y el pleno respeto del

'b 1 pu 1camente y con las d b'd '
:.1 una competente, independiente' , e 1 as garan t í.as
7~nes del Pacto Internacional d De 1mparc1~1~ con arreglo a las
bainformación sobre las medid e ~rechos C1vlles y Políticos, y
a de toda persona. as a optadas para garantizar el derecho

14 de noviembre de 1989 se envió una e t
se le transmitía la denuncia segun' la alr a al Gob

h b
' cua la Srta.

, a 1a sido encontrada muerta en
al dí ' , un, a,s1gu1ente de su detención por la

1a s1do detenida, al parecer por
, ,acto que se consideraba ilegal. A

v101ada, le habían roto además los brazo
en 1987 ~ 1988 había sido ya encarcelada s

um:u ~.e del paas .

i) El 14 de julio de 1989, Romulo Continente Jr., de 17 años, muerto
por tres hombres armados, miembros de un grupo de vigilantes de

Di1imon, ciudad de Quezon•

j) El 15 de julio de 1989,Winifred Oton, presidente de la Iglesia
Unida de Cristo de la Confraternidad de Jóvenes Cristianos de
Filipinas para Mindanao Meridional, muerto a puñaladas en
Santa Cruz, Dabaode1 Sur t por hombres no identificados después
que su nombre fuera incluido en una lista presuntamente elaborada
por el 410 Batallón de Infantería (AFP) de Digos, Davao del Sur.

h) El 13 de julio de 1989, Guarino Celso y una mujer no identifLv<~uo~,
detenidos en Sitio Batac, Barangay Barog 1, Mondragon, Samar
Septentrional, por un grupo de soldados del ejército y miembros
la CAFGU, y muertos al día siguiente después de haber sido sometí,do:

a malos tratos.

k) El 19 de agostode1989,Rommel Moscosa, de cuatrO años, muerto
tiros en Barangay San Andrés, Borongan, Samar Oriental, durante
ataque por sorpresa efectuado por miembros del 70° Batallón de
Infanteria (AFP), dirigidoS por dos miembros de la CAFGU, de
Camp Asidi110, Borongan, Samar Oriental.

su nieta de 19 días de edad. Uno de los dos hombres, miembro del
grupo local de vigilantes denominado "4K'S", operaba respaldado
el 300 Batallón de Infantería (APF), con base en Parque Marcos,

Carmen, Agusan del Norte.

1) E15 de septiembre dé 1989, Crisóstoll10 Ibarra, alias Ka Siete,
supuestamente oficial de alta graduación del Nuevo Ejército
de Bataan, muerto cerca de su hogar tras haber sido detenido por
grupo de soldados encabezados por el capitán Sa1im y el
teniente Ver, de la 161a. Compañia de la policia de Filipinas,

base en Balanga, Bataan.

m) El 8 de septiembre de 1989, Raúl Magarion Y Piting Indatuall,
en Barangay, Matutungan, Santa Cruz, Davao del Sur, Mindanao,
tres miembros de las CAFGU que operaban respaldados por
el 460 Batallón de Infanteria con base en Barangay Binaton, Digos

Davao del Sur.

g) El 12 de julio de 1989, Arnold Ilustrísimo, de 32 años,
y camarero, muerto por miembros del ejército en Novotas,
Manila. Ilustrísimo habría recibido amenazas en las que
instaba a poner término a sus actividades sindicales.

343. Ha.sta élll1omerttode laprepárac:i.órt del.présente informe no se habia
recibido'ningunarespuestadél Gobierno<deFilipinas.

342. El Relator Especial solicitaba información sobre estos casoS y, en
particular, .. sobre cualquier investigación realizada Y cualquier medida
adoptada por las autoridades y/o los tribunales para esclarecer los hechos

enjuiciar<a los responsables.
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Arabia Saudita

esa

el momento de la preparación delresp t· d 1 presente informe no se había
ues a e Gobierno de Somalia.

, y especialmente en cuanto a 10 ' ,
Nacional con arreglo a 10 ~ procedJ.mJ.entos del Tribunal de

s cua es se hab condenado a muerte a

30 de octubre de 1989 se envió, b una carta al Gobie d S
comum.ca an denuncias según las cuales v , ...•...• ' rno e cma l La en la

muertas a tiros en la ca1l 1 ar10S cJ.entos de personas
l' e por so dados 1"

;U...I.<t::LUU a as man í.fes t acLones de prot t .....os d í s turb Ios
religiosos, el 13 de julio de 19~;.a con~ra la,detención de varios

un cox;side::able número de personasS::t~nf(f1nformaba, el 15 de
acaorie s hab i.an s í.do ejecutadas or 1 .• ...>..as.ª •••.. . de las

b
Jezira situada a 30 km. al sur~esteO~eS~~da~~sh.sin ju~cio, en una

>á, entre los ejecutados figuraban la ' ~~J.s u. Segurl se
ohamed, empleado del Ministerio de I

S
f SJ.gu1?x;t es personas: Abdirizaq

del Organismo Nacional de Rec ~, or~ac10n; Mohame.d. Baile,
de suelos del Ministerio de Aur~osl J.drJ.cos; Ali Abdira~an Hersi

y Abdirashid Ahmed Mohamed gcroJ.mcu t~ra; Mohamed Ali Magan, emple~do
, erC1ante.

Especial solicitaba información
, sobre cualquier investigación l' sobre estas de~Ul1ciás y, en

, incluidas las autopsias ' rea 1zada por las autoridades, aS1 como sobre cualq , ,
que se repitieran tales hech Uler med1da adoptadaos.

~elator Especial, expresando su reo "
, 1ncluida la del profesor David WPb cupac10n respecto de todas esas

11amiento al Gobierno para que e ls~er, que no habían sido aclaradasrea 1zara una i t í • , ,

s casos y para que adoptara medidas ' ,n;es 19ac10n a fondo de
les. El Relator Especi 1 h' ~,;ra enJU1C1ar a los

d
a aC1a tamb1en un 11 '

a optara todas las medidas ne ' ,amam1ento al Gobiernocesar1as a f1n de imped1'r que se

16 de mayo de 1989 se envió un te le r '
a las muertes de activistas anti gt~~ al Gob1erno de Sudáfrica

?\del profesor David Webst apar eld, con inclusión del
~1 ¡o de mayo de 1989 en ~~sp~\unb~rupo de hombres no identificados,

u ur 10S de Johannesburgo.

g\Ínesa información, las c Lrcuns tanc í

dieaban que había sido asesinad 1as de l~ muerte del profesor
,.pte informados,por causa de su~'a~~~v~~e~1Uos a,sueldo
l1 d e D?rechos Humanos de Sudáfrica 61

1
a ?s,ant1apar~heid. Según

do ases1Uados en el país desde 1978' act1v1stas antJ.apartheid
~e los presuntos culpables habí 'd' pero con una sola excepción,

..También se informaba que d ast 1 o acusado o condenado por esas
a' ,uran e ese mismo p , d 1
sant1apartheid y miembros de f '1' er10 o, a menos 61
Sudáfrica. Por otra parte se s~~ am

b1
1as habían sido asesinados

~es.de la muerte" o "escuadron:s1~:aa: q~e en los denominados
~stas antiapartheid figuraba ' b eS1nos a sueldo" que atacaban a

g
n m1em ros de las fu d

,rupos actuaban totalmente fuera de 1 1 erzas e ~eguridad y
Jero. a ey tanto en el pa1s como en

353. Hasta ellllóllléritode la preparacJ.on del presente informe no se habia
recibido ninguna respuesta del Gobi.erno de la Arabia Saudita.

352. El Relator Especial solicitó informadón sobre estas denuncias y,
especialmente, sobre cualquier investigación realizada por las autoridades
pertinentes, incluida laa\.l.topsia..,)' s?bre cualquier medida adoptada para
impedir que ocurrieran otras muertes de esa índole así como sobre los
procedimientos jurídicos con a.:rregl0 alos cuales se habrían llevado a

las presuntas ejecuciones.

351. Además, el 21 de septiembre de 1989 se había anunciado la ejecución
de 16 personas, todas ellas nacionales de Kuwait, que habían sido
decapitadas. Según se inf0rIl\aba, desde. la detención de esas personas el
julio de 1989 en relación con las explosiones ocurridas en la Meca durante
estación Hajj de 1989, no se había celebrado ningún juicio, no se había
permitido la visita de miembros de la familia y abogados a los detenidos, Y
las acusaciones ni las condenas se habían basado en disposiciones jurídicas

claras Y concretas.

355 •.... >El~elator Especial, refiriéndose al artículo 14 del Pacto
deDel'.tash().~Gi'\l'.ucrsYPolíticos que prevé eL derecho aun juicio público y
lasdcrb.idB..~garafltías, en particular, el derech() de recurrir a un tribunal
S\.l.pcrt"í()r, hasia U11 llamamiento al Gobierno para que examinara el caso
señalado y solicitaba información o la presentación de observaciones al

somalia

354. El 11 de a.b r il de 1989.se envi6Ul1. telegrama.al Gobierno de Somalia
sobre un caso denunciado de sentencia de muerte pronunciada el 18 de marzo
de.1989 por eL Tribunal de Seguridad 'Nacional. Según .la información
Hassan Abdikarim Haji Ibrahim fue c.c>ndenado a .muertede~pués de habérsele
mantenido incomunicado desde su detención a comienzos de 1988. También se
afirmaba que el Tribunal de Seguridad Nacional había estadO presidido por
miflistro del Gobierno, que se había limitado gravemeflte la posibilidad de
di~poner.deasistencia letrada Y que el procedimiento del Tribunal de
Seguridad Nacional no admitía apelación ante un tribunal superior.

350. El 30 de octubre de 1989 se envió una carta al Gobierno de Arabia
Saudita, en la que se le comunicaba la denuncia de que Zahra'Habib Mansur
al-Nasser, ama de casa de 40 años de edad, de la aldea de Awjam, Provincia
Oriental había muerto el 18 de julio de 1989 como consecuencia de las
aplicadas durante su arresto por la policía en el centro de detención Y
control de Hudaitha. La víctima había sido detenida junto con su esposo,
el 15 de julio de 1989 en la frontera de Arabia Saudita con Jordania, a su
regreso de Damasco a donde, según se afirmaba, habían participado en ritos

religiosos.

349. Hasta el momento de la preparación del presente informe no se había
recibido ninguna respuesta del Gobierno de Rumania.
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repitieran tales hechos y solicitaba información o la presentación de
observaciones del Gobierno sobre los casos señalados y sobre las medidas
adoptadas para impedir nuevos asesinatos de activistas antiapartheid.

362. El 23 de mayo de 1989 se envió otro telegrama relativo a tres personas
que, al parecer, estaban a punto de ser ejecutadas. Según la información
recibida, la ejecución de Senale Masuku, de 22 años y de Oupa Josias Mbonane.
de 21, estaba fijada para el 24 de mayo de 1989 y la de Abraham Mngomezulu,
de 23 años, para el día siguiente. Según la denuncia, Masuku y Mbonane habí
sido condenados a muerte en agosto de 1987 por el Tribunal Supremo de
Pretoria, que los habia declarado culpables del asesinato, "en connivencia"
con otras personas, de un policía, ocurrido en Soshanguve en febrero de 1986.
Según se afirmaba, las pruebas que habian servido de base a la condena se
habían presentado al Tribunal· a puerta cerrada y sin que se diera a conocer].
identidad de los testigos. Mngomezulu, por su parte, había sido condenado a
muerte en noviembre de 1987 por el Tribunal Supremo de Rand, que lo había
declarado culpable del asesinato de un pres\lfito .. informador de la policía,
ocurrido en Soweto en abril de 1986. Según se informaba, el Tribunal había
considerado que esta persona habia desempeñado un papel principal en la
comisión del delito aun .cuando no hubiera participado materialmente en los
hechos.

363. El Relator Especial, refiriéndose a la salvaguardia 5, que figura ene
anexo de la resolu9ión 1984/50 de1'Consejo Económico y Social, de 25 de may
de 1984, titulado "Salvaguardias para garantizarla protección de los derec
de los condenados a la pena de muerte", hacía un llamamiento al Gobierno pa
que hiciera todos los esfuerzos posibles para proteger el derecho a la vida
las tres personas mencionadas y solicitaba información sobre esos casos y,
particular, sobre los procedimientos legales con arreglo a los cuales los
habían sido condenados a muerte.

364. El 27 de septiembre de1989seetlvió un-nuevo telegrama al Gobierno
Sudáfrica, en relación con un informe sobre la ejecución inminente de
Mangena Jeffrey.Boesman. Según se afirmaba, Boesman.habia sido condenado
muerte el 21 de octubre de 1988 por el Tribunal Supremo de Grahamstown,
acusado de haber cometido unaseslnato en la barriada negra de Sterkstroom
durante los. disturbios ocurr.idos en ese lugar. Según se afirmaba, sólo se
hab i.a ofrecido .aLacusado· asistencia letrada después de que hubiesen dec1ar
cuatro. tesJ:;:i,gQ.s e:t~ .. 2él.:t:'g;()yl1()~e le había otorgado autorización para recurr;
contra la condena ante un tribunal superior.

365. El 28 de. septiembre de 1989 se envió un nuevo telegrama al Gobierno d
~\14~fricare1atiyoa la información de. que, además de Mangena Jeffrey Boesm
otrl:l.s<t:t:'espersonas, NaftanMchunu, AlfredNdle1a y Jacobus Freeman, iban
se:t:'iej~cutadl:l.s el 29 de septiembre de 1989. Enloseasos de Alfred Nd1e1a
Naftan Mchunu, que habían sido condenados a muerte el 17 de junio de 1988 po
él TribW1a1 Supremo de Pietermaritzburg, no se había otorgado autorización
paJ:~i¡:tp~ll:l.r, y el.22 de agosto de 1989 se. había denegado también la petición
presentada en el [¡lÍsmo sentido al Presídente del Tr:':'buna1 Supremo.

366. EllO de octubre de 1989 se env10 un nuevo telegrama al Gobierno de
Sudáfrica en relación con cuatro personas, a saber, Johannes Grootboom,
Rayrnond Jordan, Simon Saayrnan y David van Wyk, cuya ejecución estaba

~2 de octubre de 1989. Según se
1do condenadas a muerte el 31 d 9 esas cuatro personas
de la Ciudad de El Cabo a de agosto de 1987 por el Tribunal

tamb' , , Cusa as del asesinato de un
1en,que a esas cuatro personas

necesar1a para recurrir ante un hab la
superior.

r:~~s5 tres t~legramas el Relator Especial
, que f1gura en el anexo de 1 1 a la
co y SOC1' 1 d 25 a reso uca, e de mayo de 1984 ' o

"zar la ?rotección de los derechos de t~~~lado "Salvaguardias para
y al parrafo 5 del artículo 14 d 1 P . pena de

§y.Políticos, según el cual. liT: acto Internacional de Derechos
tendrá derecho a que el fali oda persona declarada culpable de un

to . o con enatorio y la ..: sean somet1dos a un tribunal' pena que se le haya
super10r, conforme a lo 'prescr1to por

Relator Especial pedía al G b'o 1erno que h' .
para proteger el derecho a la vid d 1 1C1era todos los esfuerzos

y solicitaba información sob a e as personas mencionadas en los
1 1 re esos casos y en p t' 1
ega es con arreglo a los cual ' ar 1CU ar sobre

personas. es se había condenad~ a

teriormente, el Relator Especial s
Freeman habían sido eJ'ecutad ~po que Mangena Jeffrey Boesman y

en b' os, segun 10 previstcam 10, la ejecución de Nafta M h o, y que se había
n c unu y de A1fred Nd1e1a.

14 de noviembre de 1989 se e "
se comunicaban denuncias s n~101una carta al Gobierno de SUdáfrica

d 1" egun as cuales en 1989 h b' ,
.~~.~U~bUS e po 1t1COS o de activist ' . a 1an continuado

Según se afirmaba al as ant1aparthe1d ya denunciados en
. b ' gunas de las víct' h'm1em ros de la policía l' 1mas ab1an sido, que so 1an actuar al

de enjuiciamiento y s~ t amparo de una
~n es ar sujetos '

en cuanto al uso de armas mort 1 " ' a n~nguna limitación
caso de "actividades t ,a es en s1tuac10nes de

error í,s tas " T b í

se mostraban renuentes a r l' • aro 1en se afirmaba que
Y ea 1zar investig " ,, que cuando de ellas se d d ' aC10nes publicas en

los tribunales no estaban m ed~c1a que los responsables eran
casos en que se decía queUias 1S?Ue~tos a e~juiciarlos, sobre todo
política. En otros casos lV1ct1mas hab1an participado en actos

q.llIt::lll:.e "desconocidos" se af' e~ os que los autores eran
oficiales er~n esca~ormsa a quel10s progresos de las

i y que a mayor' d 1mpunes. Incluso en aquell 1a e os autores, , os casos en que 10eran enJu1ciados y juzgado 1 s responsables de los
leves. s, as condenas aplicadas eran

ejemplo se señalaban los siguientes incidentes:

El 27 de enero de 1989, en Sowet
de 46 años, dirigente del mov' ,o, el Dr. Abubaker Asvat,
d amaen to Con' ,

e Salud de la Organización del Pueblo AC1e~c1a Negra y Secretario
consulta por desconocidos S' ,zan10, fue asesinado en su
hab' 'd ' • egun se 1nformaba '1a 131 o v1ctima de dos intentos ' ya anter10rmente

por lo menos de asesinato.



a muerte.
tres

y cuyas solicitudes de
También se afirmaba que, como

le", la doc de
justificar diversas condenas

de esa doctrina se describían

caso de los "26 de Upington". El 27 '
26 acusados fueron condenado 1 de abr1~ de 1988, 14 de

participación en la mUerte de s a a pena cap1tal por su presunta
1 un agen te de 1 1" , ,
lamado Lucas Tshemo10 "Jetta" Seth 1 a ~o 1C1a mun1cipal

de 1985 en Paba11e10 barriada We ~, ocurr1do el 13 de noviembre
, Nothern Ca'e. Se' ne g:a s1tuada en las afueras de

lugar al aped~ear un:u:U~~i~:~o~:a~~o el asesinato había
después que las fuerzas d ,pe:sona~ la casa de

de protesta S'l e segur1dad d1solv1eran una
h ' • o o uno de los acusados J t'

ab1a declarado no culpable habí' " us 1ce Babeke, que
los golpes mortales que o', a s1do cons1derado responsable
otros 13 condenados a mu~:~10~aron la muerte de Sethwela.

culpables por "connivencia" e lueron, por su parte, declarados
1989, el Tribunal de APel~~~ó~ dco~~enado. ~l 8 de ~eptiembre

14 condenados a muerte auto' e., oemfonte1n otorgo a 13 de
de culpabilidad . nz

1ac10n
para apelar contra su

, y a os 14 con incl " dautorización para apelar t' US10n e Justice
con ra sus condenas a muerte.

de abril de 1989, Ndumiso Silo Siphenuka de 25
~a,ck:ez:wa,na Menze, de 40, miembros ambo dI' años, y

, fueron ejecutados después de h bS e. Congreso de Juventudes
la base del principio de 1 "a e: s1do declarados culpables

ín',I"' ....¡-"" a conn1vencia" y den enero de 1987 junto' con enados a
Christopher Makeleni p~r la con

t
S1mo10 Lennox Wonci y Mziwoxolo

. ' muer e de un agricultoocurr1das en Kirkwood en junio d 1985 ,r y su esposa,
fijadas inicialmente para el 4 de . Las ejecuciones habían sido
posteriormente se aplazaron ~ octubre de 1988, pero
Make1eni fueron conmutadas y, ~as adelan~e, las penas de Wonci y

por a de 25 anos de prisión.

El caso de los "12 de Bisho". El 6
Supremo de Bisho, Ciskei, condenó a
presunta participación en la muerte de cinco
secuestrados y quemados vivos en Mdantsame
de 1987. Las 12 personas fueron condenada~
mutua "connivencia", aun cuando la 'd' t " mayor1a no1rec amente 1mpl1cados en los '
g d 1 ases1natos. Según
rueso e as pruebas utilizadas para la co d

por ,la declaración de un testigo 1 nena
cuatro acusados participar direct:~ a r de que habi~ "to,l:l. los
esa base, el tribunal llegó, al pare~~; e: i~scase~1n~;os.sobre
acusados estaban en "connivenci " ' onc US10nde que los
que bastaba para condenarlos po: par: ~~meter los asesinatos, 10
I:l.lguna de que hubiesen participades:, e 1to aunque no hubiera prueba
de agosto de 1989 el Tribun 1 S o 1rectamente en el delito. El 24

1 ' a upremo de Bisho oto '
2 acusados autorización para apelar t rgo a

condenas a muerte. con ra sus sentencias y

e) El 15 de agosto de 1989, en la. barriada negra de Kwamashu en los
alrededores de Durban, Eric Gumeda, de 27 años, activista negro
antiapartheid, fue atacado a tiros por desconocidos en su casa,
murió el 16 de agosto de 1989 en el hospital.

372. Al igual que el año anterior, se recibiéron denuncias sobre la
varias personas que se encontraban detenidas, y no se ha tenido noticia
resultados de ninguna investigación oficial al respecto. El Relator Especi
reseñó los dos casOs siguientes, ocurridos en 1989:

c) El 14 de abril de 1989, en Inanda, Chris Thandazani Ntu1i,
de 30 años, encargado de cuestiones de organización del Congreso
Juvenil de Natal, fue asesinado por desconocidos cuando volvía a
casa desde la comisaría de policía.

a) El caso de Patrick Decks Dakuse, detenido el 17 de enero de
Khayelitsha y muerto a tiros por la policía el 23 del mismo

d) En relación con el caso de la muerte de Stephen Manonye,
en 1988, en un juicio seguido ante el juez de K1erksdorp
de 1989 se declaró culpables de lesiones a dos granjeros blancos
Orkney, Transvaal Occidental, que fueron condenados a una multa
de 1. 200 rand cada uno, o cuatro meses de prisión y a seis meses
prisión, con suspensión del cumplimiento de la pena durante
años. Según se informaba, Manonye había muerto de una hp,mnlr'Y'Ac,; A

cerebral como consecuencia de las lesiones causadas por los
granjeros, que le acusaban de robar ganado.

b) El 28 de enero de 1989, en Davidsonville, cerca de Roodepoorst,
West Rand, tres personas fueron muertas a tiros por miembros de
policía en el curso de disturbios.

b ) El caso de Ddnana Mbetheni, aFque se encontró el 21 de
de 1989 colgado de un cable eléctrico de su celda en la
policía de A1ice, Ciskei.

E/CN.4/1990/22
página 98

373. Otras denuncias ponían de·re1ieve el hecho de que un poder judicial,
integrado casi exclusivamente por blancos, '.' Imporrí.e 'a los negros la pena de
muerte enunnÚffierodesproporcionadodecasos, hasta· tal punto que de
las 1.070 personas ahorcadas en Sudáfrica entre 1980 y 1985 el 97% eran
negros. Se afirmaba también que en los juicios políticos la mayoría de
condenas se basaba en declaraciones obtenidas m.ediante algún tipo de pres
coacción ejercida tanto sobre los acusados como sobre los testigos. Según 1
informaciones recibidas, habían sido muchos los acusados a los que se había.
mantenido incomunicados durante mucho tiempo antes del juicio y muchos los
sometidos a tortura. Por otra parte, los defensores solían ser personas
desigriadas de oficio por el tributla1sin que el reo dispusiese realmente de
asistencia letrada adecuada para pre1?arar la defensa antes del juicio.
No existía un derecho automático de apelación contra la sentencia ante un
tribUfialsuperior. Según se afirmaba, entre el P de enero y el 4 de octubr
de 1989, 42 personas condenadas a muerte por asesinatos 'de carácter político
habíanisidóejecutadas,conitlclusión. de AbraháIIIMngomezu1u, ejecutado el 25
demayode1989,>yde MangenáJeffrey Bóesñián , ejecutado el 29 de septiembre



del
por cinco

el 3 de
tado

IPKF en
Liberación de
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La n~che del 7 de noviembre de 1988 en
Ale~1~ lsebaratnam, funcionario público
com1te ocal de ciudadanos f ..' . .... , ue muerto a t1ros
Jov:nes armados, no identificados. Antes del
nov1e~bre de 1988, Saverimuthu Alexis Sebaratnam

P
de t den1do por un corto período en el campamento de
an aterruppu por, 'su presunto apoyo a los T'Tarn1l Eelam (LTTE). 19res

El 27 de noviembre d 1988
e , Jude Zachari Chandrakumar fue halladomuerto cerca de la lagun d M

Según la denuncia, su ca:áv:r ;~:::~~~::'len,OldPark Road, Jaffna.
bala. Había sido detenido el dí t' eS10nes y heridas de

a an er10r por las IPKF.

El 15 de marzo de 1989, miembros de las IPKF
mataron a dos hermanas J A Th abrieron fuego y
embarazo y E J S" 'th • avarasa, con nueve meses de
a la ig1;sia de üdu~i:~ya :~a~~ que ~e ?allaban en su casa, próxima

, prOV1nC1a del norte.

Especial pedía informació b
toda investigación realiz:d:

o
r; estas den~ncias y en

autopsias, y sobre toda medid ~o las autor~dades competentes,
tales hechos. a a optada para 1mpedir la

19 de mayo de 1989 se envió una
con denuncias de los siguientes

de Mantenimiento de la Paz de la

de julio de 1989 se envió u t 1
la información de que dos :bo

e
:grampa ~l Gobierno de Sri Lanka en

h b"d ga os, rlns Gunasekara y
, a 1an Sl o amenazados de mu t '

identificada que se atribuía la er 7 ~or telefono por una
, Charitha Lankapura el 7 de ,r~~po~sab111dad de la muerte de
y las amenazas de m~erte esta;U 1~, e 1989. Según la denuncia,

n~'n~·~~iona1 de estos abogados en 1 an f 1rectamente relacionados con el
con los recursos de habeas cor :ses era d~ 10~ derechos humanos, en
en favor de personas i1ega1me ~ dque ?ab1an 1nterpuesto ante los
señalaba que en el asesinato ~ e et~nldas o desaparecidas.
las fuerzas de seguridad del G~b~~:~~~ha Lankapura estaban

~unasekarE.~SP;c~:~~h:n~u~~~a;:p~~~ía::~ifestado,inquietudpor la vida
para proteger el derecho a la '.~ da al Gob1erno que hiciese todo
sobre las medidas adoptadas V1 a e estas personas y solicitaba

tigación realizada sobre esto para proteger su seguridad y sobre
con el fin de ,,~ casos y sobre el asesinato de

enJu1c1ar a los auto d 1 'de muerte. res e aseS1nato y de

375. El Relator Especial solicitaba información sobre esas denuncias, en
particular, sobre cualquier investigación realizada por las autoridades
competentes, incluidas la autopsias, así como sobre cualquier medida adoptad
para impedir la repetición de.. tales hechos y, en el caso de las sentencias d
muerte, sobre los procedimientos legales con arreglo a los cuales se había
condenado a muerte a las personas de que se trataba.

376. El 23 de noviembre de 1989 el Relator Especial envió un nuevo telegr
al Gobierno de Sudáfrica, en el que se refería a las numerosas comunicacione
que había enviado al Gobierno en relación con varias denuncias de asesinatos
de políticos o de activistas antiapartheid por miembros de la policía o por
"desconocidos". En casi todos los casos, se. decía que las investigaciones
oficiales habían arrojado escasos resultados, y que la mayoría de los autor
habían quedado impunes.

377. También se hacía referencia a informaciones según las cuales el
ex capitán de policía Dirk Johannes Coetzee y otros dos ex policías,
A1mondNofomela y David Tshfka1ange,quetrabajaban con él, habían reconoci
su participación en los escuadrones de asesinos a sueldo creados por la
policía sudafricana, escuadrOneS que eran responsables de docenas de
asesinatos cometidos por "personas desconocidas". Y se añadía que esos
asesinatos habían sido autorizados por miembros de los servicios de ~~!gIILr1rt~

del .más. alto rango.
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374. También se había informado que, al empezar a aplicarse en Namibia en
abril de 1989, la resolución 435 (1978) del Consejo de Seguridad, gran
de combatientes armados de la SWAPO que se habían infiltrado en la región
septentrional de Namibia habían sido capturados por fuerzas de seguridad
encabezadas por sudafricanos, y sumariamente ejecutados. Según se informab
muchos de ellos habían sido enterrados en fosas comunes, después de habérse
disparado a quemarropa en la cabeza. También se afirmaba que las fuerzas de
seguridad encabezadas por los sudafricanos tenían órdenes de "no hacer
prisioneros", sino de perseguir y eliminar sistemáticamente a los combatient
y aun cuando fuentes oficiales de Sudáfrica afirmaban que a fines de abril s
había dado muerte a más de 300 combatientes de la SWAPO, según fuentes local
muchos de los muertos eran civiles.

379. Ha.sta.ielmomentodelapreparación del presente informe no se había
recibido ninguna respuesta del Gobierno de Sudáfrica.

378. El Relator Especial expresaba su grave preocupación por la presunta
creaci§n~~fe~<:\J.a~r?l1esd~lamuerte o de asesinos a sueldo en la policía
sudafricana y señalaba que la comunidad internacional había condenado
reiteradamente y con la mayor energía la práctica abominable del Gobierno
crear o de tolerar siquiera tales escuadrones. El Relator Especial hacía
llamamientoa1 Gobierno para que, con urgencia, nombrara una comisión j udí.c
independiente de alto nivel.a la que se encargara de investigar si esos
e~c.t1a.~rOlles habían sido creados por la policía u otro organismo del Gobiern
opor<c\Uilesquiera otras personas, así como su responsabilidad en los
nwn~.r()sos asesinatos cometidos en Sudáfr í ca , También solicitaba informació
sO~E~~l establecimiento de dicha comisión e información periódica sobre
marcha de las •.. investigaciones.



E/CN.4/1990/22
página 102

EllO de diciembre de 1988, cuatro jóvenes fueron detenidos por
del ejército en el mercado de Wasagala. Más tarde se

hallaron los cadáveres de dos de ellos en el mercado, otro en
Bataatha, Tangalhe, y el cuarto en el empalme de Nonagama en

El 3 de diciembre de 1988, Hewawasalage Senaratna, tudiante de
Heenaara, Binkama, Angunakolapellessa, distrito de Hambantota fue

, 1 'muerto a t1.ros en e cruce de Kachchigalaara, Binkama, por soldados
del campamento militar de Murawesihena, después de haber sido
detenido por éstos. Según la denuncia, ese mismo día su cuerpo fue
incinerado por los soldados.

1° de enero de 1989, dos personas fueron detenidas en Pattiyapola
por miembros del campamento militar de Wasala y fusiladas en público.

En diciembre de 1988, en Puwakdandawa, distrito de Hambantota, tres
estudiantes del Be1iatta Dharmapala College fueron muertos por
soldados, después de haber sido detenidos frente a sus hogares,
el 9 de diciembre de 1988.

El 28 de agosto de 1989, Kanchana , ~ fue muerto
tiros en su casa por un hombre no identificado la
información recibida, ya habia sido &~enazado de muerte por te
el 7 de julio de 1989, advirtiéndosele que si presentaba otro
recurso de habeas CO~, moriría.

El 7 de noviembre de 1988, Samarawerna Patabendige Ajith, estudiante
de Godanda Maha Vidyalaya en Katugahagewatta, Kottegoda, distrito de
Matara, recibió en un arrozal varios disparos de soldados del
regimiento de Gajaba, del ejército de Sri Lanka, que efectuaban una
operación de rastreo, y murió más tarde en su casa.

~~ 24 de diciembre de 1988, en la zona de Meegoda en Ahangama, ocho
Jovenes fueron detenidos por las fuerzas de seguridad en el curso de
operaciones de acordonamiento y registro. Al día siguiente se
encontraron los cadáveres incinerados de siete de ellos en Koggala y
el del octavo en Habaraduwa.

En enero de 1989 se encontraron en la carretera de Galpotha, en
Bataatha, Hungama, dos cadáveres, el de una niña pequeña y el de un
joven. Según la información, los cuerpos habían sido quemados con
llantas. La responsabilidad de estas muertes se atribuía al
personal de la comisaría de policía de Hungama.

del 15 de abril de 1988, Gonadeniyagama Sirinanda Thero y
Medirigiriye Sumana Thero fueron detenidos por soldados del
campamento militar de Meegaswesa en Polonnaruwa y asesinados, según
se informa, después de haber sido torturados.

Los días 14 y 15 de septiembre de 1989, entre 80 y 150 aldeanos de
Menikhina, Kundasala y Aranga1a fueron muertos por fuerzas
paramilitares, presuntamente integradas por personal de las fuerzas

sobre estos casos y, en
toda medida tomada por el
de esclarecer los hechos y

El 20 de febrero de 1989, miembros de las IPKF 11ev~ron ~
R. Neethinathan, estudiante de odontología de la Un1vers1dad
Peradaniya, a su campamento de Kaluwanchikudy Y lo mataron a
El representante de las IPKF no asistió a la sesión de nvesti.gslCi.óri
convocada por el magistrado de Battica10a sobre este caso para
el 31 de marzo de 1989.

El 30 de abril de 1989, S. Prabaharan, estudiante de la ,
de Jaffna, fue muerto a tiros por las IPKF en Thirune1ve11.

En abril de 1989, Rasiah Krishnapi11ai, de 32 años, y Sri Rangan
Sandiraba1a, de 25, fueron muertos a tiros en un bosque de
Mu1ankavi1, en Poonakery.

Ello de mayo de 1989 , Velautham, de 54 años, fue
Thavadi, Y su cadáver fue entregado posteriormente

Ello de mayo de 1989, Rasaratnam, de,6? años, fue ,muerto a tiros
por una patrulla mientras estaba de v1S1ta en Chu11puram.

El 2 de mayo de 1989, C. Ganeshamoorthy, de 55 años, y
Kama1aváthany, niña de 12 años,resultaro~ muerto~ c~ando las
entraron en la sala de la Asociación de Jovenes H1ndue~ de
Sudharianda en Vavuniya y abrieron fuego contra los presentes.

El 4 de mayo de 1989, T. Gopa1akrishnan, de 22 a~os, fue
su casa deSe1vapllram,yaldía siguiente su.:a~aver f,;e
por las IPKF en el hospital del Gobierno en K1.l1nochch1.

e)

g)

d)

c)

b)

a)

384 El 24 de julio de 1989 se envió otra carta al Gobierno de Sri Lanka,
• le comunicaban denuncias que atribuían a las Fuerzas,de

la que,s~ to de la Paz de la India (IPKF) los siguientes ases1natos
Manten1m1en
perpetrados en Sri Lanka:



refería a los artículos 6 y 14
Políticos, en el que es Parte el
anexo a la resolución 1984/50

te respecto, el Relator Especial se
Internacional de Derechos Civiles
como a las salvaguardias 5 y 6 der

, habia sido detenido en el cuartel de poI' , d
Según 1 ' f " 1C1a e Eorel ena 1n ormac1on, el nombre de Venur h" ,

ta con~idencial de estudiantes que habiana ~e ab1a V1sto mas tarde
omandanc1a de operaciones conjunta E s1do muertos en el cuartel
estudiante de medicina de la Un' s. 'dndtretanto, la novia de Venura,
. , 1verS1 a de Colombo h
eten1dos y encarcelados en la comisaría de 1" , Y su ermano,

, dos dias más tarde la polic~a' po 1C1a de Panadura. Sin
, A nego Su detención.

1 Relator Especial, habiendo recib'd ' ,
~de Janani y de su hermano y tenie~d~ ::n~~::~:c~~~~s d~ inquietud por
~~s sobre la muerte de más de 45 activista ,~s 1n ormes
sde ~rupos paramilitares y fuerzas de sesu;~~~:1antlles a ma~os de
,ped1a encarecidamente al Gob' g deSde el com1enzo

~ias para proteger la vida de l~erno que adopta~e todas las medidas
~aba información sobre las medid:sp~rsonas menc1onadas. También
o~a investigación realizada respectOm:d~s para protege: su seguridad y
~dirisinge, con el fin de enjuiciaroa ~osP;::~~~~a:~::~natode

~i2de agosto de 1989 se recibió una respuesta del Gobier
a al telegrama del Relator Especial del 14 d '1' . no de
~ se declaraba que se estaban re l' d ' e J~ 10,de 1989, respuesta

de Lankapura. También se señalaba 1Zan °11nv~st1gac1Ones sobre la
~~«de muerte recibidas por Prins Ga, enkre acion con las presuntas
d~ellos había pedido protecciónu:~s~::a y Kanchara Abhayapa1a, que

áran, el Gobierno estaba dispuesto °t 1e:no y que, en caso de que la
a o orgarsela.

~steriormente, el Relator Especial se enteró de
gn hombre armado no identificado había d' dque el 28 de agosto
~Abhayapa1a en su casa, provocándole 1 1spara o contra ,

s Gunasekera habia salido de Sri Lankaa
mhuebr~e al ~oco t 7empo, y de

ro. y a 1a ped1do aS110 en el

14 de diciembre de 1989 se envi' 1 '
a la denuncia de que el Dr M o a MGhob1erno del Sudán un telegrama

• amoon o arnmed H ' h b' ,ado a muerte ellO de d' , b usse1n a 1a s1do,.. 1C1em re de 1989 p 1 t lb '1dad de Jartum. Según dicha' f "or e r1 unal revoluc10nario
do por haber participado en un1nhor~ac10n, el Dr. Hussein había sido
ia por la Asociación de Médico: d~~ ga ~e una sem~na de duración
uez había fijado un plazo de siete ~~dan. Se af1rmaba que, a pesar de
o, el General Ornar Bechir h b' 7as para apelar contra el
habría indulto Se af1'rmab

aa 1a
?0~f1rmado que la sentencia era firme

• aS1m1smo que el D H ' "
te torturado durante la detención ' , ,r: usse1n hab1a s1do
sde seguridad y por grupos partidPr7v1ada~ JU1?10 por personal de los

llamado Moharnmed Ibrahim Al-Yas hab~r10S e Gob1~rno. T~bién otro
ortura. Finalmente se expresab latmuerto, segun se dec1a, a causa

, ' a e emor de que ot 'd'ser Juzgados por su partici " 1 ros me 1COS
paC10n en a huelga y condenados a muerte.
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de seguridad y/o guardaespaldas de po1iticos locales, como
represalia por el asesinato de 16 familiares de tres agentes de
seguridad cometido en Kundasala el 13 de septiembre de 1989 por
Janatha Vimukthi Peramuna (JVP), Frente de Liberación Popular.

388. El Relator Especial pedía información sobre estos casos y, en
particular, sobre toda investigación realizada y toda medida adoptada por
Gobierno o las autoridades judiciales con el fin de esclarecer los hechos
enjuiciar a los responsables.

390. El Relator Especial declaraba qüe había recibido manifestaciones de
inquietud por la vida de otros abogados y testigos que participaban en la
investigación, en particular el abogado Parakrama Ranasinghe.

389. El 9 de noviembre de 1989 se envió otro telegrama al Gobierno de
Sri Lanka en relación con la información de que Sarath Karalliyadda, aboga~

había sido encontrado muerto el 27 de octubre de 1989, junto con otras cuat
personas, a unos centenares de metros de su casa en Teldeniya, cerca de Kan
después de haber sido secuestrado de su hogar eL26 de octubre de 1989 por
tres hombres armados, uno de ellos vestido de militar. Según esa informac
el abogado representaba en una investigación judicial a los familiares de
estudiante de 16 años de edad que había sido muerto a tiros por la policía
el curso de manifestaciones realizadas en junio de 1989 en Teldeniya.
Se sostenía que en la investigación se había interrogado a siete policíasd
la comisaría de.Teldeniya, y que dos de los testigos habían sido asesinado
desde el comienzo de la investigación.

387. Además, se atribuían a las Fuerzas de Mantenimiento de la Paz de
India (IPKF) matanzas de civiles ocurridas en las regiones septentrional
oriental del país. El Relator Especial había recibido una lista con los
nombres de 144 personas así asesinadas entre enero y junio de 1989.

391. Además, declaraba que se había recibido información en relación con
llamadas "matan.zas de represalia", en las que grupos paramilitares vincula
con las fuerzas de seguridad del Estado habían dado muerte a varias person
como represalía por asesinatos presuntamente cometidos por miembros del
Frente JVP: 24 personas.que fueron muertas el.25 de octubre de 1989 en
Katugastota, distrito de Kandy, como represalia por el asesinato de la
de un policía en Katugastota el 23 de octubre de 1989; y 18 personas que
fueron muertas en el recinto de la Universidad de Peradeniya, distrito de
Kandy, el 5 de octubre de 1989, como represalia por el asesinato el día
anterior del Secretario Adjunto de la Universidad, quien, según se informa
había sido capitán de una fuerza de voluntarios del Ejército de Sri Lanka.

392. Teniendo esto en cuenta, el Relator Especial pedía al Gobierno que
tomaE;~.todas las medidas n~cesarias para proteger la vida de las personas
mencionadas y solicitaba información sobre las •. medidas adoptadas para
su<s.~gurida.d y .sob re toda Inves tigación realizada sobre esas muertes con
fin de enjuiciar a los responsables.

393 •.... EL13denoviembrede 1989 se. envió otro telegrama al Gobierno de
Sri LankaellrelaGi.ónconla inf0t"Illaqión..~eque, e12l de octubre de 1989,
Venura Edirisinge, estudiante de la Universidad de Colombo y dirigente
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Esp;cia1 ~edí~ información acerca de esas afirmaciones
. la~ J.nvestJ.gac1~nes realizadas por las autoridades
J.~c1ud1?a la autopsJ.a, y sobre las medidas que se hubieran

1mpe 1r que se reprodujeran tales hechos.

diciembre de 1989 se :ecibió una respuesta del Gobierno de
carta del Relator Espec1al de 30 de octubre de 19891 tor Ld . ,respuesta en

que as.au orJ. ades turcas competentes no conocían a
qu; respondJ.era a los nombres de "Mehmet Kayalar" y
Sm em~argo, el cont~nido de la denuncia a que se refería la

fi~ln.LlJIL Es~ecJ.al cor~es~ondJ.a a un caso relacionado con dos presos
Ya1pnkaya y Husn,; ~:oglu, qu: eran dos de los reclusos que

~entado fu~arse de 1~ pr1sJ.on de EskJ.sehir excavando dos túneles.
hab1an descub1erto esos túneles el 22 de junio de 1989 y
trasladar temporalmente a los presos a otras prisiones.

1989, los presos de que se trataba incluidos
~~~~"~'~Y.'~ ~ Hüsnü Erog~~, habían iniciado un~ huelga de hambre. Era

ex;st1a una re1ac10n directa entre la frustración ocasionada por
1ntento de fuga de la prisión y dicha huelga. Los reclusos

~qs:eg:uido la huelga de hambre en la prisión a la que habían sido
la muerte de los dos presos a que se hacía referencia se había

durante esa huelga, que había durado 52 días.

de los malos tratos :ecibidos. Los presos, que hab
uuc~~a ?e.hambre de 35 d1as en la prisión de Eskisehir, hab sido

condJ.c10nes muy duras a Aydin y Nazill~ y h b"d f~ a 1an S10, en e ecto

, se señalaba que, antes de su marcha de la prisión de
u~~u~~ per~onas,ha~ían sido examinadas por médicos, que habían

nO,ten1an n1ngun problema de salud que impidiera su traslado a
Ayd1n. Los reclusos, incluidas las dos personas mencionadas

tr~sladadas a Aydin en los vehículos de transporte habituales; el
s1do escoltado por una ambulancia en la que viajaban dos médicos

~ los pres~s varias veces durante el viaje. Se afirmaba'
hab1an produc1do malos tratos durante el traslado.

;a declaraba además que un equipo compuesto por cuatro médicos
hab1a llevado a cabo una detenida autopsia de los cadáveres y

Cn~~ri~A. p?sterior~ente un informe sobre la misma, en el que se
10 s1gu1ente: La muerte del Sr. Ya1~inkaya y del Sr. Erog1u ha
t~~~o de un estado de shock y de coma ocasionado por la
a.c10n y la quetosis debidas al hambre y a la sed".

9 de a~osto de 1989 se envió al Gobierno de la Unión de Myanmar un
~t;:lat1vo a 1ahibn~ormación según la cual, alrededor del 27 de julio

s personas a 1an sido sentenciadas a muerte por un tribunal
~i¿nsu presunt~ p~rticipación en las actividades que desembocaron en

61 . , :1,7 de Ju110 de 1989, de un paquete bomba en la refinería siria
eo prox1ma a Yangon, en la que perdieron la vida dos personas y

una gravemente herida.

Suriname

403. El 27 de abril de 1989 se recibió una respuesta del Gobierno de
a los telegramas enviados por el Relator Especial el 15 de diciembre de
acerca de la detención Y el encarcelamiento de Stan1ey Rensch (E/CN.4/
párrs. 259 a 262). En la respuesta se afirmaba que Stan1ey Rensch había
retenido por la po1icíamilitaripara interrogarlo corno sospechoso de haber
apoyado y colaborado con personas que se habían levantado en armas contra
1eg.ítimogob.ieX11.Q.... y.... g\1e, al cabo de un par de días, había sido puesto en
libertad por orden del Fiscal General. Asimismo se. declaraba que el 30
enero de 1989 el fiscal había remitido el caso al juez de instrucción
llevara a cabo las averiguaciones judiciales preliminares contra Rensch,
averiguaciones que todavía no habían concluido. Se afirmaba además que su
detención no era contraria al derecho Y que todas las medidas que pudieran
adoptarse en relación con la cuestión 10 serían de conformidad con los
procedimientos legales y con los derechos humanos constitucionalmente

ga:tán.tizados.

404.. EL 30 de octubre de 1989 se envió al Gobierno de Turquía una carta,
1a:)quese le transmitía una denuncia según la cual, el 2 de agosto de 1989
dos presos curdos, llamados Mehmet Kaya1ar Y OrhanErog1u, habían muerto

402. En el momento de la preparación del presente informe, no se había
recibido ninguna respuesta del Gobierno del Sudán.

401. El Relator Especial se refería a los artículos 6 Y 14 del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos en el que es Parte el Sudán
como a las salvaguardias 5 Y 6 del anexo de la resolución 1984/50 del
Económico Y Social, de 25 de mayo de 1984, titulado "Salvaguardias para
garantizar la protección de los derechos de los, condenados a la pena de
muerte", apelaba al Gobierno para que hiciera todo 10 posible a fin de
garantizar el derecho a la<vidade Gergis AI-Ghous Boutros, Y pedía
información sobre este caso antes mencionado y, en particular, sobre el
procedimiento judicial en virtud del cual se había condenado a muerte a

persona.

400. El 8 de enero de 1990 se envió al Gobierno del Sudán un telegrama
relativo a la denuncia de inminente ejecución de Gergis A1-Ghous Boutros,
copiloto de las líneas aéreas del Sudán, condenado a muerte el 24 de
de 1989 por el Tribunal Especial N° 1 de Jartum por haber infringido la
reglamentación monetaria recientemente introducida.

399. El Relator Especial apelaba al Gobierno para que hiciera todo 10
para garantizar el derecho a la vida del Dr. Mamoon Moharnmed Hussein Y
información sobre este caso antes mencionado y, en particular, sobre el
procedimiento judicial en virtud del cual se había condenado a muerte al

Dr. Hussein.

del Consejo Económico Y Social, de 25 de mayo de 1984, titulado
para garantizar la protección de los derechos de los condenados

muerte".
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e de ,
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de insurgentes del KNO, la y delitos y el

y el robo de armas de a comis de otros
comisaria de po1icia de ases, el de

ley. En la ta figuraban d ',de,funcionarios encargados de
citaban las disposiciones de1escr~pc~ones detalladas de todos
las que se b di' Y otrasasa o os tr~bunales mil
a la pena de muerte. para condenar

del anexo
mayo de 1984

de

la respuesta, a mediados de 1989 h b' ,t a ~an surg:tdo
, ras de las cuales podía aprec d

h b í ~ e nuevo ac dque a ~an desempenado un a el f . , e
que constituían una clara ~enP undamelntal;r; los levantamientos

d l a za para a naC:l.on L d' 17e 989, aproximadamente un ~ d' ,os ~as
h b ' ano espues de qu

se a :l.an promulgado las órdenes 1/ e al poder
poderes judiciales a los mando '1~t9 y 2/89 de la ley marcial que

s m:l. 1 ares de las tres
, en la respuesta se destacaba 10 siguiente:

tribunales militares autori d '
bajo la ley marcial no eran 1 Z~?s en vutud de órdenes dictadas

el país, ni siquiera despu~= ~n1cos tribunales en funcionamiento
conformidad con la orden 2/89 ~eq~: ~: promu~gara la citada ley.

en virtud de la leg~sl " , Y marc:tal, los tribunales
~ aC:l.on v1gente ap t d 1 1a saber el T 'b ' ar e e a ey

tint~s instan~ias sre1g
Ur;al SuPfremo,y los tribunales de las

, U:l.an en unC:l.ones y 11 b
las actuaciones ' d' , eva an a cabo con

acuerdo con la legislac~o'n OJud~c1a~es por diversos delitos, de
~ r 1nar:l.a.

El derecho de apelación y 1 1"
revisión, conmutación o lev

ast so,1c:l.tudes de reconsideración,
an am:l.ento de las sent' btos en los artículos 7 y 8 enC:l.as esta an

ieran una pena de cárcel de ~ara t~das la~ sentencias que
mll~rro L 1" res anos o mas, o la pena de

, ad~~~a~~~o~o~a~: ~:i~~~:~t:~i~~a~ el ~evantam~e~t? de las
Jefatura competente y ult . ten:l.a que d:l.r:l.g1rse, a

ejército). ,er:l.ormente, al comandante en jefe (del

la Unión de Myanmar, no se h' .
muerte en los ú1tim ~ a ejecutado n:l.nguna sentencia de
de C dIoS anos, excepto en el caso de Zin Mo, terrorista
M o~ea e Nort~ r;sponsable de la explosión de una bomba en el

auso eo de los Mart:l.res de Yangon en 1983 "
muerte de cuatro ministros del ROK. ' explos:l.on que causó la

412. El 13 de noviembre de 1989 se envió al Gobierno de la Unión de Myanma
otro telegrama relativo a la información según la cual 11 personas habían s
sentenciadas a muerte por tribunales militares constituidos de conformidad
las órdenes 1/89 Y 2/89 de la ley marciaL Segúndicha información,
las. 11 personas habían sido condenadas a muerte a fines de agosto de 1989p
el Tribunal Militar N° 4 del Mando militar del noroeste en Shwebo, en conex
conun·ataqu.e de que había sido objeto una comisaría de policía de la divis
de Sagaing, al norte de Myanmar.

413. En esos cuatro telegramas, el Rela.torEspecial declaraba que, según 1
información recibida, las órdenes 1/89 y 2/89 de la ley marcial, promulgada
el 17 y el 18 de. julio de 1989 por el Consejo de Estado para la restauració
de .1a ley y el orden, facultaban a los mandos militares para llevar a cabo
juiCiüssUffiariosánte tI'i~Urtalesmilitáres,y permitían a éstos "presCindii'
testigos innecesarios", "procesar al acusado dnescuchar a los testigos d
cargo", "negarse·aque volvieran a testificar testigos que ya 10 hubieran
hechO", e im)?oáerpenas de muerte "sin tener en cuenta las disposiciones dé
legislación vigente". La orden 2/89 disponía,según los informes, que "la
decisiones y sentencias dictadas por un tribUrta1 militar serán firmes"; la
sentencias de muerte sólo tenían que ser aprobadas por el jefe militar, y
único recurso deLcondellad() eta .pedira~. com~l1dante en jefe del e jé rc í.to ,
un plazo de 30 días, la revisión de la sentencia.

410. El 6 de octubre de 1989 se envió otro telegrama al Gobierno de la
de Myanmar acerca de la información según la cual cinco personas habían
condenadas a muerte el 25 de septiembre de 1989 por el Tribunal Militar
de Yangon en virtud de las órdenes 1/89 y 2/89 de la ley marcial. Las
habían sido, al parecer, sentenciadas en relación con la muerte de tres
personas en Dagon y Yangon durante las revueltas civiles que habían
lugar el año anterior.

411. El 3 de noviembre de 1989 se envió al Gobierno de la Unión de
otro telegrama relativo a la información según la cual cinco personas hab
sido condenadas recientemente a muerte por tribunales militares constituido
de conformidad con las órdenes 1/89 y 2/89 de la ley marcial. Según dicha
información, tres de ellas habrían sido sentenciadas a muerte el 18 de oct
de 1989 por el Tribunal Militar N° 3 del Mando militar de Yangon en relació
con la explosión de una bomba, producida en esta ciudad ellO de julio
de 1989. El 19 de octubre de 1989 otras dos personas fueron, a su vez,
condenadas a muerte por el Tribunal Militar N° 1 del Mando militar de Yango#
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414. Aeste respecto, el Relator Especial se refería al articulo 14 del
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, .que establece salvaguardias
para proteger los derechos deFacusado, inc1urdo el derecho a "interrogar
hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de 1
testigos de descargo y que éstos sean interrogados en las mismas condicion
que los testigos de cargo", y el derecho a recurrir a un tribunal superior
contra el fallo condenatorio y la pena pronunciada, y al artículo 15 del
Pactó ,en.el qtle se dispone que "nadie .setá conde.nado por actos u omis ione~
que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho nacion
ointerrtacionáL Tampoco se .. impondrápenalnás grave que la aplicable en el
momentode.la comisión del delito". Asimismo el Relator Especial se refe!"



Gobierno de
respues

1 Pueblo de
por el

en ciudad

comisión
acaecidos en la

del

al

una respuesta
30 de octubre

uonzreao de los Daput.ados
comis

sucesos que se hab
1989. Dicha decis

de 1989 se

y PoI icos
exemí.nara el caso

persona,
informlac:iéín al respecto.

Confiar al Presidium d 1 S .al' o e OV1et Supremo de la URSS la tarea d
os organos pert1nentes, para su examen . , e

tas pr~~entadas po: la comisión encargada d~ ~~~~~~~~~~'l~:s
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La ley marcial se revocaría tan pronto como la situación 10
permitiera Y hubieran desaparecido las amenazas contra la
la independencia del país.

d)

420. El Relator Especial enumeraba en la carta los nombres de
las 36 presuntas victimas.

419. El 30 de octubre de 1989 envió al Gobierno de la URSS una
la que se le transmitían denuncias según las cualeS, el 9 de abril
Tbilisi, Georgia,. 36 personas por 10 menos. habían muerto en en.f:l::'el1lt¡;unjLeilt()S
entre manifestantes y fuerzas<deseguridad. Según dicha información,
deu;nidádes especiales>déF Ministerio del Interior habían bloqueado los
y:t'odeado a los manifestantes,iá los que habían golpeado con porras Y
Se dice que la acción de las fuerzas de seguridad había sido previamente
planeadá. Fuentesoficiales< habían declarado que en los incidentes
muerto 19 personas, y en el informE! publicado por la Comisión georgiana
encargada de investigarlos se pedían responsabilidades al Congreso de los

421. El Relator Especial pedía información acerca de es tas denuncias y,
c?~creto,sobre.todas las investigaciones reali.zadas por las autoridades
competent~s, incluidas las. autopsias Y sobre las medidas que se hubieran
adoptado para impedir que se reprodujeran tales hechos.

Unión de Repúblicas Socialistas soviéticas

422. Ello de diciembre de 1989 se envió al Gobierno de la URSS un te1egr
re1atf"o a la información según la cual una persona llamada A. Zapeva1ov,
de 23~ñ.?s'<h~bía sido conde1.1adaa muerte el 20 de. noviembre de 1989 por
Tribunal Suprell\ode>la Unión .• de Repúblicas Socialistas Soviéticas,

e) En virtud de la orden 3/89 de la ley marcial, de fecha 3 de
noviembre de 1989, la ley marcial se ha revocado en ocho
las que la ley y el mantenimiento de la paz y la tranquilidad
mejorado de manera suficiente.

418. Asimismo se afirmaba que debía quedar claro que la ley marcial no
única ley en vigor en Myanmar; que podía incluso considerarse que se
de un término desacertado, ya que los tribunales de ley marcial estaban
administrando justicia con mayor eficacia y diligencia, Y en estricto
cumplimiento de las leyes normalmente vigentes y de las disposiciones de
Constitución de 1974; que los tribunales de ley marcial tenían el
temporal que exigía una situación en la que había que proteger las vidas
inocentes; que la situación había mejorado 10 suficiente en ocho ciudades e
las que ya se había revocado la ley marcial, y que, por consiguiente, no
existía ningún elemento que pudiera interpretarse como contrario a las
disposiciones de ninguno de los instrumentos de derechos humanos exis
citadoS por el Relator Especial en los cuatro telegramas mencionados.

417. Asimismo se afirmaba que los condenados a muerte habían solicitado
revisión, la conmutación o la anulación, según los casos, de la sentencia,
que ninguno de ellos había sido ejecutado hasta la fecha.
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425. El 8 de enero de 1990 se recibió una respuesta del Gobierno de la
al telegrama del Relator Especial de 10 de diciembre de 1989, en la que se
transmitía información procedente de la Fiscalía General de la URSS.

Estados Unidos de América

427. El 28 de julio de 1989 se envió al Gobierno de los Estados Unidos
de América un telegrama acerca del caso de William Andrews, de 39 años de
edad, que, según la información. recibida, iba a ser ejecutado en Utah el
agosto, después de haber sido declarado. culpable de complicidad en el robo
tinalmacén, en el que murieron tres personas, y que había tenido lugar
el 22 de abril 1974. Con respecto a este caso, el Relator Especial
expresaba su preocupación por el hecho de que, según el abogado de Andrews
Estado de Utah había reconocido que Andrews no se hallaba presente
comisión de los homicidios; que Andrews, de raza negra, había sido
un jurado compuesto exclusivamente por blancos seleccionados en la
en que se había cometido el crimen, y que ya llevaba casi 15 años "''''... '''..... ~I·,.'''I''

ejecución.

429. Según la información, Dalton Prejean .tenía 17 años al cometer el
crimen. A este respecto, el Relator Especial se refería al artículo 6
pa.cto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en el que se dispone
"llose<impondt'ála<pena> de muerte por delitos cometidos por personas de
de lSaños de(ed~d"'>Y.filane:K0a la resolución 1984/50 del Consejo ECIJn()mJ.c
y Social, titulado "Salvaguardias para garantizar la protección de los

1989 se envió otro telegraJlla al Gobierno de los
de América acerca del caso de Dalton Prejean, de 29 años de

edad, que, según la información recibida, iba a ser ejecutado en Luisiana
el 30 de noviembre de 1989. Según dicha información, Prejean había sido
cq~d~~adoen mayo de 1978 por el asesinato de un policía, y ya se habían
agotado todas las posibilidades de recurso.

426. Según la respuesta, Andrei Viktorovich Zapevalov había sido
por el Tribunal Supremo de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas a
medida de castigo excepcional, a saber, la pena de muerte, por el conjunto
todos sus crímenes. En diciembre de 1987, Zapevalov, junto con sus cómpl
había organizado una banda armada con el fin de llevar a cabo actos de
bandidaje contra bienes del Estado o de propiedad privada, y de cruzar a
continuación, ilega1emente, la frontera de la URSS con Finlandia. Para
a la banda, estas y otras personas de Voronezh habían fabricado y adquirido
durante el período comprendido entre diciembre de 1987 y marzo de 1989
de fuego y otras armas y explosivos, así como municiones, y, en particular
lanzagranadas con proyectiles, una ametralladora ligera, pistolas, un fus
cañón recortado, minas de combate, unos ocho kilos de explosivos, 17
y otras armas blancas, y más de 300 cartuchos. Asimismo, se afirmaba
llevar a cabo sus objetivos criminales, Zapevalov, a fin de conseguir el
dinero necesario para armar a la banda, había robado y asesinado a dos
en Moscú en diciembre de 1988, despojándolas de dinero y otros bienes por
valor total superior a 10.000 rublos, y que la pena había sido dictada
tribunal en vista de la personalidad del reo y del carácter socialmente
peligroso de los delitos cometidos.
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El 11 de septiembre de 1985,
edad, fue detenido de haber
por miembros de la Dirección de los
Protección (DISIP) en Nuevo
Al día siguiente su identif
de bala en cabeza. En marzo de 1

acusados de I pero el
Instancia de 10 Penal esos cargos por falta de
concluyentes. El 25 de marzo de 1 esta dec
por el Tribunal Quinto el cual
Inves 6.L.KaC .LUlll<;:1:i

El 19 de septiembre de 1987 Palomares, de 16 9 cadete
de una academia de formación de del bazo.
Si bien las autoridades mil que había muerto por
causas naturales, las circunstancias de su muerte dieron a la
acusación de que había sido torturado por haber tratado de escapar
de la academia. Se informó además que el tribunal militar hab

las investigaciones en enero de 1989, de haber
decidido que la acusación era
comunicó, sin embargo, a la familia que iones
continuaban.

El 29 de octubre de 1988 una unidad combinada integrado por personal
militar, miembros de la DISIP y de la Policía Técnica Judicial (PTJ)
mataron a 14 personas en la frontera con Colombia cuando las
víctimas viajaban en barco por el río Aranca. En enero de 1989, una
Comisión del Congreso dio a conocer un informe con la conclusión de
que las 14 personas no habían muerto en un enfrentamiento armado.
Un juez militar local ordenó la detención de los 19 miembros de la
patrulla acusándoles de homicidio, pero en abril de 1989
los 19 quedaron en libertad debido a una irregularidad procesal.

El 23 de abril de 1987 un miembro de la policía metropolitana mató
de un balazo a Martín Soto Mijares, de 20 años, en el barrio de
Nueva Tacagua, Caracas. En enero de 1988 se solicitó una
"investigación de nudo hecho", pero no se sabe si, finalmente, se
efectuó.

grupo de soldados había intentado

Armando Castellanos. muerto ello de marzo de 1989 en Petare, por
agentes de la policía metropolitana, que dispararon contra su
cuando estaban bajo los efectos del alcohol, y le dieron en la
cabeza.

Boris Eduardo Bolívar Marcano, muerto el 4 ó el 5 de ~a:zo de
después de haber sido detenido por personal de la,po11c1a,
metropolitana, Y entregado, presumiblemente todav1a con v1da, al
ejército. Su esposa declaró que lo había visto vivo, aunqu~ muy ,
golpeado y con las manos atada~. Va:ios días más tarde se 1nformo
que había muerto durante los d1sturb10s.

Richard Páez, muerto el 3 de marzo de 1989 en Petare, a manos de
1 1 , ' t l't cuando estaba a la puerta depersonal de a po 1C1a me ropo 1 ana,

su casa. La policía afirmó que había muerto de resultas de una
caída de la escalera de entrada, pero su familia aseveró que
dos heridas de bala en el cuerpo.

Juan José Garrido Blanco, muerto el 2 de··marzo de, 1989 ,~n Nueva
Tacagua, por dos funcionarios. motori~ados de la D:recc10n de los
Servicios Inteligencia y Proteccion (DISIP), m1entras estaba
charlando con su novia.

Jesús Cartaya, muerto ello de marzo de 1989 en
efectuados por personal del ejército, cuando se
su casa.

Jesús Zambrano, muerto el 28 de febrero de 1989 en,e1 centro
comercial de "Los Molinos", presuntamente de los d1sparos que le
hicieron por la espalda agentes de la policía metropolitana.

Carmen Mar1ene Díaz Esca1anté, muerta el 27 de febrero de 1987 en
Nueva Tacagua, por personas no identificadas que iban en un jeep.

g)

f)

h)

e)

d)

c)

matar a Angel Ramos Amaíz.

437. El Relator Especial solicitaba información sobre estas afirmac~ones y,
en>particular, sobre cualquier investigación realizad~ por las autondades
cOl1lpetentes,iincluidas .las autopsias, y sobre las medí.das tomadas para impec:lit

se reprodujeran tales hechos.

ElilcledíCiembrede 1989 se envió una carta al Gobierno d~ e.nezuela
para inf()~arlesobt'e•denuncias con arreglo a las. cuales, en los ul t ímos
variaspérsoua.s h~bían<muerto.<como. res\1ltado de aecio~es deliberad~~ de la
policíáydel personal militar, y sin que hubiere medí'ado provocacaon.
Algunasd~ ~~s víct~rnas habían. sido presuntamente muertas por las fuerzas
segurida.den. incidentes que las autoridades habían calificado de

Además de éstas, se actuación .. las fuerz,;s de
durante los incidentes·ocurridós el 27 de febrero de 1989 y d1as pos
había producido otras víctimas, y en la carta se mencionaron los nombres
otras 12 personas.
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años, murió de un balazo cuando
de una manifestación. Se decía que
torturado a miembros de su familia
había suicidado.

y de que,
de las denuncias
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judiciales

En Zhur, cuando las dh l' , e seguridad dispararon a voleo desde
un ,e lcop~~ro contra escolares que participaban en una
manlfestaclon, hubo docenas de niños muertos o heridos.

En Ma1isheve, las fuerzas de seguridad mataron a Dim y a
Arsim Pacarrizi, de 7 y 8 años de edad, aunque la policía
al parecer, que el hermano de d 1'~ pretendía,
revólver perteneciente a un SO~~~dOey ~:tno,lnos1 est~~a jugando ?on una os nlnos por accldente.

En Gjilan,Basri Ibrahimi, de 24
estaba dentro de su coche, cerca
las fuerzas de la policía habían
para obligarles a admitir que se

ta el momento de preparar el presente informe no se había recibido
respuesta del Gobierno de Yugoslavia.

La,respuesta iba acompañada de una lista de 12 ~
lnvestigando los tribunales de casos de muertes que
í como el Segundo Tribunal Militar Pix:s t anc í.a Nos. 18 ~ 19 9 lfl, 42
por el depósito oficial de de rlmera Instancia 9 y otra lista

Relator Especial solicitaba información sobre estas denuncias en
, s~brel ?ualquier investigación realizada por las autoridades

Y'

~eIltF!R, lnc u1das las autopsias y b t dI'
la repetición de tales hecho~. so re o as as medldas tomadas para

20 de marzo de 1989 se una respuesta del
del Relator Especial de 9 de noviembre de 1988
do~~:~~~ E!CN.4!19~9/~5d)' frespuesta en la que se declaraba que las

-~ e o _o undamento y que se hab
SUlDUlestos asesinatos, ya que algunos de ello h b' . exagerado sobre

tribales resultantes de la nat 1 ~ ~ lan sldo consecuencia de
de antiguas ura e1za e a estructura social y del

d 1 que e republicano hab
e reacci~x:ario régimen de los imames que habían detentado el

la revoluclon del 26 de septiembre de 1962.

El 9 de junio de 1987 la policía mató de un balazo a Félix HumbleI:t
Peña Tadino en su casa del barrio de Morán de Catia. Según la
policía había sido muerto en una confrontación con la PTJ 9 pero
familia 10 negó. Si bien se nombró fiscal para el caso, éste no
pudo obtener el expediente de los tribunales.

e)

b) El 6 de octubre de 1988 en El Vallado, distrito de Ureña, Estado
de Tachira, tropas ejército venezolano mataron a dos hermanos,

a Fernando A1varez Muñoz,
naturales de Cucuta, Colombia. Se denunciaba que los tres habían
sido atraídos a territorio venezolano por un colombiano que

para la DISIP y habían sido entregados al ejército
venezolano como guerrilleros del Ejército Nacional de Liberación
de Colombia.

a) En julio de 1988, el ejército venezolano mató a Dagoberto González
Velázquez, pintor de Cucuta, Colombia, a.quien le habían ofrecido
trabajo en Venezuela y que había dejado su casa el 9 de julio.

f) El 15 de diciembre de 1987, miembros de la DISIP mataron a balazos
Luis Miguel Vil1anueva Ibarra, de 27 años de edad. Los testigos
negaron repetidamente el informe policial de que Vi11anueva estaba
armado. Presuntamente el fotógrafo Y otros testigos presenciales
recibieron con posterioridad amenazas de la policía. En noviembre
de 1988, un juez del Juzgado Superior Tercero en lo Penal del Es
de Aragua absolvió a miembros de la DISIP por considerar que hab
actuado en defensa propia, y cerró el caso. Se presentó una
apelación contra esta decisión ante la Suprema Corte, la cual no
respondió a la apelación dentro de los cinco días prescritos
por la ley.

1989, se recibió una respuesta del gobierno de
contesta.ciÓn a carta del Relator Especial de 25 de abril

de 1989. Según el Gobierno, en esos días habían ocurrido en varias
de Venezuela diversos incidentes que constituían una perturbación de la paz,

actos de vandalismo, ataques contra la seguridad •. de las personas y las
familias, pérdida de vidas y extensos daños materiales, que habían provocado

intervención de las fuerzas armadas, de la policiay de otros organismos
seguridad del Estado. Se afirmaba además que, a fin de preservar el orden
la ley de garantizar la seguridad de la población, había habido que tomar
medidas tales como la suspensión de las garantías constitucionales y la
imposicióriii<ielestado de sitio. Se declaraba también que, más adelante, se
había informado al Fiscal General que se habían cometido ciertas
irregularidades, con inclusión de desapariciones, detenciones arbitrarias,
muertes y torturas y<que~ en consecuencia, él había dado orden a sus
representantes en todo él país de que recibieran y dieran curso a todas

440. Por otra parte, en la zona fronteriza entre Venezuela Y Colombia el
ejército de Venezuela supuestamente mató a varios colombianos que habían s
atraídos a territorio venezolano por colaboradores colombianos de la DISIP.
Luego, se declaró que las víctimas eran guerrilleros que habían estado
implicados en un robo de armas. El Relator Especial describía los dos casos

siguientes:
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B. Los defensores, de ~os derechos humanos como víctimas
de las eJeCUC10nes sumarias o arbitrarias

por los demás es un prin " blPreocuparse por los menC1P10 no e y universal en cualquier
¿m~n.ación o 10 ,os , por las timas

s persegu1dos, es algo muy loable. Pero 11
cuando esa preocupación supone un grave riesg~g:a~as~~

juzgar por la informac
, su objetivo parece ser

len ac t ivLdades'" que se
amenazas.

Según los llamamientos dirigidos al Relat
la t 'd d or d,s au or1 a es no habian tomado f e

hab1an recibi?o las amenazas de muerte o' pa;a a
~prop1adas. Los llamamientos denunciaban

,1on, mas o menos directa, en estos casos de la
ordenes dadas a func p'bl' ' yau 1COS, o 1 1
o de grupos bajo control gubernamental a, emp,eo de
en tales amenazas de muerte hechas r"ya,p~r su conn1venC1a o
de investigaciones oficiales, asi c~~o ~nf1v1~u~S,O por grupos.

sp
1
on.s a,ol e s de estas amenazas era e enJu1c1amento o cast denorma, que la excepc

al~unos paí~es donde las amenazas de muerte
t1mas de ejecuciones sumarias o arbi

de muerte antes de ser ases¿uaOlas

los que luchan sin conce '
se haga justicia o por descubri~1~nes por ~yudar a otros, por
frecuencia siendo víctimas d 1 e:hos ?u1dadosamente ocultados

E e as eJeCUC10nes sumarias o
• n cuanto a sus profesiones y a t' 'd d

, magistrados, fiscales, abogados ce1~1d~ es, tale~ ~ersonas suelen
humanos, maestros, legislad ' p :10 1stas, act1v1stas de los

istas, etc. Pero por la pro~~:s~a~~~s~Jeros comunales~ alcaldes,
de defensores de los derechos hum:n~:~ de su trabaJO, pueden ser

un informe ~ub1icado por la Octava Reunión Consultiva de las
~av¿U1Jles Internac10na1es y Regionales de Per' d' t

27 de noviembre de 1988 en 1 " 1~ 1S ~s, celebrada en Praga
los periodistas asesinados enO:,u1t1mos d1ez anos habían sido por 10

1versas partes del mundo y otros

autores de las amenazas de
, pero utilizan con

;"''''''U6'<:::~'' cuya identidad

muerte conservan
recu,enlcia nombres de grupos

vaga o es desconocida.

amenazas se hacen por teléfono o
'v .........,u~ de las víctimas, panf o

los nombres de personas que son

Testigos presenciales de delitos, dispuestos á declarar en juicio
ante un magistrado;

grupos de oposición, incluidos los partidos políticos.

Periodistas, dedicados a investigar Y a informar sobre casos de
violación de los derechos humanos, mediante los medios de
comunicación de masas;

Educadores que participan en programas de educación para adultos y
en actividades destinadas a crear una conciencia de los derechos

Sindicalistas que organizan a los trabajadores Y tratan de
los derechos de éstos;

Personas que desempeñan cargos públicos, incluidos los miembros de
los órganos legislativos Y 10ca1esquehatl pedidO públicamente
justicia en casos de violación de los derechos humanos;

)

e)

d)

c)

449. Según las informaciones recibidas, las amenazas de muerte se dirigen
contra personas de distintas profesiones Y antecedentes, pero especialmente

contra las siguientes:

ANALISIS DEL FENOMENO

b) Activistas de derechos h~anos que recogen y publican información
sobre violaciones de los derechos humanos a nivel local, regional
y/o nacional, y que organizan actividades relacionadas con tales

derechos;

a) Jueces, abogados, magistrados, fiscales, etc., relacionados con
juicios, investigaciones u otros procedimientos judiciales;

capí tulo II 1

A. Amenazas de muerte

448. Los informes sobre amenazas de muerte y ulterior asesinato están
limitados a unos cuantos países de determinadas regiones. Sin embargo, esta
odiosa práctica de terror se está extendiendo gradualmente a otros países
donde no existía al parecer, pero en los que la situación política Y social
ha ido deteriorando considerablemente.

447. Durante el actual mandato del Relator Especial se han recibido más
solicitudes que en años anteriores para la intervención urgente del Relator
casos de amenazas de muerte. Y el Relator Especial tomó medidas inmediatas
todos aquellos casos en que esas amenazas representaban, a primera vista, un
peligro inminente para la vida de los que las habían recibido.
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Relator Especial opina
de asesoramiento oque, p~ra qu~ cu~lquier programa o proyecto de
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ejecuciones sumarias o arbitrarias - consenso

sobre las normas internacionales
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tantos los desaparecidos y a los que en su mayoría se puede dar también por
muertos. En 1987 hubo informes sobre las muerte de 37 periodistas, y en
de 39, pero las cifras reales podrían ser aún más elevadas.

458. Según otro informe, preparado por el Centro pro Independencia de Jueces
y Abogados, entre enero de 1988 y junio de 1989, 35 profesionales del
fueron asesinados en todo el mundo a causa de sus actividades profesionales,
como por ejemplo asesorar o representar a clientes, defender reformas legales
y derechos humanos, efectuar investigaciones y dictar decisiones judiciales.

460. La integridad y el bienestar de todos los habitantes de un país
mucho de esa lucha. sin concesiones. y por eso, los defensores de los
humanos deberíán ser más protegidos, tanto en el plano nacional como en el
internacional.

459. Miembros activos de organizaciones no gubernamentales de derechos
humanos, sindicatos y partidos políticos han sido los grupos más destacados
víctimas de ejecuciones sumarias o arbitrarias, ya que los grupos de poder
dominantes suelen considerarlos como enemigos o como elementos subversivos.
Como ya se ha hecho notar en la sección anterior, los defensores de los
derechos humanos son los que más a menudo reciben amenazas de muerte
exigiéndoles que cesen sus actividades. El hecho de que los defensores
derechos humanos sean deliberadamente elegidos como blanco de las ej~~uc;~cnlt:~

sumarias o arbitrarias constituye una tendencia alarmante, ya que, sin sus
actividades, las violaciones de los derechos humanos pasarían en gran parte
desapercibidas, no se informaría de ellas a las autoridades ni al público,
no serían investigadas ni castigadas. Las consecuencias de los ataques
estos grupos de personas son graves, no dejan duda alguna sobre los
objetivos de los atacantes.

461. Relator Especial considera como un hito de su mandato la ap1r01ba.ción
sin vót.acLón por el Consejo Económico y Social, el 24 de mayo de 1989, de
resolución 1989/65 titulada "Eficaz prevención e investigación de las
ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias". Esta resolución es el
resulta.~() a.~~~~Ilteg~~it~'V0 de una larga y cuidadosa preparación y de una
estrecha cooperación entre las organizaciones no gubernamentales, los
gobiernos y diversos Órganos de las Naciones Unidas. El Relator Especial
des~adestacar aquí la seria. labor realiza.da a este respecto por el Comité
Preyención del Delito y L\lcha contra 111 Delincuencia y la contribución
esenci.a.l aportada por las organizaciones no gubernamentales, en especial
el Minnesota Lawyers International Human Rights Committee.

462. En. el·a.nexo a la resolución se formulan los 20 principios relativos a
una efi9az/l?r~v~ncióne iIlvestigación de las ejec\lciones extralega1es,
arbitra.:t"ia.Sc ° sumarias, q1.1e el Relator Especial describió brevemente en su
ú1tim~*l1f()rIIle(EICN.4/l989/25,párr.297) •. Dada la importancia que se
atrib1j.Y'~ I3.ta~~sprincipios,.el anexo. ala resol1j.ción 1989/65 del Consejo
Económico y Social se reproduce íntegramente en anexo al presente informe.
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de diciembre de 1988, la Asamblea General aprobó la
43/173, titulada "Conjunto de Principios para la protección de

d personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión" El 24
se li83 9 e~ ?onsej~,Econó~ico.Y.Socia1 aprobó varias resolucio~es

a a adm1n1strac10n de ]Ust1c1a y, más particularmente la
1989/65, que lleva por título "Eficaz prevención e in~estigación de

extra1ega1es, arbitrarias o sumarias". En ella se fijan las

presente informe 9 el Relator E . 1 h ~speC1a a sena1ado una tendencia
~LUI~U6.~ alarmante y que se está izando con 9 la de las

muerte" del Iberadamen teempeñan L~LUdl~9 en 9 contra personas
un papel primordial en la defensa de los derechos human~s y en

de l~ justicia social y penal en la sociedad. Es precis0 9 pues
"'~'~~UcL~ r1gurosas para proteger a esas personas.

adonlt~i'rl0I~9 al Re1~to: Esp:cial le complace destacar las ~mportantes
. este u1t1mo an~ por la Asamblea General y el Consejo

Soc1al en sectores d1recta o indirectamente relacionados con

Que, antes de proponer proyectos concretos, se proceda
cuidadoso examen de la situación del país, que permita
claramente las necesidades, y a un análisis crítico de
y programas específicos solicitados por el Gobierno;

b)

c) Que los proyectos estén respaldados por recursos financieros Y
humanos bien planificados;

d) Que, para la planificación y ejecuc10n de los proyectos, haya una
estrecha cooperación y coordinación entre los distintos órganos y
departamentos de las Naciones Unidas;

468. El Relator Especial espera que, en. un futuro prox1mo, se introduzcan a
este respecto en Centro Derechos HufuanOsnotables mejoras que den un
ímpetu constante y una eficaz dirección estas actividades.

e) Que se establezcan mecanismos para supervisar la ejecución y los
progresos de los proyectos, y para proceder periódicamente a una
evaluación de los mismos.

467. Los relatores especiales y los representantes de la Comisión de
Humanos, así como el Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o
Involuntarias, podrían contribuir a determinar las necesidades y a formular
proyectos concretos, ya que están en una posición inmejorable para obtener
información detallada sobre la situación de determinados países gracias a
visitas in situ o a sus contactos directos con los gobiernos interesados.
Sin embargo, la administración Y la dirección de los programas y proyectos
se incluyan en. el marCo de los servicios de asesoramiento y de asistencia
técnica no deberían depender exclusivamente de la contribución inicial de
relatores especiales, de los representantes y del grupo de trabajo, sino que
necesitan sus expertos propios, y la Secretaría de las Naciones Unidas y,
especialmente el Centro de Derechos Humanos, deberían disponer de los
especialistas y demás recursos necesarios.
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reforzar el Centro de Derechos Hwnanos de las Naciones Unidas
co~ miras a atender las necesidades cada vez mayores que
eX1sten en materia de vigilancia de la protección de los
derechos humanos y servicios de asesorMniento;

or~a!nj>Z~ir, en los
cursos de sobre los
manual sobre la eficaz

ecuciones

promover actividades de información a divulgar 10
ampliamente posible los últimos progresos conseguidos en
materia de derechos hwnanos, de modo que la comunidad
internacional conozca los procedimientos mediante los cuales es
posible pro y promover esos derechos.

i)

ii)

iv)

iii)

crear una oficina dentro del gobierno para mejorar la
cooperación con las Naciones Unidas y otras organizaciones
internacionales en cuestiones relacionadas con los
humanos;

incluir en la formación del personal militar y de los
encargados de hacer cumplir la ley un programa bien
de estudios sobre los derechos humanos;

social;

Iv )

iii)

477. Habida cuenta de estas conclusiones, el Relator Especial desea
las siguientes recomendaciones:

476. En cuanto a los servicios de asesoramiento y asistencia técnica
previstos en la resolución 1989/72 de la Comisión de Derechos Humanos, de
marzo de 1989, el Relator Especial está dispuesto a seguir estudiando la
manera de formular y proponer esoS programas Y proyectos de servicios de
asesoramiento y asistencia técnica, en el.contexto de su mandato. En la
parte D del capítulo 111 del presente informe ya ha tratado de expon:r con
cierto detalle las condiciones y los elementos necesarios para una eJ
eficaz de esos programas y proyectos, y ahora agradecería cuantas sugerenc
puedan hacérsele

a) Los gobiernos tendrían que:

i) revisar las leyes y reglamentos nacionales así como las
de lasiautoridadesjudiciales Y de las encargadas

hacer cumplir la ley, con miras a lograr una aplicación ef
de las normas fijadas en la resolución 1989/65 del Consejo
Económico y Social, de 24 de mayo de 1989;

ii) adoptar, con carácter prioritario, medidas para proteger
eficazmente de las amenazas de muerte y tentativas de ases
a las personas que desempeñan funciones importantes en la

los derechos humanos y la promoción de la jus

475. Además, el Relator Especial toma especialmente nota de la
resolución 44/159 de la Asamblea General, de 15 de diciembre de 1989, en
que se le pide que "promueva los intercambios de opiniones en~re lo~ ~ob
y los que proporcionan información fidedigna al Relator Espec1al, s1,este
considera que esos intercambios de información podrían ser útiles (parr. 7
El Relator Especial está dispuesto a asumir esa tarea con objeto de faci1
una cooperación constructiva entre las partes interesadas Y de encontrar
medios más eficaces de combatir la práctica de las ejecuciones sumarias o
arbitrarias.

normas que aplicará el Relator Especial cuando examine presuntos casos
ejecuciones sumarias o arbitrarias. Esa resolución contribuirá asimismo a
los gobiernos mejoren o mantengan el nivel de protección del derecho a la
de las personas sujetas a su jurisdicción.
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i~vestigadora tendrá poderes para obtener t
necesar1a para la investigación L oda la

6aC~UIl dispondrán de todos los r • as personas que dirijan la
eficaz, y tendrán tam~7,;rs~s p~esupuestarios y técnicos para

supuestamente implicados en
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Lo mismo regirá para los tes~~as eJe~uC10ne~ a comparecer y dar
~uc~usive a los funcionarios su 190~. ta: f1~, podrán citar a

pruebas. pues amente 1mp11cados, y ordenar la

3. Los gobiernos prohibirán a los funcionarios superiores o
públicas que den órdenes en que autoricen o inciten a otras personas a 1
a cabo cualquier ejecución extra1ega1, arbitraria o sumaria. Toda persona
tendrá el derecho Y el deber de negarse a cumplir esas órdenes. En la
formación de esoS funcionarios encargados de hacer cumplir la ley deberá
hacerse hincapié en las disposiciones expuestas.

2. Con el fin de evitar las ejecuciones extra1egales, arbitrarias o
sumarias, los gobierI1os garantizarán un control estricto, con una jerarquía
mando claramente determinada, de todos los funcionarios responsables de la
captura, detención, arresto, custodia y encarcelamiento, así como de todos
funcionarios autorizados por la ley para usar la fuerza y las armas de

(Aprobados por el Consejo Económico Y Social en su
resolución 1988/65, de 24 de mayo de 1989)

PRINCIPIOS RELATIVOS A UNA EFICAZ PREVENCION E INVESTIGACION
DE LAS EJECUCIONES EXTRALEGALES, ARBITRARIAS O SUMARIAS

5. Nadie será obligado a regresar ni será extraditado a un país en donde
haya motivos fundados para creer que puede ser víctima de una ejecución
extra1ega1, arbitraria o sumaria.

4. Se garantizará una protección eficaz, judicial o de otro tipo,
particulares ygr\lJ?()~~u.e estén en peligro de ejecución extra1ega1,
o sumaria, en particular a aquellos que reciban amenazas de muerte.

6. Los gobiernos velarán por que se mantenga a las personas privadas de
libertad en lugares de reclusión públicamente reconocidos y se proporcione
inmediatamente a sus familiares Y letrados u otras personas de confianza
información exacta sobre su detención Y paradero, incluidos los traslados.

7. Inspectores especialmente capacitados, incluido personal médico, o
autoridad independiente análoga, efectuarán periódicamente inspecciones de
lugares de reclusión, y estarán facultados para realizar inspecciones sin

Prevención

l. Los gobiernos prohibirán por ley todas las ejecuciones extralegales,
arbitrarias o sumarias y velarán por que todas esas ejecuciones se tipif
como delitos en su derecho penal y sean sancionables con penas adecuadas que
tengan en cuenta la gravedad de tales delitos. No podrán invocarse para
justificar esas ejecuciones circunstancias excepcionales, como por ejemplo,
estado de guerra o de riesgo de guerra, la inestabilidad política interna ni
ninguna otra emergencia pública. Esas ejecuciones no se llevarán a cabo en
ninguna circunstancia, ni siquiera en situaciones de conflicto armado
abuso o uso ilegal de la fuerza por parte de un funcionario público o
persona que actúe con carácter oficial o de una persona que obre a
instigación, o con el consentimiento o la aquiescencia de aquélla, ni
en situaciones en las que la muerte se produzca en prisión. Esta prohib
prevalecerá sobre los decretos promulgados por la autoridad ejecutiva.
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12. No podrá procederse a la inhumación, incineración, etc., del cuerpo de
persona fallecida hasta que un médico, a ser posible experto en medicina
forense, haya realizado una autopsia adecuada. Quienes realicen la autopsia
tendrán acceso a todos los datos de la investigación, al lugar donde fue
descubierto el cuerpo, y a aquel en el que se suponga que se produjo la
muerte. Si después de haber sido enterrado el cuerpo resulta necesaria una
investigación, se exhumará el cuerpo sin demora y de otra forma adecuada
realizar una autopsia. En caso de que se descubran restos óseos, deberá
procederse a desenterrarlos con las precauciones necesarias y a estudiarlos
conforme a técnicas antropológicas sistemáticas.

13. El cuerpo de la persona fallecida deberá estar a disposición de quienes
realicen la autopsia durante un período suficiente con objeto de de que se
pueda llevar a cabo una investigación minuciosa. En la autopsia se deberá
intentar determinar, al menos, la identidad de la persona fallecida y la
y forma de la muerte. En la medida de 10 posible, deberán precisarse tamb
el momento y el lugar en que ésta se produjo. Deberán incluirse en el
de la autopsia fotografías detalladas en color de la persona fallecida, con
fin de documentar y corroborar las conclusiones de la investigación.
El informe de la autopsia deberá describir todas y cada una de las lesiones
que presente la persona fallecida e incluir cualquier indicio de tortura.

14. Con el fin de gara.ntizar la objetividad de los resultados, es necesario
que quienes realicen la autopsia puedan actuar imparcialmente y con
independencia de cualesquiera personas, organizaciones o entidades
potencialmente implicadas.

16. Los familiares de la. persona fallecida y sus representantes legales
informados de las audiencias que se celebren, a las que tendrán acceso, así
como a toda información pertinente a la investigación, y tendrán derecho a
presentar otras pruebas. La familia del fallecido tendrá derecho a insis
en que un médico u otro representantes suyo calificado esté presente en la

Una vez determinada la identidad del fallecido, se anunciará
públicamente su fallecimiento, y se notificará inmediatamente a la familia
parientes. El cuerpo de la persona fallecida será devuelto a sus familiares
después de completada la investigación.

15. Los querellantes, los testigos, quienes realicen la investigación y
familias serán protegidos de actos o amenazas de violencia o de cualquier
forma de intimidación. Quienes estén supuestamente implicados en ejc~u~~U'l1t:~

extralegales, arbitrarias o sumarias serán apartados de todos los puestos
entrañen un controlo poder directo o indirecto sobre los querellantes, los
testigos y sus familias como sobre quienes practiquen las investigac

17. Se redactará en un plazo razonable Un informe por escrito sobre los
métodos y las conclusiones de las investigaciones. El informe se
i~ITI~diata.ntente y en>él se expondrán el alcance de la investigación, los
pros~d~miento~rmétodos utilizados para evaluar las pruebas, y las
conclusiones y recomendaciones basadas en los resultados de hecho y en la
legislacióll.apl iCtl.blé.. El ..illfo~me ••• expondrá tamb ién detalladamente los
co

llcreto.socurridos,
d~ .:acuerdo. con. los. resultados· de ·las investigaciones,

comolaspr~ebasellques~b~sene~as.conc1usiones,yenumerará los nombres
los testigos que hayan prestado testimonio, a excepción de aquellos cuya


